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En el desarrollo de mi investigación pretendo elaborar un análisis general sobre cómo ha 
evolucionado la legislación minera en Nicaragua, específicamente en el tema de 
otorgamiento, suspensión y cancelación de licencias  y contratos de concesiones, en el 
periodo 1958-2006.  Iniciaremos con el análisis de la ley Nº 316, ―Ley  General sobre 
explotación de Nuestras Riquezas Naturales‖, de manera cronológica analizaremos también 
todas las leyes y decretos de la materia, hasta concluir con la actual ―Ley Especial Sobre 
Exploración y Explotación de Minas‖, que regula las fases de exploración y explotación 
mineras tanto a concesionarios como a los no concesionarios. De igual manera, 
estudiaremos el Fondo Minero, creado por efectos de la Ley No 378, analizaremos sus 
efectos, aplicación, los cambios que han ocurrido.  Con la misma metodología de analizar  
y comparar las leyes y su aplicación en el tiempo y el espacio, estudiaremos los decretos 
ejecutivos y resoluciones administrativas del periodo 1958-2006. 
 
Abordaré la aplicación de la legislación nicaragüense en el periodo 1958-2006, en la parte 
donde se definen las formas de aprovechamiento de los recursos minerales, la regulación y 
fiscalización de los órganos administrativos, las modalidades por medio de las cuales el 
Estado autoriza a una persona, sea natural o jurídica, para realizar exploraciones o 
explotaciones mineras. Los aspectos positivos o negativos de la explotación minera, su 
incidencia en el medio ambiente, para poder tener una visión clara de todos los cambios 
que han ocurrido en estos periodos. 
 
Con respecto a la perspectiva social, me interesa estudiar el verdadero efecto que esta ley 
produce en la sociedad, si la norma jurídica se apega a la realidad socio-económica del 
país.   
 
 









Durante el proceso investigativo que he llevado a cabo, encontré una serie de obras que 
sirven como antecedentes para mi futuro trabajo monográfico.  
 
Como antecedentes inmediatos tenemos la Constitución Política de la República de 
Nicaragua de 1950 y sus reformas, 1974, 1987 y las reformas de 1995 y 2000, donde el 
legislador constituyente hizo mucho énfasis en las concesiones para el aprovechamiento de 
los recursos naturales, pero se descuidaron algunos aspectos regulatorios de la actividad. 
Utilizaré el método comparativo para ver las similitudes y diferencias, y como esto incide 
en la actividad minera y en la preservación del medio ambiente 
 
Tomaré como antecedentes históricos, los siguientes documentos: 
Reporte Final de los Estudios de Exploración Minera en Nicaragua, Parte B: ―Complejo 
Minero Comandante Francisco Meza Rojas (Mina EL LIMON) Tomo 1 de 2. ERNEST K. 
LEHMANN & ASSOCIATES, INC., Reporte Final de los Estudios de Exploración Minera 
en Nicaragua, Parte E: Siuna ERNEST K. LEHMANN & ASSOCIATES, INC., Reporte 
Final de los Estudios de Exploración Minera en Nicaragua, Parte D: Bonanza Tomo 1 de 2  
ERNEST K. LEHMANN & ASSOCIATES, INC., así como una serie de documentos 
proporcionados por la Dirección de Monitoreo Vigilancia y Control Minero de la 
Administración Nacional de Recursos Geológicos (ADGEO), la cual es una dependencia 
del Ministerio de Fomento Industria y Comercio (MIFIC), institución encargada de 
garantizar el uso y aprovechamiento de los Recursos Mineros en el marco de la legislación 
vigente y promover el desarrollo del sector. 
  
En materia de legislación, analizaremos los Código de Minería de Nicarágua de 1806 y 
1906, la posterior Ley Nº 316 ―Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas 
Naturales‖ de 1958, el Decreto 1067 ―Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de 
Minas y Canteras‖ de 1965. También analizaré toda la legislación del Periodo de la 
Revolución Popular Sandinista (1979-1990), en el cual se produjo la nacionalización del 
sector minero. De igual manera, estudiaré el periodo de 1990 hasta la fecha, en donde fue 








promulgada la Ley Nº 387 ―Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas‖ de 









































La historia de los recursos naturales en nuestro país ha sido olvidada,  a pesar que los 
recursos naturales son primordiales en la vida del ser humano. Este descuido de las 
autoridades, ha permitido la explotación irracional de los recursos naturales y la 
consiguiente destrucción del medio ambiente. Las leyes que fueron creadas para proteger el 
medio ambiente, en términos generales no se aplican,  sea por falta de fondos para hacer 
cumplir la ley, por falta de voluntad política de las autoridades, o sencillamente porque los 
agentes económicos las violentan o evaden de manera permanente, lo cual es muy 
alarmante. 
 
Uno de las principales tareas del Estado debe ser garantizar la protección de nuestros 
recursos naturales, los cuales son un patrimonio nacional (Arto. 102 Cn), así como la 
creación y publicación de distintas leyes del ambiente, ya que estas son protectoras de 
nuestros recursos naturales 
 
A medida que avanzo en el estudio del Régimen de Concesiones Mineras en Nicaragua, 
he comprendido que es de vital importancia la aplicación de las leyes relacionadas a esta 
materia, así como reformar los aspectos negativos o que permiten una destrucción del 
medio ambiente. Por esta razón, pretendo dejar en evidencia los cambios que se han 
producido en las distintas leyes y como esto ha afectado o beneficiado a la sociedad 
nicaragüense. 
  
Por todos los puntos expuestos anteriormente considero de suma importancia el análisis al 















PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
En nuestro país, ha habido una serie de leyes que establecen las condiciones básicas para la 
debida explotación de los recursos naturales, específicamente del sector minero metálico y 
no metálico, las cuales han cambiado con el transcurso del tiempo, siendo el principal 
aspecto en todas estas leyes, el otorgamiento, suspensión y cancelación de concesiones 
mineras. Ante el objetivo de las leyes sobre minería y concesiones mineras, surgen las 
siguientes interrogantes: 
 
¿En qué medida el marco jurídico existente es suficiente para el debido otorgamiento de 
concesiones mineras?   
 
¿Cuáles son los vacíos en el procedimiento para otorgar concesiones mineras? 
 
¿Cuáles son los aciertos en el procedimiento para otorgar concesiones mineras? 
 

























Analizar el régimen legal de concesiones mineras en Nicaragua, el cual permitirá tener un 




 Demostrar los vacíos y aciertos que nuestra legislación presenta en la aplicación de las 
leyes que protegen nuestros recursos naturales. 
 
 Comparar la ley Nº 316, Ley General sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales de 
1958, con el Decreto Nº 1067, Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas y 
Canteras de 1965, y la actual Ley Nº  387, Ley Especial sobre Exploración y Explotación 
de Minas, del 2001. 
 
 Analizar la importancia de las reformas a la Legislación Minera Nicaragüense. 
 
 Analizar los aspectos positivos y negativos, a la hora de otorgar licencias o concesiones 
mineras.  
 
 Determinar cuál es el correcto procedimiento para la aplicación leyes que protejan nuestros 




















El marco jurídico para otorgar concesiones en la ley vigente ―Ley Nº 387‖ de nuestro país, 
es insuficiente, posee vacíos lo que permite a las autoridades de la administración, a nivel 
del gobierno central y de las municipalidades y Consejo Regionales Autónomos, dictar 
actos administrativos que producen efectos negativos en la aplicación de la misma, con el 

































Mi investigación monográfica estará compuesta por un apartado de Introducción, luego 
otro para el desarrollo de mi investigación que estará dividido en seis capítulos seguido de 
las conclusiones recomendaciones, el índice de siglas y abreviaturas, bibliografía, el Índice 
de autor, los anexos y el índice general. 
 
En el primer capítulo denominado  ―Antecedentes de la minería en Nicaragua‖, pretendo 
presentar una visión clara de cómo y cuando empezaron a explotarse nuestros recursos 
naturales, cuáles fueron las zonas que se explotaron primero y porque tipo de empresas, 
haciendo una reseña de las zonas más importantes de explotación minera. 
 
En el segundo capítulo denominado ―Análisis crítico sobre Ley General Sobre Explotación 
de Nuestras Riquezas Naturales, Ley Nº 316‖, aprobada el 12 de marzo de 1958, abordaré 
el objetivo fundamental de esta ley, las formas o tipos de autorizaciones que se otorgaban 
para explotar los recursos naturales, los registros de estas concesiones, quienes estaban 
inhabilitados para ser beneficiarios de concesiones mineras, las diferencias que existían 
entre Concesión de Exploración y Explotación, como eran los procedimientos 
administrativos para obtener dichas concesiones, en qué casos se daba la expropiación o 
ocupación de terrenos de propiedad particular, dentro de este apartado explicaré todo el 
proceso para que produjera esta expropiación, como se proporcionaba la exoneración de los 
impuestos, y la forma de traspasar los derechos de licencias y concesiones, de los depósitos 
de costas y el depósito de garantía que se otorgaba a favor del Estado para poder obtener 
una concesión, y por último de las formas de extinción, caducidad y nulidad de las 
concesiones. 
  
En el capítulo número tres denominado ―Análisis sobre Ley Especial Sobre Exploración y 
Explotación de Minas y Canteras‖, Decreto Nº 1067, Publicada en la Gaceta, Diario Oficial 
Nos. 69 al 72 y 74 de 24-27 y 30 de Marzo de 1965, abordaré el objeto de esta ley, la 
comparare con su antecesora, precisando las similitudes y diferencias, sobre cómo se 
otorgaban las concesiones de exploración y explotación minera. Dentro de este acápite 








abordaré todo lo relacionado al proceso administrativo, de la explotación de minas y 
canteras, de la cancelación y las disposiciones penales relacionadas al incumplimiento de 
esta ley. 
 
En el capítulo número cuatro denominado ―Período de la Revolución Popular Sandinista 
(1979-1990)‖, dentro de  este abordare todos los cambios que se dieron en este periodo, 
como la nacionalización de todos los recursos naturales. Los temas a abordar serían la Ley 
de Nacionalización del Sector Minero y Creación de CONDEMINA, Adición a la Ley 
Orgánica del Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales y del Ambiente (IRENA), Ley 
Orgánica del Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH), Ley de 
Comercialización, Impuesto y Excedentes Sobre el Oro y la Plata. Decreto – Ley Nº 637 de 
10 de febrero de 1981, Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de la Minería (INMINE), 
Decreto Nº 938 de 26 de enero de 1982, Ley Orgánica de la Corporación Nicaragüense de 
Minas (INMINE), Decreto Nº 377 de 10 de junio de 1988, Reforma a la Ley Orgánica de la 
Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE), Decreto Nº 461 del 21 de julio de 1989. 
 
En el capítulo quinto que trata del ―Periodo Actual‖, que va de 1990 a la fecha, abordare 
como se dio la privatización de las Empresas de la Corporación Nicaragüense de Minas 
(INMINE), la reestructuración Institucional del Sector Minero, así como la promulgación 
de la actual ley de minas, Ley Nº 387, Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de 
Minas y sus Reformas, y el Reglamento de la Ley 387 Ley Especial de Exploración y 
Explotación de Minas. 
 
En el capitulo sexto, realizare una síntesis con una tabla comparativa sobre toda la 
legislación minera. 
 
Algo que considero importante es que se debe dejar claro que durante la investigación se 














Este trabajo es particularmente investigativo y de recopilación, que me permitirá tener una 
visión más clara en relación a algunos aspectos de nuestra Legislación Minera. Utilizaré el 
método de la comparación, partiendo en orden cronológico, hasta concluir en las 
similitudes y diferencias de cada ley con su antecesora. 
  















1. Antecedentes De la Minería en Nicaragua 
1.1 Inicio de Explotaciones Mineras en Nicaragua. 
1.2 Principales Zonas Mineras 
1.3 Diferentes conceptos de Licencias y Concesiones, según el derecho administrativo y la 




2. Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales, Ley N° 316 aprobada el 
12 de marzo de 1958. 
2.1 Objeto de la Ley. 
2.2 Tipos de autorizaciones y Registros para Explotar Riquezas Naturales. 
2.3 Impedimentos para obtener Licencias y Concesiones 
2.4 Diferencia entre Concesión de Exploración y Explotación 
2.5 Funciones y Procedimientos Administrativos 
2.6 Procedimientos Para Obtener Concesiones  
2.7 Procedimientos Especiales para la Expropiación o la Ocupación de Terrenos de 
Propiedad Particular. 
2.8 Exoneración de impuestos. 
2.9 Traspasos de licencias o concesiones 
2.10 Depósito de Costas y Depósito de Garantía 
2.11 Extinción, Caducidad y Nulidad de las Concesiones y Licencias 
 
 










3. Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras. Decreto N° 1067 
(Publicada en la Gaceta, Diario Oficial Nos. 69 al 72 y 74 de 24-27 y 30 de Marzo de 1965. 
3.1. Objeto de la Ley. 
3.2. De las Concesiones de Exploración y Explotación 
3.3. De la Explotación de Canteras 
3.4. Procedimiento para la cancelación de concesiones  




4. Período de la Revolución Popular Sandinista. 
4.1.  Ley de Nacionalización del Sector Minero y Creación de Condemina 
4.2. Adición a la Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales y del 
Ambiente (IRENA) 
4.3. Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH) 
4.4. Ley de Comercialización, Impuesto y Excedentes Sobre el Oro y la Plata. Decreto – Ley Nº 
637 de 10 de febrero de 1981 
4.5. Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de la Minería (INMINE), Decreto N° 938 de 26 de 
enero de 1982 
4.6. Ley Orgánica de la Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE), Decreto N° 377 de 10 
de junio de 1988 
4.7. Reforma a la Ley Orgánica de la Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE), Decreto 




5. Periodo de 1990 a la fecha 
5.1 Privatización de las Empresas de la Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE),   
Acuerdo Presidencial Nº 98-94, aprobado el 11 de abril de 1994 








5.2 Reestructuración Institucional del Sector Minero. ( Decreto Nº 39-95, aprobado el 20 de 
junio de 1995) 
5.3 Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas (Ley N° 387, aprobada el 26 de 
junio del 2001 y sus Reformas. 




5. Derecho Comparado 
 Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales de 1958 
 Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras de 1965  
 Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas 2001 
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1.- Antecedentes De la Minería en Nicaragua 
 
Durante el siglo XVIII y a comienzos del siglo XIX numerosos exploradores mineros 
recorrieron el territorio nacional en la búsqueda de depósitos minerales, muchos llegaron a 
hacer estudios geológicos locales preliminares, los cuales más tarde los llevaron al 
descubrimiento de varias minas de oro en el territorio nacional. Así en el departamento de 
Zelaya, en 1880 muchas minas fueron explotadas en el distrito de Bonanza, en 1896 fue 
descubierta la mina La Luz de Siuna y en 1906 la mina Rosita. En 1909 fue explotada la 
mina Quisilaba y Topacio. En el departamento de Chontales las minas Santo Domingo y la 
Libertad fueron descubiertas en 1848, en el departamento de León la mina el Limón y la 
India fueron descubiertas en 1940. 
 
En el departamento de Nueva Segovia, las minas del distrito fueron trabajadas desde 1922, 
en el departamento de Matagalpa las minas operaron desde 1920. Posteriormente nuevas 
minas fueron descubiertas y trabajadas (el distrito de Somotillo, cinco Pinos, Achuapa, San 
Juan de Lima y Telpaneca, Murra, etc.). Actualmente estas minas han sido abandonadas. 
 
En el periodo comprendido entre 1980- 1990 INMINE explotó la mina el Limón, La 
Libertad, Santo Domingo, Bonanza, parcialmente Rosita, Siuna y Cerro Dorado, de las 
cuales las últimas tres fueron abandonadas en 1982-1987; INMINE explotó e hizo 
investigaciones mineras y científicas en el Limón, La libertad, Santo Domingo, Bonanza, 
Siuna, Topacio y la India. 
 
En 1990 con el cambio de gobierno desaparece INMINE, las infraestructuras de las minas 
activas del Limón, Bonanza, La libertad, incluyendo las de Siuna, fueron privatizadas. La 
administración de las actividades mineras pasó a la dependencia del MIFIC, donde se 
organizó la Dirección General de Recursos Naturales y dentro de esta la Administración 
Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo). 
 








1.1-  Inicio de explotaciones Mineras en Nicaragua. 
 
El Limón:  
 
El distrito minero del Limón incluye varias vetas de cuarzo con oro localizadas entre cinco 
millas de la población el Limón. La veta el limón y los sistemas de vetas Santa Pancha y 
Panteón han sido las principales vetas productoras del distrito
1
. 
En el área el limón la actividad minera fue iniciada en los primeros años de los 1870s por 
una Compañía Inglesa
2
. Se dice de ellos, que desarrollaron minas subterráneas de poca 
profundidad en las vetas Santa Pancha y San Luís, cercanas al pueblo de Santa Pancha y en 
la Veta Mina de Agua, aproximadamente 22 kilómetros al norte del distrito El Limón. Los 
ingleses abandonaron estas operaciones en 1918 (Gleason, 1977). No hay datos accesibles 
de producción de este trabajo minero viejo. 
La producción en el distrito fue comenzada de nuevo por la Empresa Minera de el 
Septentrión en 1941 hasta 1977 el Septentrión produjo alrededor de 4 millones de toneladas 
de mineral conteniendo 0.42 onzas de oro por tonelada. La mayor parte de esta producción 
fue de vetas dentro del distrito El Limón, también fue explotado mineral de las vetas Mina 
de Agua y Rincón de García. 
Después de la Nacionalización en 1979, las minas de El Limón fueron incluidas en el 
Complejo Minero Francisco Meza Rojas, operadas por CONDEMINA, la división 




 La producción minera histórica en el  área Siuna, fue iniciada por José Aramburu en 1896
3
. 
En el año 1909 la mina fue incorporada en La Luz and Los Angeles Mining Company. Las 
obras mineras fueron destruidas por revolucionarios en 1928 después de la extracción de 
                                                 
1 Reporte Final de los Estudios de Exploración Minera en Nicaragua, Parte B: Complejo Minero Comandante 
Francisco Meza Rojas (EL LIMON) Tomo 1 de 2. ERNEST K. LEHMANN & ASSOCIATES, INC. 
2 Ibis, Reporte Final de los Estudios de Exploración Minera en Nicaragua (no establece el nombre de dicha 
empresa Inglesa). 
3 Reporte Final de los Estudios de Exploración Minera en Nicaragua, Parte E: Siuna ERNEST K. LEHMANN 
& ASSOCIATES, INC. 








523,000 toneladas de mineral con un valor de $ 2, 675,000 US (Roberts & Irving, 1957). 
Ventures Ltd. De Canadá obtuvo la propiedad en 1938 y formo la Luz Mines Ltda. La cual 
opero la propiedad, en ese tiempo llamada la Luz Mine, hasta agosto de 1968 cuando una 
tormenta destruyó la presa que suplía de corriente hidroeléctrica a las obras mineras. Entre 
los años 1938 y 1968 La Luz produjo 17,108,364 toneladas de mineral con un promedio de 
0.118 onzas de oro por tonelada que incluyó 3,535,707 toneladas del tajo abierto con 0.16 
onzas de oro por tonelada minada entre los años 1939 y 1954 (Mackenzie, 1977). En 1973 
las acciones Nicaragüenses de La Luz Mines Ltd. Fueron adquiridas por Rosario Resources 
Corporation de Nueva Cork, lo cual formo Rosario Mining de Nicaragua, Inc., para operar 
las propiedades de la Luz. En 1977 Rosario recomendó la rehabilitación de la planta de 
beneficio y las obras mineras del tajo abierto y la mina subterránea en Siuna. El trabajo fue 
iniciado en 1978. El tajo abierto estaba en operación al tiempo de la Nacionalización en 
1979 a la fecha, nadie ha hecho trabajo de rehabilitación en la mina subterránea. La mina 
Siuna está localizada en la parte noreste de Nicaragua en el Departamento de Zelaya, un 
kilómetro al noroeste de la ciudad Siuna, 150 kilómetros al oeste-suroeste de Puerto 




El distrito de oro Bonanza (anteriormente llamado el distrito pis pis) se encontraban en el 
noreste de Nicaragua en el Departamento de Zelaya, 138 kilómetros al oeste de puerto 
cabezas en la costa del Caribe y 65 kilómetros al sur de la frontera Hondureña. Su latitud 
esta 14 norte y su longitud es de 84°36' oriente. El distrito ocupa un área rectangular de 5 
kilómetros de ancho por 17.5 kilómetros de largo cuyo rumbo es N50°E. Está dividida en 
tres áreas alrededor de los tres mayores grupos de vetas: el grupo bonanza, en el límite 




El oro en el área Bonanza fue descubierto por los buscadores de goma de castilla en 1889. 
En 1901, las minas Lone star fueron abiertas por un explorador californiano y para la 
                                                 
4 Reporte Final de los Estudios de Exploración Minera en Nicaragua, Parte D: Bonanza Tomo 1 de 2  
ERNEST K. LEHMANN & ASSOCIATES, INC. 
 








extracción del oro se reemplazó el método de amalgamación por el método de cianuración. 
En 1928 la minería se paró como resultado de la revolución y no se reanudo sino hasta 
1936. Dos años después la Neptuno Gold Mining Company consolidó las propiedades 
individuales y construyó una planta de cianuración con capacidad para procesar 500 
toneladas de mineral por día. La minería de zinc, plomo, y cobre comenzó en 1968, en el 
área de vesubio y terminó en 1975, las causas no se saben. De 1938 a 1975 Neptune 
produjo 7, 900,000 toneladas de mineral con un promedio de 0.3 onzas de oro por tonelada; 
la producción previa de Neptuno fue estimada a aproximadamente un millón de toneladas 
con un promedio de 0.04 onzas de oro (Stone-house, 1976).  
 
 
1.2.- Aspectos Doctrinales del Derecho Minero. 
 
Se considera importante dar a conocer algunas de las definiciones que distintos autores han 
realizado para explicar que es el Derecho Minero, es decir el ordenamiento jurídico que se 
encarga de regular las relaciones que surgen entre el Estado, los particulares y el uso 
racional de los recursos Minerales, debido a que se considera que los recursos Minerales 
son de gran importancia, por lo que su aprovechamiento trasciende a los intereses de los 
particulares, atribuyéndole un interés colectivo, en vista que por el gran aporte económico 
que se podía de obtener de ellos, podían ayudar en el desarrollo de un País. El Estado al 
permitir a los particulares realizar la explotación de los recursos minerales, surgen derechos 
y obligaciones, así mismo previamente deben existir las condiciones o estipulaciones que 
deben cumplir los concesionarios y el Estado, todo ello es observado por el Derecho 
Minero. 
 
La expresión de Derecho Minero involucra dos conceptos fundamentales: el Derecho y el 
de Minería. Por derecho debe entenderse el conjunto de normas o reglas que rigen la 
actividad humana en la sociedad, cuya inobservancia esta sancionada y la Minería es la 
actividad económica tendiente a extraer y explotar las sustancias minerales. 








En conjunto derecho minero se define como ―el orden jurídico que rige las relaciones 
jurídicas que surgen con motivo de la actividad minera‖5 o ―el conjunto de normas y 
principios que regulan la exploración, adquisición y explotación de las riquezas naturales, 
así como las relaciones entre los titulares de los derechos de las minas y los superficiarios. 
Conceptualmente, es un derecho que rige la propiedad minera, exploración, explotación y 
otros aspectos relativos al aprovechamiento de las sustancias minerales‖6. 
 
Asimismo Derecho Minero son las facultades conferidas sobre los recursos objeto de la ley, 
mediante concesión o autorización administrativa. Son transmisibles
7
. También se entiende 
como derecho minero, aquel que ―estudia todo lo relativo al dominio de las minas; a la 
adquisición, conservación o pérdida del derecho a explotar un yacimiento minero, como los 





El Autor Renán Fuentealba
9
 expresa que ―La Apropiación y transformación de las 
sustancias minerales, para que puedan ser usadas, se realizan después de que han sido 
descubiertas. Sólo entonces entran al comercio humano y se entabla la relación jurídica 
entre el Estado, como representante de la sociedad y los bienes objetos de la utilización. 
Todas estas relaciones entre el Estado y los Recursos Minerales; entre éstos y los 
particulares; y los derechos y deberes recíprocos que se crean entre los sujetos de la 
relación jurídica, requieren de un derecho normativo que recibe el nombre de Derecho 
Minero o Derecho de Minería‖  
 
Explica que el Derecho Minero regula las relaciones jurídicas entre el Estado, los 
particulares y las riquezas naturales. Que los derechos mineros podían ser de dominio, de 
uso o explotación, según de quien sea el titular del derecho de propiedad y que este 
                                                 
5 Velarde, Marta Sylvia. Manual de derecho Minero. Editorial Astrea. Buenos Aires, Argentina. 1986. Pág. 5. 
6 Garrone, José Alberto. Diccionario Jurídico Abeledo Perrot. Editorial Abeledo Perrot. Buenos Aires, 
Argentina. Segunda edición ampliada, 1993. Tomo I, Pág. 818. 
7 Diccionario Jurídico Espasa, op. Cit., Pág. 983. 
8 Novoa, Ernesto Miguel, Novoa, Maria Gabriela. Manual de Derecho Minero. Editorial Abeledo-Perrot, 
Buenos Aires, Argentina. 1998. Pág. 12. 
9 Renan Fuentealba Moena. El Derecho Minero en Costa Rica. San José C. R. Universidad de Costa Rica, 
1977. Pág. 5.  








Derecho no es una del Derecho Privado, sino una rama del Derecho Público en vista que se 
reconoce el Dominio del Estado sobre las riquezas naturales. 
 
En el mismo orden de ideas otros autores han expresado que ―La Explotación de las 
riquezas minerales del suelo ha originado un Derecho especial, destinado a regular 
importantes relaciones privadas y proteger altos intereses públicos: el Derecho Minero, al 
que algunos llaman Derecho de Minería.‖10  
 
1.2.1- Teorías del Dominio Minero. 
 
Estas teorías tratan de explicar a quien pertenecen los  yacimientos minerales y demás 
recursos geológicos, pues unas le atribuyen el dominio al dueño del terreno privado donde 
se encontraban las substancias minerales, o al descubridor de la mina o al Estado como 
persona Jurídico-pública o a la Colectiva. A lo largo de la historia se han desarrollado 
sistemas de dominio de los Recursos Mineras, que a continuación se presentan, mismas que 
han sido justificados y criticados por sus opositores. 
 
 
a.- Sistema Fundiario o Superficial: El autor Isidro de Arcenegui
11
 explica este sistema de 
la siguiente manera ―El Propietario del Suelo lo es también del subsuelo sin limitación 
alguna siendo, consecuentemente, propietario de las minas subyacentes. Se basa en la 
concepción de la extensión del dominio privado y en la figura de la accesión mediante la 
cual el subsuelo –lo accesorio-, sigue el suelo –lo principal-. De esta manera se proclama la 
unidad real de suelo y subsuelo como fundamento de su unidad legal.‖ Este sistema 
establece que al dueño de la superficie –el suelo- es a quién pertenece lo que está debajo de 
ella, -el subsuelo- entiende que la superficie y el subsuelo forman una misma cosa, siendo 
lo principal el suelo, y como los yacimientos de minerales se encontraban bajo la tierra, 
estos minerales le pertenecen al propietario del suelo. 
 
                                                 
10 Izayana José Matamoros Pineda et al. Monografía Tendencias modernas de la Legislación Nicaragüense en 
Materia de Concesiones Mineras 2000 Pág. 9 
11 Isidro E. Arcenegui. El Demanio Minero, Régimen Jurídico Administrativo de las Minas, los Hidrocarburos 
y los Minerales Radiactivos. Editorial Civitas S.A. Madrid 1979, Primera Edición. Pág. 25. 








Entre las críticas que se han formulado en contra de esta teoría, podemos mencionar que se 
ha planteado que las minas son productos de fenómenos naturales, de procesos físicos o 
químicos en que no ha intervenido para nada la mano del hombre, las minas no podían 
equiparse a los productos de la tierra. Representan un gran valor y utilidad muy grandes 
para la sociedad; Por su interés social no podía quedar entregado al capricho del propietario 
que decida si la va explotar o no, y jurídicamente no se podía afirma que lo principal es la 
superficie y lo accesorio es lo que está debajo de ella, lo frecuente es que la mina tenían 




b.- Sistema Liberal: Los yacimientos son minerales considerados res nullios (Cosa de 
Nadie) y, por tanto, del dominio del primero que los descubra y ocupe. Se parte en él del 
principio de que la ocupación fue el originario y primer sistema o modo de adquirir la 
propiedad y, consecuentemente, el único título legitimo de adquirir los recursos 
minerales.
13
 El dominio de las minas es atribuido a su descubridor, sin importar quién es el 
dueño de la propiedad privada o pública en que se encuentre los depósitos de minerales, es 
decir que mientras los yacimientos no han sido descubiertos no le pertenecen a nadie,  ni al 
Estado el dominio sobre estos nace con su descubrimiento, quien primero los descubre y 
ocupa se convierte en dueño, en consecuencia su descubrimiento en algunas ocasiones se 
podía deber al azar y no al trabajo. 
 
―Este sistema está inspirado en las ideas de la ilustración que al tener presente que los 
minerales son bienes ocultos, no aparentes o apreciables a simple vista y cuya existencia se 
ignora son considerados como cosa nullios, sin dueño, pudiendo pertenecer al primer 
ocupante.‖14  
 
c.- Sistema Regalista: Atribuye la propiedad de las minas a la Corona, se basa en el 
dominio señorial, es decir le pertenece el subsuelo con todas sus riquezas, las minas son 
patrimonio del Estado, este derecho es considerado como un derecho real, y siendo el 
Estado su titular, podía gozar, disfrutar y disponer de las minas, por lo cual podía elegir a 
                                                 
12 Op. Cit. Pág. 17. 
13 Op. Cit. Pág. 26. 
14 Alberto José Núñez Bermúdez al et. Monografía Sistemas Concesionario de los Yacimientos Mineros y 
demás Recursos Geológicos de Nicaragua, UCA. 2002. Pág. 20. 








quien le otorgaba la concesión para el aprovechamiento de la Mina, fijando las condiciones 
de su utilización, cediendo y transfiriendo  su dominio. 
En virtud de ese derecho eminente derivado de la soberanía, el Estado reglamenta los 
derechos sobre las riquezas minerales. Su origen se remonta a la Edad Media como 
expresión del derecho de señorío y alcanza su verdadero significado con la afirmación del 
poder real en la organización de los Estados modernos. 
Conforme a esta concepción, el Estado no se desprende a favor en ningún momento de su 
propiedad virtual sobre las minas a favor de los particulares, limitándose a conceder a éstos 
su explotación bajo determinadas condiciones. 
En principio, dentro de este sistema, el Estado no debe explotar las minas, sino conceder 
esta facultad a los particulares, bajo condiciones y reglamentaciones adecuadas, y 
percibiendo participaciones sobre la explotación. 
 
 
d.- Sistema de Libertad de Minas: Se dice que las Minas pertenece a la Colectividad, y 
son administrado por el Estado en beneficio del interés colectivo. El Estado tenía un 
dominio inminente ―… Es una simple expresión de Soberanía y sólo existe para los efectos 
de conceder las minas a los particulares quienes sí podían disponer de ellas como dueños. 
Concedidas las minas subsisten entonces paralelamente sobre ellas el dominio eminente del 
Estado y el dominio efectivo y real de los particulares‖15 El interés colectivo está por 
encima de intereses individuales o particulares, y a quien se encarga de velar por la 
supremacía de los intereses de una comunidad es el Estado. 
 
e.- Sistema de Accesión: Según este sistema la propiedad de las minas corresponde al 
dueño del suelo superficial como una dependencia de éste, en razón de la unidad que existe 
entre el suelo y el subsuelo, ya que no es posible establecer una división precisa entre 
ambos. Además se sostiene que el yacimiento es un elemento accesorio del suelo, que es lo 
principal, por lo que debe seguir su suerte. 
                                                 
15 Renan Fuentealba Moena. El Derecho Minero en Costa Rica. San José C. R. Universidad de Costa Rica, 
1977. Pág. 21 








Vemos en este sistema una manifestación de la propiedad como derecho absoluto, 
expresada en el aforismo: ―Qui dominus soli, dominus est coeli e inferorum‖,  es decir, el 




f.- Sistema de ocupación: Este sistema se basa en que se entrega el dominio de las minas 
al que las descubre y trabaja, con el fin de fundamentar el justo otorgamiento de la 
propiedad minera a aquel que descubre el yacimiento y luego realiza actividad minera con 
el trabajo. Ello no implica entonces el establecimiento de concesión minera alguna ni 





En la actualidad no ha sido adoptado este sistema por ninguna las legislaciones mineras del 
mundo, salvo en casos extraordinarios debido a las sustancias denunciadas que no figuran 
dentro de las disposiciones que regulan las concesiones mineras en cada caso concreto. 
 
f.- Sistema de res nullios: Este sistema considera a las minas como cosas de nadie. El 
dominio de las minas no corresponde al propietario de los suelos como si sucede con el 
sistema de accesión. En consecuencia este sistema no entrega estrictamente la propiedad de 
las minas al estado ni a los particulares, pero vemos que es el estado que adjudicará o 
otorgará el yacimiento minero a favor de quien ofrezca mayores garantías y a la vez una 




Es por ello que, en este sistema, el rol del estado es principalmente de hacer que la 
explotación del yacimiento minero sea tal que beneficie a la actividad económica de la 
industria minera en el país. A diferencia del sistema de ocupación, este régimen requiere un 
procedimiento para otorgar el yacimiento, mientras que aquel implica únicamente el 
reconocimiento por parte del Estado de la propiedad sobre el mismo. 
 
                                                 
16 Curso de Derecho de Minería, Tercera Edición 1998, Samuel Lira Ovalle, Editorial Jurídica de Chile. 
17Derecho Minería y Sociedad. Dirección de informática Académica (DIA), Pontificia Universidad Católica 
del Perú (PUCP) 
18 Derecho Minería y Sociedad. Dirección de informática Académica (DIA), Pontificia Universidad Católica 
del Perú (PUCP) 








Es en Francia, Portugal, Chile, México y Bélgica, que han adoptado este sistema, 
limitándose a determinadas sustancias que se consideran taxativamente como minerales. Es 
necesario señalar que en la actualidad este sistema no ofrece seguridad jurídica por lo que 
está supeditada a contingencias al entregar al estado, a aquel que ofrezca grandes garantías 
para la explotación sin tomar en cuenta a quien tenga mayores derechos. No permite en 
consecuencia corregir los posibles conflictos de propiedad respecto a la propiedad del 
predio superficial. 
 
g.- Nacionalización: Este sistema ―Supone un movimiento en el ámbito minero del sector 
privado al sector público y, además, el paso de la gestión privada a la gestión pública.‖19 
El aprovechamiento y explotación de los Minerales que correspondía a las empresas 
privadas, tanto las maquinarias y equipos para dicha labor, pasan a ser propiedad del 
Estado, y éste es el único que puede realizar trabajos de Minería. Una de las 
consideraciones a favor de la adopción de este sistema, es que al ser aprovechados los 
recursos minerales por empresas privadas, el Estado deja de percibir estas riquezas. 
 
h. Sistema de dominio del estado o dominialista: Este sistema considera que es el Estado 
el titular de las minas que se encuentran en el suelo y en el subsuelo, ejerciendo su 
soberanía sin que signifique propiamente un derecho patrimonial. El sistema de dominio 
del Estado antiguamente denominado de libertad de minas - es aquel que atribuye el 
dominio originario de las minas al Estado, con lo cual participa de las características del 
sistema regalista, pero a diferencia de éste, el dominio del Estado no es un dominio 
completo, sino un dominio eminente, virtual o también llamado radical, es decir, una 
emanación de la soberanía, careciendo el Estado de las facultades de usar y gozar de las 
minas de manera directa. 
 
Por ello el estado tiene toda la facultad de entregar las minas y los minerales que se 
encuentra en su interior en propiedad a los particulares para su explotación, exploración y 
beneficio, con todos los atributos del derecho de propiedad en su favor, sin que la 
propiedad pertenezca o haya pertenecido inicialmente al Estado, a través de la concesión 
                                                 
19 Isidro E. Arcenegui. El Demanio Minero, Régimen Jurídico Administrativo de las Minas, los Hidrocarburos 
y los Minerales Radiactivos. Editorial Civitas S.A. Madrid 1979, Primera Edición, Pág. 27 









La semejanza de este sistema con el sistema regalista es que el Estado posee en ambos 
casos el dominio sobre las minas, siendo más bien la diferencia entre dichos regímenes que 
el sistema dominialista se caracteriza porque el dominio es sólo una expresión de soberanía 
que consiste en los poderes públicos y que el estado no tiene más atributos que el conceder 
la mina a los particulares – o a entidades del propio estado, como a las empresas públicas - 
para que ellos dispongan de ella. En cambio, en el sistema regalista, el derecho que tiene el 
estado sobre las minas es uno de dominio patrimonial, de derecho real, es el propietario 
exclusivo de las minas y tiene incluso la facultad de explotarlas por sí mismo, sin que 
exista ningún permiso o concesión previa. 
 
Se define finalmente al sistema dominialista de minas como el régimen que atribuye al 
estado el dominio de todas las minas, pero sin más atributos que el de entregar a los 
particulares para que ellos dispongan como dueños, bajo las condiciones establecidas por 
ley. En este orden de ideas, por su naturaleza intermedia este sistema se muestra como 
aquel que permitiría un ejercicio más adecuado de los derechos que confiere la concesión 
minera y por ello es el más difundido en el derecho comparado.  
 
1.2.2.- Definición de  Mina. 
Antes de entrar de lleno al tema de la minería definiré  una serie de términos que son de uso 
universal y están relacionados a la minería, con el objetivo de dejar claro los conceptos 
utilizados en la investigación. 
La palabra ―mina‖ se deriva del latín minium, y esta del celta niem, que significa metal en 
bruto. En francés es mine y de ahí la forma francesa miniére, equivalente al latín ―minaría‖. 
En el derecho civil la palabra ―mina‖ significa ―depósito de minerales susceptibles de 
apropiación o de concesiones mineras y minerales que constituyen propiedad, en el 
aspecto administrativo es el conjunto de los requisitos legales necesarios para la 
investigación y para la concesión hasta llegar a la explotación minera‖20. 
Antonio Aguilar García define las minas como ―las sustancia útiles del  reino minero, 
cualquiera que sea su origen y forma de yacimiento, hállense en el interior de la tierra o en 
                                                 
20 Enciclopedia Jurídica Española, op. Cit.; pág. 271. 








la superficie” 21 De estas sustancias minerales extraídas se puede lograr un gran provecho 
económico a través de su explotación
22
. 
También el derecho administrativo la define como todos los ―yacimientos de origen natural 
y demás recursos geológicos existentes en el territorio nacional, mar territorial y 
plataforma continental, cualquiera que sea su origen y estado físico. Todos ellos, son 
bienes de dominio público que el Estado puede aprovechar directamente o ceder a 
terceros‖23. 
 
1.2.3.- Otros Conceptos Relacionados a la Minería: 
 
a.- Autorización: Arcenegui define la autorización como la resolución administrativa que 
tiene el ―efecto principal remover un impedimento legal para el ejercicio de una 
determinada actividad que es propia del sujeto destinatario de aquella. Esta Técnica 
limitadora de derechos puede definirse como acto administrativo constituido discrecional o 
reglado, que supone en principio un aumento de las facultades del particular que la 
obtiene, una vez contrastado su interés con el interés público que la Administración 
tutela.‖24  
En el diccionario de Derecho de Rafael de Pina, define la Autorización como Acto de 
naturaleza judicial, administrativa o simplemente Privado, en virtud del cual una persona 
queda facultada para ejercer determinado cargo o función o para realizar determinado acto 
de la vida civil. 
 
b.- Permiso: En el mismo sentido, Arcenegui define el permiso como ―como un acto 
administrativo constituido que no posee carácter excluyente, suele ser discrecional y 
amplía la esfera de derechos del particular, sin olvidar que supone una actividad de 
                                                 
21 Antonio Aguilar García: Cuestiones de Derecho Civil Español, Ed, Góngora, Madrid, Pág. 19. 
22 En el código de Minería de 1906, no se hace una definición clara de lo que es la minería, establece en el 
artículo 1 de manera directa que el Estado es dueño de todas las minas de oro, plata. cobre, platino, mercurio, 
plomo, zinc, bismuto, antimonio, cobalto, níquel, estaño, arsénico, hierro, cromo, manganeso, molibdeno, 
vanadio, rodio, iridio, tungsteno, y azufre, y de las de salitre, piedras preciosas, carbón, y demás sustancias 
fósiles…. 
23 Diccionario Jurídico Espasa, Editorial Espasa Calpe, S.A. Vía de las Dos Castillas, 33. Complejo Ática-
Edificio 428224 Pozuelo de Alarcón (Madrid). Pág. 982.  
24 Isidro E. Arcenegui. El Demanio Minero, Régimen Jurídico Administrativo de las Minas, los Hidrocarburos 
y los Minerales Radiactivos. Editorial Civitas S.A. Madrid 1979, Primera Edición, Pág. 33. 








policía de la administración la cual comprueba la concurrencia de las circunstancias 
objetivas para su otorgamiento, lo que nos coloca ante una situación similar a las 
autorizaciones, genéricas, ofreciendo dos posibilidades: una, el permiso para explorar, 
que supone un uso especial y no excluyente, se otorga discrecionalmente, aumenta la 
esfera de derechos del particular y manifiesta una actividad de policía de la 
Administración; otra, el permiso para investigar que se separa del anterior 
sustancialmente ya que supone un uso privativo‖25 El permiso es un simple dejar hacer, no 
hacer o decir, que no crea situaciones jurídicas de caracteres permanentes sino más bien 
transitorios. Igualmente Rafael de Pina lo define como Autorización de autoridad 
competente para hacer o decir algo. 
 
c.- Concesión
26: Otro autor, como Renán Fuentealba, define la concesión minera como ―un 
derecho real que nace de un acto administrativo y soberano del Estado, en virtud del cual 
éste otorga a personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, la facultad de 
realizar determinadas actividades sobre las minas de su propiedad con el fin de extraer y 
explotar las sustancias minerales, en ellas, en cualquier punto del territorio nacional, bajo 
los requisitos y condiciones que establezca la ley‖27.  
Algunos autores expresan que existe una diferencia entre los conceptos de concesión, 
licencia y permiso: ―La autorización, licencia y permiso se diferencia de la concesión, en 
que ésta es un acto constitutivo por medio del cual la administración confiere derechos a 
un particular
28
. La autorización se otorga en relación a los Servicios públicos y por medio 
de ella la autoridad administrativa faculta a otra para realizar un acto administrativo, al 
comprobarse que se ha satisfecho todos los requisitos legales para el ejercicio de un 
derecho, en tanto que el permiso alude a levantar una prohibición, la licencia no 
                                                 
25 Ibídem Pág. 35. 
26 El Diccionario de la Lengua Española (n.3), pág., 352 define ―concesión‖, desde el punto de vista técnico-
jurídico, por lo demás muy correctamente así: Otorgamiento gubernativo a favor de particulares o de 
empresas, bien sea para apropiaciones, disfrutes o aprovechamientos privados en el dominio público, según 
acontece en minas, aguas o montes, bien para construir o explotar obras públicas, o bien para ordenar, 
sustentar y aprovechar servicios de la administración General o local. 
27 Renan Fuentealba Moena. El Derecho Minero en Costa Rica. San José C. R. Universidad de Costa Rica, 
1977. Pág. 73. 
28 González Navarro, Derecho Administrativo Español (n.68), 1, pág. 548, al exponer las razones del 
nacimiento de estas relaciones jurídicas, señala que pueden nacer por que surge una relación de poder o por 
que surge una relación de deber, e incluye a la concesión entre los casos en que nace un poder (pág. 549). Del 
mismo modo, García Trevijano  








determina el nacimiento de un nuevo derecho a favor de una persona, sino la eliminación 
de un requisito jurídico, para poder ejercitar un derecho conferido por el propio poder‖29  
Otto Mayer
30
, la define como el acto administrativo por el cual se da poder a un individuo 
sobre una parte de la administración Pública; para Cano Meléndez
31
 ―La Concesión es un 
acto administrativo Público, por medio del cual el Estado, llamado concedente, faculta al 
particular, llamado concesionario, para que administre y explote en su provecho, en forma 
regular y continua, pero por tiempo determinado , bienes del dominio público o servicios 
públicos, en vista de satisfacer un interés colectivo, mediante una ley preconcebida y un 
contrato formulado entre las partes‖.  
Consiste en un acto por medio del cual la Administración otorga a un particular o a una 
empresa, determinado derecho o privilegio para la explotación de un territorio o de una 
fuente de riqueza, la prestación de un servicio o la ejecución de las obras convenidas.
32
 
Contrato por el cual el Gobierno otorga a empresas o a particulares la gestión y la 




d.- Licencia: confiere al interesado el derecho a explorar y de explotar dentro de un área o 
zona determinada, las riquezas naturales expresamente indicadas en la licencia respectiva, 




Otro concepto de Licencia, es la facultad o permiso atribuido a una persona para ejercer 





e.- La Exploración: es el conjunto de trabajos geológicos de campo subterráneos o 
superficiales, necesarios para la localización de un depósito mineral, mediante realización 
                                                 
29 Ibídem Pág. 69 
30 Derecho Administrativo alemán, T.IV, p.149. 
31 Revista del poder judicial del Estado de Guanajuato, ―Estudio Sobre La Concesión Administrativa y su 
definición‖. Pág. 54 
32 Página Web. inmobiliaria.terra.es/ATREA/public/UCAGlosario.jsp 
33 WordReference.com; Diccionario de la Lengua Española. 
34 Artículo 21 de la Ley N° 316 ―Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales‖, aprobada 
el 12 de marzo de 1958 y publicada en La Gaceta N° 83 del 17 de abril de 1958. 
35 deConceptos.com. 








de sondeos, perforaciones, evaluaciones de depósitos o yacimientos minerales. Incluye 
trabajos de gabinete y administrativos. Puede ser semidetallada y al detalle. 
 
f.- La Explotación: es la extracción de sustancias minerales y rocas, industrial o 
artesanalmente con fines comerciales e industriales. Incluye las actividades necesarias para 
la instalación de infraestructuras mineras para extracción y beneficio del mineral. De 
acuerdo a nuestro Derecho Minero, el Estado otorga concesiones de exploración y 
explotación.  
 
g.- Derecho de Extracción o Regalía: Compensación económica que se le paga al Estado 
por la explotación de recursos minerales. 
 
h.- Derechos de Vigencia o Superficiales: Compensación económica que se le confiere al 
Estado por el área otorgada en concesión minera medida en hectáreas.  
 
i.- Beneficio: Conjunto de Procesos empleados para la separación y transformación del 
mineral de interés de la mina mediante la aplicación de métodos físicos-mecánicos y 
químicos. 
 
j.- Yacimientos de Depósitos: Todos los afloramientos o concentraciones naturales de 
rocas de uno o varios minerales. 
 
 Autoridades Administrativas Reguladoras de la Minería. 
La institución del Poder Ejecutivo anteriormente facultada para la aplicación de las 
disposiciones establecidas en las leyes relacionadas a la Minería era el Ministerio de 
Fomento, Industria y Comercio, de conformidad con lo establecido en la Ley 290 ―Ley de 
Organización, Competencia y Procedimiento del Poder Ejecutivo y su Reglamento‖.  
Bajo esta institución estaban las siguientes dependencias: 
 Dirección General de Recursos Naturales del MIFIC (DGRN) 
 Administración Nacional de Recursos Geológicos (ADGEO) 
 








A partir del diez de enero del año 2007, se da un cambio radical a través de la Ley 612 
―Ley de Reforma y Adición a la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo‖, publicada en La Gaceta, Diario Oficial N° 20 del 29 
de enero del año 2007, por medio de la cual en su artículo 4 se adiciona el artículo 29 Bis 
que crea las funciones y atribuciones del MINISTERIO DE ENERGIA Y MINAS. 
 Con esta reforma se estableció que ya no le corresponde al MIFIC velar por la aplicación 
de las disposiciones establecidas en materia de minas, desapareció la DGRN, y ADGEO 
continuo siendo legalmente un ente desconcentrado pero ahora adscrito al Ministerio de 
Energía y Minas.  
No obstante, el Poder Ejecutivo no creó la estructura orgánica del MEM. No existe en el 
Decreto No 25-2006, Reformas y Adiciones al Decreto N° 71-98, Reglamento de la Ley No 
290, Ley de Organización, Competencia y Procedimiento del Poder Ejecutivo, mención 
algún sobre la estructura orgánica del MEM. Este ―vacío‖ le ha permitido al titular del 
MEM, en base al arto 27 del Reglamento de la Ley No 290, crear mediante acuerdo 
ministerial la Dirección General de Minas, fusionando la actividad de ADGEO con esta 
nueva instancia administrativa. La nueva estructura está conformada por la Dirección 
General de Minas con cuatro direcciones especificas: Dirección de Fomento, Desarrollo y 
Promoción Minero, Dirección de Monitoreo, Vigilancia y Control, Dirección de 
Administración y Control de Concesiones, mas el Centro de Investigación Geológica. 
La Dirección General de Minas es la institución encargada de: 
 Administrar el uso y explotación de los recursos naturales del Estado, mediante régimen de 
concesiones, licencias, permisos y autorizaciones. 
 Garantizar el cumplimiento de las normas técnica y regulaciones establecidas por 
MARENA. 
 Garantizar la coordinación con las municipalidades correspondientes. 
 Elaborar las políticas y normas para la administración y uso sostenible de los recursos 
naturales. 
 













2.- Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales, Ley Nº 316 
aprobada el 12 de marzo de 1958. 
En la época colonial la minería en Nicaragua se regía por leyes españolas y leyes indianas. 
En el año de 1821, año de la independencia centroamericana, la minería de esta zona era 
regulada por las ordenanzas de nueva España y estas continuaron vigentes hasta después de 
la emancipación, ya que los independistas querían tomar el poder en sus manos, pero no  
cambiar la estructura institucional y legal existente.   
A partir de la independencia de Centroamérica las minas de la región dejan de estar regidas 
por el principio regalista real, suplantándolo por el regalista histórico de derecho público. 
Nicaragua fue el primer Estado en disgregarse de la federación Centroamericana, en el año 
de 1838 se constituye la primera constitución del estado libre de Nicaragua, sin embargo en 
dicha constitución no hace énfasis a nada relacionado con las riquezas naturales. 
El 11 de febrero de 1876 entró en vigencia el primer Código de Minería. Con ésta norma 
jurídica se inició de manera más coherente la regulación de la minería en nuestro país, y se 
implantó el principio regalista al establecer en el arto. 4 del mismo  que ―la propiedad de 
las sustancias metálicas, combustibles, salinas y las piedras preciosas corresponden 
exclusivamente al Estado‖36 
El arto 71 de la Constitución de 1905
37
 se hizo referencia por primera vez al ―Código de 
Minas‖. El 1 de abril de 1906 entró en vigencia el segundo Código de Minería que se 
mantuvo vigente en el periodo comprendido de 1906 a 1965. 
El arto 1 de este segundo Código de Minería estableció que ―el Estado es dueño de todas las 
minas de oro, plata. cobre, platino, mercurio, plomo, zinc, bismuto, antimonio, cobalto, 
níquel, estaño, arsénico, hierro, cromo, manganeso, molibdeno, vanadio, rodio, iridio, 
tugsteno, y azufre, y de las de salitre, piedras preciosas, carbón, y demás sustancias fósiles, 
                                                 
36 Código de Minería de la República de Nicaragua, segunda edición oficial, Managua 1891. 
37 Constitución Política de Nicaragua de 1905. 








no obstante el dominio de las corporaciones y de los particulares sobre la superficie de la 
tierra en cuyas entrañas estuvieren situadas”.38 
 
 En el arto 270 de la Constitución de 1939, se estableció que ―Las tierras, bosques, aguas, y 
en general, todas las fuentes naturales, pertenecen al Estado, salvo los derechos 
legalmente adquiridos. La ley fijará las condiciones de su utilización por el Estado, o de su 
concesión en propiedad o por cualquier otro título a los particulares”39. De igual manera, 
el arto 271 estableció que ―La riqueza del subsuelo pertenece al Estado. La concesión de su 
explotación a los particulares sólo podrá hacerse sobre la base de participación en los 
beneficios. Se exceptúan las piedras de construcción o de adorno, puzolanas, arenas, 
pizarras, arcillas, cales, y demás sustancias que generalmente sirven para la 
construcción‖40. 
De esta manera, el principio regalista que estaba incorporado en el primero y segundo 
Código de Minería, fue elevado a rango constitucional en el año 1939. En el año 1958 entró 
en vigencia la Ley Nº 316, Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales, 
aprobada el 12 de marzo de 1958 y publicada en La Gaceta Nº 83 del 17 de abril de 1958, 
derogando varios artículos del Código de Minería de 1906 (artos 1 al 5, el 8, del 10 al 14, 
del 19 al 44, 47, 48, 62 a 64, del 134 al 139, 213, 214, 225 y 226) 
 
2.1.- Objeto de la Ley. 
 
La Ley General Sobre Explotación de nuestras Riquezas Naturales tenía por objeto 
establecer las condiciones básicas que regirían las explotaciones de las riquezas naturales 
del Estado,  tomando como fundamento el arto 88 de la Constitución Política de la 
República de Nicaragua, del año 1950, que estableció: ―Una ley de carácter general fijará 
las condiciones básicas en que puede el Estado otorgar concesiones sobre la explotación de 
las riquezas naturales‖41. El arto 5 de la Constitución de 1950 también definió el concepto 
                                                 
38 Código de Minería (con sus reformas), aprobado el 17 de febrero de 1906, Publicado en La Gaceta Diario 
Oficial Nos. 2915 al 2931 del 16 de Mayo al 4 de Junio de 1906. 
39 Constitución Política, Asamblea Nacional Constituyente, Aprobada el 22 de marzo de 1939, publicada en     
La Gaceta Nº 68, del 23 de marzo de 1939. 
40 Ibídem, arto 271. 
41 CONSTITUCIÓN POLÍTICA, Aprobado 01 de Noviembre de 1950, Publicado en La Gaceta No. 235 del 
06 de Noviembre de 1950, arto. 88. 








de ―subsuelo‖. El arto 2 de la Ley General Sobre Explotación de nuestras Riquezas 
Naturales definió como riquezas naturales ―todo elemento o factor económico que ofrezca 
la naturaleza y que sea capaz de ser utilizado por el trabajo del hombre‖. 
Esta Ley consideraba que pertenecían al Estado todas las riquezas naturales comprendidas 
dentro de los límites del territorio nacional, las riquezas naturales del suelo y del subsuelo, 
las de los bosques y las que constituyen la fauna y la flora acuática, así mismo no se 
consideraban disponibles las riquezas naturales que se encontraren en zonas que por 
razones de interés público exceptuare el Estado en forma permanente o transitoria del 
régimen establecido por dicha Ley.  
Estas riquezas naturales se dividían en dos grandes grupos: recursos renovables y no 
renovables. Los primeros se producen en forma natural como son los bosques, la fauna y 
flora acuática y en general toda manifestación orgánica cuya explotación requiere métodos 
y atención especial, a efecto de mantener en forma constante su valor económico: Los 
segundos no pueden ser objeto de reposición en su estado natural, como son los minerales, 
hidrocarburos y demás substancias del suelo y del subsuelo, cuya explotación tiene por 
finalidad la extracción y utilización exhaustiva de tal riqueza.  
Asimismo se declaró de utilidad pública la explotación racional de las riquezas naturales 
del Estado. Se entendía por explotación racional: en las riquezas renovables, donde se 
asegurara la conservación indefinida de la riqueza y en las no renovables, las que se 
realizaran de forma tal que asegure la optima explotación de la riqueza, evitando daños y 
perdidas injustificadas de dichos recursos. Las riquezas naturales no podían ser objetos de 
venta o arrendamiento por parte del Estado. 
 
2.2.- Tipos de autorizaciones y Registros para Explotar Riquezas Naturales. 
 
Se estableció que para explotar riquezas naturales del Estado, se debía contar con permisos 
de reconocimientos, licencias y concesiones. Además, se instauró que el Estado podía por 
sí mismo, directa o indirectamente, ejercer todas las actividades de exploración y de 
explotación de las riquezas naturales. Sin embargo, la iniciativa estatal debía ceder este tipo 
de actividades a los particulares en vez de sustituirlos.  
                                                                                                                                                    
 
 








Estas Licencias y Concesiones se otorgaban solamente cuando las riquezas naturales del 
Estado estuvieran disponibles, es decir, que estas áreas debían estar ubicadas fuera de las 
que ya hubieran sido otorgadas en concesión vigente. El Estado se reservaba el derecho de 
señalar las áreas que no podían ser otorgadas en concesión.  
Debo mencionar que aunque la Ley exige que para otorgar las licencias y concesiones el 
solicitante debía demostrar, que poseyera la capacidad técnica y financiera suficiente para 
iniciar y concluir los trabajos correspondientes, esta valoración quedaba a consideración de 
la Dirección General de Recursos Naturales
42
 y tampoco se establecía claramente cuáles 
eran los criterios para definir si el solicitante tenía o no esa capacidad. 
Para la investigación de la existencia de riquezas naturales que estuvieren disponibles
43
, se 
instituyó que no se requeriría permiso especial por parte del Estado y tampoco sería causa 
de impuesto o contribución alguna, pero en el caso que estas investigaciones causasen 
algún daño o perjuicio al Estado o particulares, el investigador asumirá dicha 
responsabilidad. 
Se constituyó que los particulares necesitarían de un permiso de reconocimiento,
44
 así 
como los extranjeros no residentes en el país o sus agentes, toda persona nicaragüense que 
desee efectuar reconocimiento de determinadas riquezas naturales en terrenos que ya hayan 
sido otorgados en concesión anteriormente y también toda persona nicaragüense o 
extranjera que deseara hacer investigaciones en terrenos de propiedad particular. 
También se instauró que con la Licencia de explotación el beneficiario tenía el derecho a 
explorar y explotar dentro de un área o zona determinada por un tiempo determinado. Estas 
licencias no otorgaban derecho de exclusividad sobre la riqueza natural o sobre el área o 
zona  en la cual se realizaría la exploración o explotación. Varias personas podían tener 
paralelamente distintas licencias sobre la misma zona o área, pero debía de tratarse de 
explotación de diferentes riquezas naturales.
45
 Correspondía al Poder Ejecutivo otorgar 
dichas licencias. 
                                                 
42 Ley 316, Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales, Artículo 15. 
43Ibídem, art. 6: Se consideran disponibles las riquezas naturales que estuvieren ubicadas fuera de las áreas territoriales 
correspondientes a concesiones vigentes y las que concretamente señalen las leyes…  
44Óp. cit, arto. 19. El permiso de reconocimiento solo faculta para realizar las investigaciones preliminares necesarias para 
el mejor conocimiento de la existencia de las riquezas naturales, este no da derecho de exclusividad de ninguna clase  
45 En el código de Minería de 1906, cualquiera podía catar y cavar en tierras de cualquier dominio para buscar 
minas, sin necesidad de una autorización, siempre que dichos terrenos no fueran cerrados o dedicados al 
cultivo; en el caso de la Licencia ésta únicamente se otorgaba cuando era en terrenos cultivados, para lo que 
era necesario una Licencia del Dueño o del administrador, en el caso de la negativa a otorgarla de los antes 








Con esta Ley No 316 se estableció dos tipos de concesiones: concesiones de exploración  
y concesiones de explotación.   
En el caso de las concesiones de exploración se otorgaba por un período no mayor de tres 
años que podía ser prorrogado por otro igual, siempre que el concesionario lo hubiere 
solicitado dentro de la vigencia de su concesión. El concesionario gozaba del derecho de 
exclusividad dentro del área demarcada, y con derecho a explotar la existencia de las 
riquezas naturales a descubrir, y el derecho inherente y preferente de obtener una concesión 
de explotación. Asimismo el concesionario de exploración podía valerse de todos los 
medios técnicos o científicos y ejecutar actos, obras y trabajos que fueren necesarios o 
convenientes para determinar la existencia de las riquezas naturales y la posibilidad de su 
continua explotación.  
Sin embargo, en esta Ley se implantó que cada concesión debía comprender una sola área, 
sin solución de continuidad, la cual tendría la forma de un cuadrilátero
46
 o en los casos en 
que fuere complejo deberá trazarse en la forma más aproximada a la de un cuadrilátero, 
aunque no se establecía la unidad de medida de las áreas a otorgar en concesión. Se sobre 
entendía que la medida era en hectáreas, ya que en su articulado mencionaba que los 
concesionarios pagarían por cada hectárea o fracción de hectárea otorgada en concesión. 
47
 
En el caso de las concesiones de explotación, se otorgaba al concesionario el derecho 
exclusivo de extraer, aislar, almacenar, transportar, vender y exportar las riquezas naturales 
indicadas expresamente dentro de su concesión y encontradas en dicha área. Igualmente 
señalaba que además se podían otorgar concesiones de explotación sin necesidad que 
hubiera habido previamente concesión de exploración. El interesado simplemente debía 
                                                                                                                                                    
mencionados, se podía solicitar esta autorización ante el juez de distrito del lugar quien podía otorgarla o 
denegarla, sin ulterior recurso, previa audiencia de los interesados. Sin embargo el Licenciatario debía 
cumplir con una serie de obligaciones si se le otorgaba la Licencia, tales como: la  duración de la 
investigación no fuera mayor de 60 días, que rindiera previamente fianza, si lo exigiere el dueño del terreno 
para responder por la indemnización por cualquier daño causado, etc. Artos. 20, 21… 
 
46 Ley Nº  316 ―Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales‖, arto. 32 Cada concesión deberá 
comprender una sola área, sin solución de continuidad, la cual tendrá la forma de un cuadrilátero de una latitud no menor 
que el tercio de su longitud con sus lados orientados de Norte a Sur y de Este a Oeste… 
 
47 En el Código de Minería de 1876, se estableció que el área otorgada en concesión debía ser un sólido de 
base rectangular, de profundidad vertical indefinida, con una extensión de 200 varas castellanas de longitud, 
medidas horizontales sobre el hilo, dirección o rumbo del criadero y una latitud relativa a su echado, recuesto 
o inclinación, conforme lo establecía la escala de este código; de manera más exacta el Código de Minería de 
1906, establecía que la concesión era un sólido de base rectangular y de profundidad indefinida dentro de los 
planos verticales que lo limitan y que comprendería la extensión de cinco hectáreas superficiales como 
máximo y de una hectárea como mínimo, siempre manteniendo la misma forma. 








demostrar ante la Dirección General de Riquezas Naturales (DGRN) que en dicha área 
existían suficientes indicios de la presencia de substancias que serían objeto de la 
explotación directa.  
El Estado era el dueño de todas las riquezas naturales. El titular de una concesión de 
explotación era el propietario de todas las riquezas naturales que pudiera extraer durante el 
periodo de vigencia de la concesión, e inclusive sería el propietario de las riquezas aun seis 
meses después de vencida la concesión
48
. 
En el derogado Código de Minería de 1876, también se instauraba que la propiedad de las 
sustancias, cuya explotación constituye el objeto principal de la minería, le correspondía 
exclusivamente al Estado, dicha actividad sólo se podía realizar en virtud de una concesión 
o adjudicación hecha por autoridad competente. Se definía la concesión cómo la 
adjudicación formal de una mina, eran por tiempo ilimitado  y transferían al concesionario 
el dominio de la mina adjudicada, quien podía disponer libremente de ella y de los frutos, 
sin embargo una característica muy importante de este código era que no se podía dar una 
concesión de mina sin que primero se hubiera descubierto el venero y el metal que el 




 Igualmente en el derogado Código de Minería de 1906 se establecía que el estado era 
dueño de todas las minas de oro, plata, cobre…, sin embargo este código concedía la 
perpetuidad  de las minas a los particulares, bajo la condición de un pago anual por cada 
hectárea de extensión superficial que comprendan, este derecho solo se perdía por la falta 
de cumplimiento de la condición antes mencionada, igualmente establecía que el 
concesionario de Mina era dueño exclusivo, dentro de los límites de su pertenencia y en 




Las Licencias de explotación y las concesiones de exploración y explotación se 
otorgaban por tiempo determinado. Los beneficiarios de licencias y concesiones, solo 
                                                 
48 El artículo 7 del Código de Minería de la república de Nicaragua de 1876, establecía que ―Toda Concesión 
hecha de conformidad con las disposiciones de éste código, se entiende de serlo por tiempo ilimitado y 
transfiere al concesionario el dominio de la mina adjudicada; quien puede desde entonces disponer libremente 
de ella y de sus frutos, por los mismos medios que los demás bienes de su clase…‖.  
49 Código de Minería de la República de Nicaragua de 1876, segunda edición oficial, Managua 1891, 
Artículos 4, 7 y 12. 
50 Código de Minería de Nicaragua de 1906, articulo 87. 








podían explotar en las áreas señaladas, lo que se haya establecido en su concesión o 
licencia. No se daban dos concesiones concernientes a una misma riqueza natural, sin 
embargo podían otorgarse dos o más concesiones en una misma área, siempre que se tratara 
de distintas riquezas naturales y que esto no implicara procesos que fueran incompatibles 
de exploración o explotación. 
 
Es importante señalar que el término de duración de una concesión de exploración era de 
tres años. Sin embargo el concesionario podía prorrogar la vigencia de esta concesión por 
otro período igual siempre que lo solicitare dentro de la vigencia del primer periodo, y que 
dicho concesionario no estuviera en mora con el Estado, es decir, que hubiera pagado todos 
los impuestos y todo lo relacionado a su concesión. Igualmente, en los caso en que 
habiendo cumplido con el periodo de exploración, no hubiera logrado los resultados 
necesarios para continuar con una concesión de explotación, dicho concesionario podía 
también en esos casos conseguir una nueva concesión sobre la misma área y la misma 
substancia. 
El encargado de resolver sobre la solicitud de prórroga era el Ministerio de Economía, 
quien resolvía antes que terminara la duración de la concesión. Este nuevo plazo empezaba 
a correr desde el vencimiento de la primera. 
Esta Ley exceptuaba a una serie de personas para  adquirir cualquier licencia o concesión,  
con el fin de que evitar influencias políticas a la hora de obtener alguna licencia o 
concesión. El artículo 16 de la Ley antes mencionada estableció. ―No podrán directa, ni 
indirectamente, ni por interpósita persona, adquirir o poseer las licencias y concesiones 
objetos de esta ley: Los gobiernos o estados extranjeros, quienes se encontraren en mora 
con el fisco, los que hubieren recaudado o administrado fondos públicos, mientras no 
hayan finiquitado sus cuentas, el Presidente de la República, los ministros y vice-ministros 
de estados, diputados y senadores del congreso nacional…”.  Estas disposiciones se vienen 
aplicando desde que surgió el primer Código de Minería de 1876, en el que quedaba 
claramente establecida la prohibición para adquirir y trabajar minas a: Eclesiásticos 
regulares, Prefectos, Jueces de Primera Instancia, Gobernadores Militares, Magistrados de 








la CSJ, Ingenieros de Minas que trabajaban para el Gobierno y los Escribanos de Minas
51
 e 
igualmente en el también derogado Código de Minería de 1906, se prohibía adquirir minas 





Las concesiones debían inscribirse en el Registro Central de Concesiones de Riquezas 
Naturales y en el Registro Público de la Propiedad correspondiente. Las Licencias se 
inscribían en el Registro Central de Riquezas Naturales y en un libro en el que se anotaban 
los títulos de licencias de explotación y cualquier otro acto relacionado a estas. 
 
2.3.- Diferencia entre Permiso de Reconocimiento, Licencia, Concesión de 
Exploración y Explotación. 
 
Existe una gran diferencia entre permiso de reconocimiento, licencia de explotación, 
concesión de exploración y explotación.  
A diferencia de todas las otras autorizaciones que se otorgaban, el permiso de 
reconocimiento era utilizado para realizar investigaciones preliminares, necesarias para el 
mejor conocimiento de la existencia de riquezas naturales. El mismo no generaba impuesto 
o contribución alguna a favor del Estado. El poseedor de un permiso no podía realizar 
trabajos o actos que la Ley establecía que únicamente lo podía realizar el titular de una 
licencia o de una concesión. 
Estos permisos tampoco concedían derecho de exclusividad de ninguna clase. No podía ser 
transferido a tercero, tenía una duración no mayor de dos años, el que podía ser revocado 
en cualquier momento, si se comprobaba que no habían hecho uso adecuado del mismo. 
Este permiso podía ser cancelado en cualquier momento cuando esa área fuera otorgada en 
concesión de exploración o explotación, relacionada a la misma substancia del permiso o 
con otras con las que fuera incompatible. 
                                                 
51 Código de Minería de la República de Nicaragua de 1876,  Segunda edición oficial, Managua 1891, 
Artículo 25. 
52 Código de Minería de la República de Nicaragua de 1906, Articulo 31. 








Es decir este permiso era un acto que  establecía una amplia libertad de obrar en 
condiciones determinadas, era un titulo necesario que otorgada la administración, y como 
podemos observar no generaba derecho alguno y conllevaba muchas prohibiciones. 
 
La Licencia concedía al beneficiario el derecho de explorar y explotar determinada área, 
sin permitir derecho de exclusividad sobre la riqueza natural, el área o zona donde debía 
llevarse a cabo la exploración o explotación, permitiendo que otras personas obtuvieran 
licencias sobre la misma zona o área e inclusive sobre la misma riqueza natural, cómo 
podemos observar con el permiso solo se podía realizar investigaciones, es decir verificar el 
tipo de mineral que existía en determinada área, ya con la Licencia al igual que con el 
permiso el licenciatario tampoco tenía derecho de exclusividad, pero sin embargo podía 
explorar y explotar determinada área. 
 
Las concesiones de exploración conferían al beneficiado por un tiempo determinado el 
derecho de explorar, y con carácter exclusivo dentro de un área delimitada, la posible 
existencia y utilización económica de las riquezas naturales establecidas en su concesión. 
Las concesiones de explotación concedía al concesionario con carácter exclusivo, el 
derecho de extraer, aislar, almacenar, transportar, vender y exportar las riquezas naturales 
indicadas expresamente en su concesión y encontradas dentro de la circunscripción 
correspondiente
53
. Esto era muy diferente a lo establecido en el derogado Código de 
Minería de 1906, ya que en su artículo 87 establecía que “El concesionario de mina es 
dueño exclusivo, dentro de los límites de su pertenencia y en toda la profundidad, de todas 
las sustancias minerales que existieren o se encontraren en ella”. 
  
Las licencias de explotación no otorgaban el derecho de exclusividad sobre determinada 
área, o substancia para la cual se le haya otorgado dicha licencia, es decir, podían ser 
otorgadas otras licencias en las mismas áreas y para el mismo tipo de explotación. En 
cambio, las concesiones tanto la de exploración como la de explotación le otorgaban al 
beneficiario el derecho de explorar o explotar con carácter exclusivo las áreas que les 
fueron otorgadas, es decir no se darán concesiones del mismo tipo a otros interesados. 
                                                 
53 Arto. 34 Ley Nº 316. Ley general Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales. 








Los permisos de reconocimiento los autorizaba la Dirección General de Riquezas 
Naturales (DGRN). Las Licencias se otorgaban por Acuerdos Ejecutivos los que eran 
publicados en La Gaceta, Diario Oficial, en forma de extracto por una sola vez. Las 
Concesiones se autorizan por medio de Decretos Ejecutivos, publicándose en La Gaceta 
por tres veces consecutivas, a cuenta del concesionario. 
En los casos en que un concesionario poseedor de una concesión de exploración, solicitara 
la de explotación y esta le era otorgada, no estaba obligado al trámite de publicación en ―La 
Gaceta‖, en virtud del derecho inherente y preferente.54  
 
2.4.- Funciones y Procedimientos Administrativos. 
 
El órgano encargado de administrar y aplicar esta Ley era el Ministerio de Economía, quien 
también era el encargado de conocer de todas las solicitudes. La Dirección General de 
Riquezas Naturales (DGRN), adscrita al Ministerio de Economía, era la dependencia 
administrativa encargada de dar trámite a todas las solicitudes, así como la inspección y 
vigilancia de todo lo relacionado a las riquezas naturales. 
Sin embargo, las atribuciones otorgadas a la DGRN, no la hacían superior al titular del 
Ministerio de Economía, quien no solamente era el superior en rango jerárquico sino 
también estaba facultado de disponer o ejecutar actos relacionados al otorgamiento de 
Licencias y Concesiones para la explotación de riquezas naturales. 
En el Código de Minería de 1876, quienes estaban autorizados para conocer de las 
solicitudes de Minas, eran la Autoridad Departamental, el Escribano o Secretario de Minas 
o en algunos casos especiales el Inspector de Minas del distrito Mineral, quienes debían 
darle el siguiente curso, a la presentación de dicha solicitud debían poner una nota al 
margen en el que se expresara en letras la hora, día, mes y año en que fue presentada, para 
otorgar el derecho de prelación al solicitante. En cambio en el Código de Minería de 1906, 
se establecía  que dicha solicitud se debía realizar ante Juez Competente, dicho juez al igual 
que en el anterior código debía poner constancia con determinación de hora, anotarlo en un 
registro numerado y daba recibo al interesado, así como registrar la manifestación y 
                                                 
54 Ley Nº 316 ―Ley General Sobre Explotación de nuestras Riquezas Naturales, Arto 31 El titular de una 
concesión de exploración tiene el derecho inherente y preferente de obtener dentro de la misma zona de 
concesión y en cualquier tiempo durante la vigencia de la misma, una concesión de explotación de la riqueza 
natural objeto de la exploración... 








publicar su registro, dicho registro era la transcripción íntegra o pedimento de su proveído, 
esto se realizaba en los juzgados de distrito. El título definitivo de propiedad de la mina se 
constituía en el plazo de un año contado desde la fecha en se registró la solicitud. 
2.5.- Procedimientos Para Obtener Permiso de reconocimiento, Licencia de 
Explotación y Concesión de exploración o de Explotación. 
 
Todas las solicitudes para explotar o explorar riquezas naturales, o para cualquier otro 
derecho relacionada al uso de las riquezas naturales, se presentaba por escrito y en 
duplicado ante la Dirección General de Riquezas Naturales (DGRN), por el interesado o 
por un representante. Todo trámite que se realizara para la obtención de algunos de estos 
permisos era registrado en los libros que llevaba dicha institución. Un original de la 
solicitud quedaba en el archivo de la DGRN y la copia en manos del interesado, como 
constancia de la presentación de dicha solicitud. 
En los permisos de reconocimientos el interesado debía presentar los datos generales de 
ley del solicitante. Si la solicitud era suscrita por dos o más interesados, debía designar un 
representante para ambos. Señalar las substancias que iban a explotar y las zonas que a 
cubrir. Este permiso en caso que fuere otorgado al solicitante, no lo podrá transferir a otra 
persona. Su duración no será mayor de dos años y la DGRN tenía la facultad de invalidar 
dicho permiso en cualquier momento, cuando se comprobaba que dicho beneficiario no ha 
hecho uso correcto del mismo. 
En el caso de las Licencias de explotación y las Concesiones de exploración y 
explotación, se estableció que el solicitante presentara una solicitud, donde al igual que en 
el permiso de reconocimiento, señalara si lo hacía en nombre propio o en representación de 
otras personas. Si la solicitud era hecha por una sociedad, se debía expresar el nombre y 
apellidos del Gerente, el nombre de la sociedad y su domicilio, señalar las substancias que 
pretendía explorar o explotar, su extensión, linderos y localización, afirmación clara que él 
o los solicitantes se someterán a la jurisdicción administrativa y judiciales que indicaba la 
Ley No 316, y señalar dirección conocida en la ciudad de Managua para oír notificaciones. 
A lo antes señalado el concesionario también anexaba una serie de documentos para 
complementar su solicitud, tales como: en los casos en que fuere una sociedad el testimonio 
de la escritura social y copia simple de la misma, así como copia de los estatutos; si actuaba 








en representación de otra persona, debía presentar el poder donde se le otorga esta facultad, 
documentos que demostraran que disponía de las capacidades técnicas y económicas para 
ser acreedor de dicha concesión, un mapa en donde señalaba la ubicación de la zona que 
pretende explotar, una descripción general de los trabajos de exploración o explotación, que 
pretenda realizar durante la vigencia de la concesión que estaba solicitando. 
Es importante hacer mención que antes de calificar como aceptable una solicitud de 
concesión, la Dirección General de Riquezas Naturales (DGRN), debía verificar si el 
solicitante tiene la capacidad civil, lo mismo que si poseía la capacidad técnica y financiera 
necesaria para realizar los trabajos propios de la licencia o concesión, según la naturaleza 
de la misma y el área a que se refieren. Debía definir, según fuera el caso, si la solicitud 
comprendía riquezas naturales que podían ser incluidas en una misma licencia o concesión, 
también debía comprobar si el área solicitada estaba disponible de conformidad con esta 




También se estableció que cuando existían dos o más solicitudes de concesión minera de la 
misma clase, es decir, donde se pretendieran explotar riquezas de la misma naturaleza o 
sobre la misma área, se otorgaba el derecho de preferencia a quien hubiera presentado 
primero la solicitud. Asimismo brindaba la oportunidad de que estos solicitantes se 
pusieran de acuerdo para evitar conflictos con dichas solicitudes
56
. 
En los casos en que hayan dos solicitudes de la misma o diferente clase, en la misma área, 
pero sobre diferentes riquezas naturales y que los procesos a realizar, de exploración y 
explotación, fueran incompatibles, se aplicaba como en el caso anterior el derecho de 
preferencia. Si estas solicitudes se presentaban el mismo día y hora se elegía la que 
                                                 
55 En cambio en el código de Minería de 1906, se debía descubrir lo que se quería explotar, luego se ponía en 
conocimiento ante un juez competente, se aclaraba si era en cerro virgen o en cerro conocido (Virgen cuando 
no se hubiera registrado otra mina dentro del radio de cuatro kilómetros y en conocido cuando hubiera otra 
mina dentro de ese mismo radio de cuatro kilómetros), a la extensión del área que podía ser otorgada en 
concesión se le llamaba pertenencia, la que estaba definida como una base de profundidad indefinida dentro 
de los planes verticales que lo limitan, con una extensión de cinco hectáreas superficiales como máximo y de 
una hectárea como mínimo, esto se realizaba ante un juzgado de distrito, quien debía registrar la 
manifestación y publicar su registro, el titulo definido de propiedad de la mina se constituía  un año después 
de haberse registrado ante el juez, artículos 37, 38, 39……. 
 
56 Ley Nº 316, óp. cit., Arto. 54 establece: ―… la Dirección General de Riquezas Naturales citará a los 
solicitantes para procurar un acuerdo entre ellos a fin de evitar el conflicto planteado por sus solicitudes. Si no 
hubiere arreglo, el Ministerio de Economía resolverá el caso de acuerdo con los resultados finales del 
procedimiento de licitación a que se refiere el arto 69 de esta Ley. 








aportaba mejores beneficios al Estado. Sólo en los casos en que existían diferentes 
solicitudes en la misma área y misma riqueza natural, tendría privilegio la solicitud de 
explotación sobre  la de exploración. 
Antes de otorgar las concesiones, la DGRN publicaba las solicitudes de concesiones en La 
Gaceta, Diario Oficial, tres veces a cuenta del solicitante. Asimismo, antes de la segunda 
publicación en La Gaceta, se publicaba en un diario de la ciudad capital y en los diarios de 
las cabeceras departamentales donde estaban ubicadas las áreas a otorgar en concesión. En 
los casos en que no hubiera periódicos se publicaba en la tabla de aviso en le Jefatura 
Política. Cuando se trataba de solicitudes de licencias estas se publicaban una sola vez en 
La Gaceta, Diario Oficial. 
Sin embargo, no se mandaba a publicar en La Gaceta, las solicitudes de explotación en 
virtud de derecho inherente y preferente que establecía el arto 31 de la Ley No 316
57
. Lo 
antes mencionado se hacía con el objetivo de dar a conocer públicamente dichas solicitudes 
y en los casos en que alguien fuera perjudicado podía hacer uso de su derecho antes que 
fuera otorgada esta licencia o concesión. Esta persona podía oponerse en un término de 60 
días contados desde la primera publicación en La Gaceta. 
Si se presentaban oposiciones a dichas solicitudes, se daban a conocer al solicitante, para 
que en el término de quince días contestara lo que tuviera a bien, luego de este término con 
contestación o no del solicitante y si era necesario la DGRN abría a pruebas el proceso 
administrativo por un periodo no mayor de noventas días. Si no era necesario prueba 
alguna, estas diligencias eran enviadas al Ministerio de Economía, junto al dictamen 
proporcionado por la DGRN, para que el ministro o titular de la cartera resolviera en un 
período no mayor de quince días. 
Cuando surgían conflictos por el derecho de preferencia, o por otro conexo, el Ministro de 
Economía resolvía, Si se trataba el conflicto de un derecho de dominio u otro derecho real, 
preexistente a la solicitud, el Ministro declaraba su incompetencia y trasladaba las 
diligencias a la autoridad judicial correspondiente. 
El Poder Ejecutivo otorgaba o denegaba las concesiones por decretos. La DGRN notificaba 
al interesado la forma en que le fue otorgada su solicitud de concesión y éste tenía treinta 
                                                 
57 Ley Nº 316, óp. cit., Arto. 31 instituye: ―El titular de una concesión de exploración tiene el derecho 
inherente y preferente de obtener dentro de la misma zona de concesión, y en cualquier tiempo durante la 
vigencia de la misma, una concesión de explotación de la riqueza natural objeto de la exploración…‖ 








días para notificar su aceptación. Cuando el solicitante aceptaba la concesión el Ministerio 
de Economía le libraba certificación del Decreto Ejecutivo a través del cual le fue otorgada 
la concesión, y de su aceptación. Si el solicitante no aceptaba el otorgamiento de una 
concesión en el plazo señalado (30 días), la DGRN por medio de un auto daba por 
concluido dicho trámite y archivara las diligencias. 
En el caso de la solicitud de licencias, al igual que la solicitud de concesiones, se debía 
cumplir con una serie de requisitos establecidos en el arto. 52 de la Ley No 316. Si el 
solicitante había cumplido con los requisitos, y no se presentaba oposición de terceros, o se 
hubiera resuelto de manera favorable algún conflicto por medio de resolución o sentencia 
firme, el director de la DGRN elevaba un dictamen ante el ministro de Economía, quien era 
el encargado de rechazar u otorgar dicha licencia La DGRN notificaba al interesado la 
forma en que se le había concedido dicha licencia y éste tenía un plazo de 10 días para 
aceptarla, un plazo menor que en las concesiones. Las certificaciones Ministeriales que se 
entregaban constituían los títulos de dichas concesiones. 
 
2.6.- De la Expropiación o la Ocupación de Terrenos de Propiedad Particular. 
 
La Ley No N° 316 o Ley general permitía la expropiación a favor del Estado, sobre 
terrenos particulares o municipales, a solicitud del concesionario. El concesionario 
solamente debía demostrar que la constitución de una servidumbre no era suficiente para 
cumplir con las necesidades de su concesión, y que estos terrenos eran indispensables para 
hacer las instalaciones, oficinas o cualquier otro uso en beneficio de la concesión. El 
concesionario gestionaba o negociaba directamente con el dueño de la propiedad. 
Si el concesionario no llegaba a ningún entendimiento con el propietario del terreno que se 
pretendía expropiar, debía presentar una solicitud por escrito ante la DGRN exponiendo las 
razones por las que consideraba debía expropiarse esa propiedad. Además, debía señalar los 
trabajos que pretendía desarrollar en dicho terreno, como los iba a realizar, indicando el 
área que pretendía adquirir, así como también señalar los nombres, apellidos, dirección del 
dueño, los datos de la inscripción de la propiedad en el registro público, su ubicación, etc. 
Después de haber presentado esta solicitud, la DGRN citaba al concesionario y al dueño de 
la propiedad afectada o a su representante legal, para que se reuniera con el Director 








General de dicha institución para lograr un arreglo. Si llegaban a un convenio se levantaba 
un acta en que constaba lo acordado, la que era elevada a escritura pública y el testimonio 
de esta se anotaba en el Registro Central de Concesiones de Riquezas Naturales y en el 
Registro público de la Propiedad. En el caso en que no hubieran llegado a un arreglo se 
emplazaba al dueño de la propiedad por ocho días, para que contestara la solicitud de 
expropiación. Si este se oponía, se abría a pruebas el proceso administrativo por treinta 
días. Una vez vencido este término, la DGRN enviaba un informe al Ministro de Economía, 
en donde señalaba el grado de necesidad para llevar a cabo dicha expropiación, basándose 
en las pruebas aportadas y en las que estimaba convenientes. 
Le correspondía al ministro de economía, decidir si había lugar o no a la solicitud de 
expropiación formulada por el concesionario. La expropiación consistía en un proceso de 
venta forzada sobre el derecho de uso
58
. El concesionario pagaba una especie de tarifa por 
el uso de este inmueble mientras durara la vigencia de su concesión. 
 
2.7.- Exoneración de Impuestos. 
 
Se estableció que las leyes especiales podían exencionar parcial o totalmente los derechos 
de importación de los materiales maquinarias instrumentos, útiles y demás efectos que eran 
necesarios para la explotación de las riquezas naturales, siempre que estos tuvieran relación 
directa con los trabajos de exploración, explotación, beneficio, manufactura o refinamiento 
y transporte de las mismas
59
. 
                                                 
58 El artículo 94 de la Ley Nº 316 Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales establece 
―… El concesionario que solicitó la expropiación pagará el precio del inmueble expropiado, sin adquirir por 
ese hecho la propiedad del mismo. Para los efectos contables, el precio tendrá el carácter de canon por el uso 
de dicho inmueble mientras dure la vigencia de la respectiva concesión‖. 
 
59 El Código de Minería de 1876, estableció claramente en el artículo 18 ―Las minas y los establecimientos 
para el beneficio de minerales, no revisten ningún privilegio, ni gozan de ninguna exención que no esté 
expresamente determinada por la Ley‖, lo que es cambiado en el artículo 231 del Código de Minería de la 
República de Nicaragua de 1906 con sus reformas, en el que sí se establecía una serie de concesiones 
especiales para los concesionarios, quienes para poder obtener estos beneficios se debían matricular como 
mineros (Artículo 231.- Los mineros matriculados gozarán de las concesiones especiales que se expresan á 
continuación. 1ª. La de exportar libre de derechos e impuestos la plata, cobre, plomo, hierro y demás metales 
que beneficien con excepción del oro que seguirá pagando el impuesto de exportación actualmente 
establecido. 2ª. La de introducir libre de derechos y de toda clase de impuestos, máquinas dedicadas a 
levantar pesos, a machacar y moler brozas, a extraer de éstas los metales, a trabajar el hierro y el acero, a 
aserrar maderas, y otras análogas, ya sean dichas máquinas de vapor o movidas por agua; bombas para extraer 








2.8.- Obligaciones de los Concesionarios. 
 
Los concesionarios debían cumplir con el requisito de iniciar los procesos de exploración y 
explotación a partir de los primeros seis meses de vigencia de la concesión, y luego de 
iniciados los mismo no debían interrumpirlos por un periodo mayor de seis meses 
consecutivos, con las excepciones de caso fortuito o fuerza mayor, o de baja de los precios 
de los productos. Debían implantar mojones dentro de su concesión para la cómoda 
identificación de los lotes o parcelas dados en concesión de exploración. En los casos de 
explotación, este requisito no era exigible. Tenían que manipular de manera responsable las 
riquezas naturales para no ocasionar pérdidas de las mismas, bajo pena de responsabilidad. 
Tenía que llevar en Nicaragua la contabilidad correspondiente al manejo de la empresa.   
No podían realizar perforaciones de prueba o realizar otros trabajos en lugares que estén 
cerca de cincuenta metros de líneas férreas, carreteras, canales, puentes u otras vías de 
comunicación así como para los que distando mas, puedan impedir o estorbar el transito 
etc. Los concesionarios estaban obligados a tomar precauciones para evitar incendios o 
desastres, y de llegar a ocurrir debían notificar inmediatamente a las autoridades y 
colaborar con ellos. También debían enviar información a la DGRN relacionada a los 
                                                                                                                                                    
agua, palas, martillos, machetes, hachas, barrenos, cuñas, piedras de amolar, hornos, yunques, y demás 
instrumentos semejantes; pólvora de toda clase, fulminantes y guías para producir la explosión; aceites para el 
alumbrado y para engrasar, materiales en bruto, tales como acero para barrenos, hierro en planchas o en 
barras, clavos, pernos, tornillos, tubos, ya sean de hierro, bronce, cobre; plomo, gutapercha, o cualquiera otra 
materia; cerraduras o bisagras; cuerdas de acero, hierro, cáñamo u otro material; planchas de cobre y de plata, 
y cobre en barras para fundir; bronce, estaño, plomo, azogue o cualquier otro metal que se considere 
necesario para llevar a cabo los trabajos; diamantes en bruto o con dientes, y barrenos de diamantes para 
taladrar rocas; todos los materiales empleados para ensayar las brozas, o para su beneficio, tales como 
crisoles, hornillos para fundir; ingredientes químicos, ya sean para combinación y análisis o para usarlos en la 
operación de moler las brozas, o para extraer de éstas el oro, plata y cobre que contengan, cuyos ingredientes 
pueden ser ácidos, azufre y sales metálicas; vasijas de vidrio para operaciones químicas, velas de estearina o 
de otra sustancia y tiendas de tela. Asimismo, carbón, nafsta, gasolina, petróleo crudo y cualquiera otro 
combustible semejante; tanques y vasijas para el transporte y conservación de los mismos; toda clase de 
utensilios necesarios para el procedimiento de cianuración, como cianuros, tanques, cajas de precipitar de 
hierro o madera, zinc laminado ó en viruta, tornos para hacer éstas llaves, bombas, tubos, hornos y demás 
objetos y sustancias usadas en dicho sistema. 3ª. La exención de los empleados y trabajadores que se ocupen 
en las minas y oficinas, del servicio de guarnición y cargos concejiles durante el tiempo que permanezcan en 
dichos trabajos, con tal que se comprometan a servir por lo menos seis meses, para cuyo efecto los 
empresarios matricularán en la Comandancia departamental respectiva el número de operarios indispensables 
para su empresa.  
Cómo podemos observar fue a partir del Código de Minería de 1906, donde empiezan a nacer nuevos 
beneficios en materia fiscal, lo que ha no ha cambiado hasta la fecha. 
 








trabajos, producción, costos y precios de venta de los productos explotados. Dar acceso a la 
DGRN para que inspeccionara el lugar, proporcionándole todo lo necesario para que 
verificara que se estaba cumpliendo con todas las obligaciones derivadas de su concesión. 
Cumplir con las disposiciones del Código del Trabajo y demás leyes sociales, así como 
proteger la seguridad de las personas y la salud de los obreros y empleados. 
 
Se estableció que el Estado tenía derecho preferente de comprar todo lo extraído por los 
concesionarios en el proceso de exploración y al mismo precio del mercado internacional.
60
 
En el caso de las sustancias extraídas por medio de la explotación, la Ley No 316 señalaba 
que el concesionario o tenedor de licencia,  debía suministrar con carácter de preferencia al 
consumo interno del país, las substancias que extrajera, o en su caso a las industrias 
regionales centroamericanas con las que hubiere convenios
61
. 
En los casos en que hubiera varias concesiones o licencias de explotación en las que se 
obtuvieren las mismas substancias, estas substancias se debían entregar con preferencia al 
Estado. Este podía exigir a los concesionarios el cumplimiento de una obligación a su 
favor, hasta diez años después de extinguida o declarada nula o caduca la licencia o la 
concesión. 
 
2.9.- Traspasos de licencias o concesiones 
 
Las licencias de explotación y las concesiones de exploración o explotación podían 
traspasarse por cualquier titulo legal, entre vivos o por causa de muerte, siempre que se  
cumpliera con los requisitos establecidos en la Ley. El traspaso entre vivos se realizaba por 
medio de instrumento público, con la aprobación previa del Ministro de Economía, quien 
solo podía rechazarla cuando hubiera un impedimento ya establecido para este tipo de 
solicitudes, o cuando se violara cualquier disposición de esta ley. 
                                                 
60Ley Nº 316, óp. cit., Arto. 87. El estado tendrá derecho preferente  de comprar para su propio uso las 
substancias que explorare todo concesionario o tenedor de licencia, a precios equivalentes y en ningún caso 
superior a los obtenibles por el mismo producto en los mercados internacionales, habida cuenta del tiempo y 
lugar de su entrega. 
61 Ley Nº 316, óp. cit., Arto. 88. todo concesionario o tenedor de licencia estará obligado a suministrar con 
carácter preferente las substancias que explotare, para el consumo interno o para ser utilizadas en plantas 
industriales establecidas en el territorio nacional o en aquellas industrias regionales centroamericanas que en 
virtud de convenios especiales, sean declaradas de integración…   








Otra forma de traspaso era  por medio de venta en pública subasta, para la cual también se 
debía contar con el permiso o aceptación condicional del Ministerio de Economía. Para 
participar en el remate, hecha la adjudicación el Ministerio de Economía, este debía 
confirmar su aceptación. 
El nuevo titular tendrá los mismos derechos y obligaciones que correspondían al anterior, 
paro ambas eran solidariamente responsables por los pagos que se encontraban pendientes a 
favor del Estado. Así mismo se establecía que todo traspaso de licencia o concesión que se 




En el caso de traspaso por causa de muerte, aunque en esta Ley se hace mención de que es 
uno de los medios de traspaso, la misma no establece ningún procedimiento a seguir en 
esos casos. 
 
2.10.- Depósito de Costas y Depósito de Garantía 
 
Para responder del cumplimiento de obligaciones derivadas de la concesión o de la 
Licencia, el interesado debía  constituir en el Banco Nacional de Nicaragua un depósito de 
Costas, el cual era a favor de la Tesorería General de la República. Dicho depósito debía 
entregarse antes de recibir el libramiento del título de una licencia o de una concesión. Este 
depósito no podía ser menor de quinientos córdobas (C$ 500.00) ni mayor de mil córdobas 
(C$ 1,000.00) y dicho monto era fijado por la DGRN. Si el interesado no cumplía con esta 
obligación la solicitud de concesión será desestimada. 
Igualmente, los concesionarios y tenedores de licencias, debían constituir un Depósito de 
Garantía, con el que responderían al cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones 
derivadas de sus concesiones y licencias. Este depósito era devuelto o cancelado cuando se 
había extinguido la licencia o la concesión, ya sea por vencimiento de su término legal o 
por renuncia, siempre y cuando el concesionario hubiera cumplido con todas las 
obligaciones derivadas de las mismas.  
                                                 
62 Ley Nº 316, óp. cit.,  Arto 16 ―… I. Los gobiernos o estados extranjeros, II. Las siguientes personas: 
Quienes se encontraren en mora con el fisco y los que hubieran recaudado o administrado fondos públicos, 
Presidente de la República, Ministros, Vice- Ministros de estado, Diputados,….‖  








En los casos en que el plazo de una concesión de exploración fuere prorrogado, o no se 
convirtiera en concesión de explotación, se procedía a ajustar el monto del depósito de 
garantía acorde a la cantidad que corresponda en este mismo concepto al nuevo estado de la 
concesión. El depósito de garantía quedaba a favor del fisco, sin perjuicio de los otros 
derechos que le correspondan a éste, cuando se declaraba nula o caduca una licencia de 
explotación.  
 
2.11.- De los pagos a que estaban afectos los concesionarios. 
 
La Ley No 316 hizo una diferencia en relación a los pagos que debían hacer los 
concesionarios de exploración y explotación. En el caso de los concesionarios de 
exploración se estableció que debían pagar ante el Fisco un impuesto por cada hectárea o 
fracción de hectárea que le fuera concedida, por cada año o el tiempo que dure la 
concesión. Dicho pago debía hacerse dentro de los primeros treinta días de cada año, hasta 
que venciera el término por el cual se otorgó la concesión. En el caso de los concesionarios 
de explotación, cuando se les otorgaba una concesión debían pagar un impuesto inicial por 
cada hectárea o fracción de hectárea, dentro de  los primeros treinta días desde el 
otorgamiento de su concesión, así como el pago anual o por fracción de año un impuesto 
superficial por cada hectárea o fracción de hectárea, mientras estuviera vigente su 
concesión. 
Se elaboró una distinción entre las substancias provenientes del subsuelo y las que no 
provienen. En las primeras se estableció que el Estado tendrá una participación de las 
sustancias explotadas o en su valor correspondiente, según lo dispuesto en el Arto 242 
Cn.
63
 Esta especie de regalía se cobraba sobre la cantidad total del producto o substancia 
extraída. En el caso de los minerales metálicos se pagaba el dos y medio por ciento, en las 
substancias en general el dos por ciento y en los casos que fuera petróleo un diez por 
ciento. 
                                                 
63 Constitución Política de la República de Nicaragua de 1950, arto 242. ―La riqueza del subsuelo pertenece al 
Estado. Sólo podrá concederse a los particulares su explotación sobre la base de participación del Estado en los 
beneficios. Se exceptúan las piedras de construcción o de adorno, puzolanas, arenas, pizarras, arcillas, cales y 
demás substancias que generalmente sirven para la construcción‖. 
 








En el caso de las Licencias de explotación se estableció que estos debían pagar al fisco un 
impuesto anual de explotación. También se obligaban a pagar un impuesto fijo sobre el 
producto explotado el cual estaba relacionado a la unidad de volumen, peso o cantidad de la 
riqueza explotada. 
2.12.- Extinción, Caducidad y Nulidad de las Concesiones y Licencias 
 
Se estableció que las concesiones y licencias se extinguían por el vencimiento del plazo 
original para el que han sido otorgadas o el vencimiento de la prórroga, lo que ocurría por 
el simple paso del tiempo. 
En los casos de renuncia expresada por el titular de la concesión, el concesionario debía 
presentar por escrito su renuncia ante la Dirección General de Riquezas Naturales (DGRN), 
en cualquier tiempo, podía desistir parcial o totalmente del área que le fue otorgada en 
concesión o licencia. Dicha renuncia no eximía al concesionario o tenedor de licencia del 
pago de los impuestos pendientes hasta el día en que presentara la renuncia 
En los casos de caducidad declarada, esta se producía cuando el dueño de una concesión o 
licencia, no cumplía con las obligaciones derivadas del  derecho otorgado, también se 
producía cuando el titular de dicha concesión no pagaba en el tiempo señalado los 
impuestos o la participación que le correspondía al Estado. Sin embargo, el Ministerio de 
Economía le concedía un plazo de seis meses para ponerse al día con los pagos pendientes, 
de no hacerlo se declaraba la caducidad de la licencia o concesión de mero derecho. 
Otra forma de cancelación de las licencias o concesiones, se producía en los casos en que el 
titular o representantes de éste no permitían la inspección, vigilancia y fiscalización 
establecidas en la licencia o concesión, cuando el concesionario o tenedor de licencia la 
cedía o traspasaba total o parcialmente a gobiernos o estados extranjeros.
64
 También se 
cancelaban las licencias o concesiones cuando se explotaban los recursos en forma no 
racional
65
 y por malas condiciones permanentes de trabajo que afectaban la salud o la 
subsistencia de los trabajadores, en los casos que no podían ser corregidas  o cuando el 
                                                 
64Ley 316, Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales. Arto.16-Loc.cit 
65 Ibíd., Arto. 10 Se entenderá por explotación racional: En las riquezas renovables, la que se realice en 
forma tal que asegure la conservación indefinida de la riqueza. En estos casos se considerarán incorporadas a 
toda concesión las disposiciones legales sobre conservación de tales riquezas. En las riquezas no 
renovables, la que se realice en forma tal que asegure la óptima explotación de la riqueza, evitando daños y 
pérdidas injustificadas. 








Ministerio del Trabajo hubiera notificado tres veces en un mismo año y no fueron 
corregidas.  
En lo que respecta a la nulidad de las concesiones esta era declarada cuando dichas 
concesiones eran otorgadas sobre las mismas áreas, es decir, sobre un área otorgada a dos 
concesionarios y que fueran incompatibles o excluyentes una de otra. Asimismo eran 
declaradas nulas las concesiones otorgadas a quienes no pudieran adquirirlas según lo 
establecido en la ley. 
  








CAPITULO III  
3. Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras.  Decreto No. 
1067, publicado en La Gaceta Diario Oficial N° 69 al 72 y 74 del 24-27 y 30 de marzo 
1965 
 
3.1 Objeto de la Ley 
 
Esta Decreto regía todo lo relacionado con las Substancias útiles del reino animal, mineral, 
inorgánico u orgánicas cualquiera fuera su estado físico, origen y forma de yacimiento, que 
para su explotación requerían la práctica de trabajos con arreglo a la técnica minera, no 
cubriendo la exploración y explotación del Petróleo. Este Decreto es complemento del 
Decreto N° 316 ―Ley General Sobre la Explotación de Nuestras Riquezas Naturales‖ en lo 
que se refiere a la explotación de Minas y Canteras, algo que no estaba contemplado de 
manera específica en la Ley antes mencionada. 
A diferencia del Decreto 316 o Ley General que es mucho más amplio y define riquezas 
naturales como ―todo elemento o factor económico que ofrezca la naturaleza y sea capaz 
de ser utilizado por el hombre, el Decreto No 1067 o Ley Especial de Minas y Canteras se 
limita únicamente a regular la explotación de las minas y canteras, es decir, los minerales 
en general, se exceptúa como mencionábamos anteriormente la exploración y explotación 
de petróleo. 
Con esta Ley Especial o decreto No 1067 se clasificaba a las minas y canteras como 
riquezas naturales, las que a su vez se dividían en ―canteras y minas‖. Definía Canteras 
como los yacimientos de las siguientes substancias: los mármoles, las piedras no 
clasificadas como preciosas que sirven para trabajos de artesanía y de adornos, las piedras 
de construcción puzolanas, arenas, pizarras, arcillas, cales, yeso y demás substancias que 
generalmente sirven para la construcción, excepto fosfatos, nitratos y sales asociadas.
66
 
Otros autores establecen que una cantera es una explotación minera, generalmente a cielo 
abierto, en la que se obtienen rocas industriales, ornamentales o áridos. Las principales 
rocas obtenidas en las canteras son: mármoles, granitos, calizas y pizarras. Toda cantera 
tiene una vida útil, y una vez agotada, el abandono de la actividad suele originar serios 
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problemas de carácter ambiental, principalmente relacionados con la destrucción del 
paisaje
67




En el caso de las Minas la Ley Especial o Decreto 1067, las describía como los 
yacimientos de todas las substancias no comprendidas en las canteras, incluía las piedras 
preciosas.  
Las minas son depósitos naturales de sustancia mineral que constituyen riquezas que se 
pueden encontrar en la superficie o en el interior de la tierra. Mediante la minería se 
obtienen los minerales en su estado natural,  las labores a realizar dentro de la minería son 
reconocimiento, exploración, análisis químico de muestras, instalaciones accesorias de toda 
índole, labores preparatorias, extracción, ventilación,  etc. Los minerales de acuerdo a su 
estado pueden ser sólidos, compactos, fibrosos, terrosos y cerosos; Viscosos: semisólidos y 
semilíquidos; Líquidos, Gaseosos. Otros conceptos de mina establecen que son 
Yacimiento de minerales o rocas útiles u instalación subterránea a base de galerías para 
extraer esos minerales o rocas. Lugar de donde se extraen minerales de utilidad económica; 




A los depósitos minerales se les llama yacimientos. Los minerales en la corteza terrestre 
están en determinadas condiciones y posiciones, casi siempre diferentes para cada especie, 
que constituyen su modo de yacer o su tipo de yacimiento. En algunas ocasiones el mineral 
se encuentra más o menos mezclado con otros minerales, rellenando las fisuras que existen 
en la corteza terrestre, y se les llama filones; otras veces forman depósitos casi horizontales, 
intercalados en estratos de rocas sedimentaria, denominadas capas o mantos; y también se 
presentan depositados en los fondos de los valles o en los llanos de las costas o muy cerca 
de la superficie, se les llama entonces aluviones o placeres; en fin, suelen presentarse en 
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Esta ley Especial se encargaba de regular el otorgamiento de permisos de reconocimientos, 
concesiones de exploración y concesiones de explotación de Minas y Canteras, los 
derechos que se derivan de estas Concesiones, así como sus características, obligaciones de 
la Administración Pública y de los concesionarios, los requisitos que debían reunir las 
personas naturales o jurídicas para ser titulares de Derechos sobre Minas y Canteras. 
 
La particularidad de esta ley Especial radica en que dividía como ya hemos mencionado las 
riquezas naturales en minas y canteras, en el caso de las minas, le correspondía al estado 
velar por la explotación de este recurso y en el caso de las canteras, cuando se encontrare 
en lugares privados le correspondía por completo al dueño de la propiedad la explotación 
del mismo, el Estado solamente le exigía a éste que le pusiera en conocimiento la 
explotación de la misma. 
 
3.2.-  De las Concesiones de Exploración y Explotación. 
 
En el artículo 9 del Decreto 1067 se instituye que en relación a las minas puede otorgarse 
permisos de reconocimientos, concesiones de Explotación y Concesiones de Exploración, e 
igualmente define que se entiende por reconocimiento, exploración y explotación. 
 
De conformidad con el Artículo 11 del decreto antes mencionado, se establece que ―El 
reconocimiento consiste en la Investigación superficial mediante la utilización eventual de 
métodos geofísicos y con el objeto de descubrir indicios de substancias minerales”. Con el 
reconocimiento se pretendía descubrir las substancias minerales que existen en determinada 
área, esto se hacía previamente a realizar la solicitud de concesión de exploración, este 
reconocimiento es sólo superficial. 
Es importante hacer mención que con éste decreto o Ley Especial, se estableció una 
particularidad, la DGRN antes de otorgar las concesiones podía exigir al concesionario que 
constituyera una Sociedad Nicaragüense, esto era en los casos en que se trataba de 
concesionarios extranjeros y con el objetivo de controlar a dichos titulares de concesión
70
. 
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Tanto en el Decreto N° 1067 como en el N° 316, la autoridad competente para otorgar 
concesiones era la Dirección General de Riquezas Naturales. 
 
3.2.1.- Concesión de Exploración 
 
La Concesión de Exploración “La Exploración abarca todo el conjunto de trabajos 
superficiales y profundos ejecutados con los siguientes fines: La continuidad de los 
Indicios descubiertos por el reconocimiento; determinar la existencia efectiva de 
yacimientos y estudiar sus posibilidades y condiciones de explotación futura y de 
utilización industrial” 
Como se dijo anteriormente el permiso de reconocimiento es superficial, si de esa 
investigación se obtienen resultados positivos, el medio idóneo para profundizar esa 
investigación y obtener resultados con mayores fundamentos, era la concesión de 
Exploración con la que se determinaba la existencia especifica de depósitos de Minerales 
en la tierra, ya sea mediante trabajos superficiales o perforaciones para establecer con 
exactitud en donde se encontraban los yacimientos, mediante estos trabajos se definían 
claramente las futuras posibilidades y condiciones de explotación de los minerales. 
 
Ésta otorgaba a su titular el Derecho exclusivo de realizar trabajos superficiales y 
profundos en los límites de su perímetro e indefinidamente en su profundidad sobre los 
minerales específicos en la concesión.
71
 Esto era similar a lo establecido en el antecesor 
Ley General o Decreto 316, en el cual el concesionario de exploración también tenía 
derecho de exclusividad sobre el área delimitada en su concesión. 
Es importante hacer mención que con el Decreto N° 1067 o Ley Especial se establecía que 
se podían otorgar dos concesiones de exploración en una misma área siempre que no fueran 
sobre la misma substancia y que los trabajos no fueran incompatibles unos con otros, esto 
era igual a lo establecido en la Ley General (Decreto N° 316). 
 
                                                                                                                                                    
una sociedad nicaragüense cuando este concesionario sea una sociedad extranjera. 
 
71 Ibídem, Arto. Nº 23. 








El plazo máximo para la concesión de exploración era de cinco años, sin embargo el 
plazo dependía de la cantidad de kilómetros otorgados en concesión , lo que lo diferenciaba 
del Decreto 316 en la que la exploración era de tres años, y estaba establecido fijo 
independiente del tamaño del área otorgada. En ambos decretos estos plazos eran 
prorrogables por otro periodo igual siempre que lo solicitaran antes del vencimiento de la 
concesión de exploración, no podían realizarse labores propias de explotación, las 
sustancias eran extraídas para análisis y evaluación económica, por las posibles ventas o 





La superficie de la concesión de la Exploración podía ser de cien kilómetros cuadrados a 
cinco mil kilómetros cuadrados, y podía ser otorgada por dos, tres, cuatro o cinco años, 
prorrogables una vez por uno o dos años más.
73
 Contrario a lo establecido en el Decreto 
316 en el que no se señalaban las medidas específicas que debía tener el área de la 
concesión de exploración, en éste decreto el área que se otorgaba estaba en dependencia de 
las capacidades técnicas y financieras del solicitante y el tamaño de los trabajos que el 
solicitante deseaba realizar, también se planteaba que esta concesión debía tener la forma 
de un cuadrilátero. 
Con el Decreto 1067 se establecían los parámetros que determinaban los plazos de duración 
de la Concesión de exploración, a diferencia del Decreto N° 316, que no disponía de 
medida alguna. Los cuáles eran las siguientes: 
 
De 100 kms²   hasta  500 = 2 años 
De más de 500 kms²   hasta  1,500 = 3 años 
De más de 1,500 kms²  hasta  3,000 = 4 años 
De más de 3,000 kms²  hasta  5,000 = 5 años. 
 
Se establecen otros derechos de los concesionarios de Exploración
74
 tales como: 
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 Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras.  Decreto No. 1067, Arto Nº 24. 
74Ibídem, Arto Nº 26.  








 El derecho a la prórroga de la concesión si había cumplido con todas la obligaciones 
durante su periodo de validez. 
 A disponer libremente de las substancias minerales durante los trabajos de exploración, con 
el objetivo de determinar la existencia efectiva de yacimientos y estudiar sus posibilidades 
y condiciones de explotación futura y de utilización industrial. 
 Otorgamiento de la concesión de explotación si justificaba ante la autoridad administrativa 
correspondiente, la existencia de un yacimiento explotable dentro del perímetro de la 
concesión. 
 
Los titulares de concesiones de exploración debían ejecutar un volumen mínimo de trabajos 
anuales definidos en cada caso particular en el Decreto de Otorgamiento. La Comisión 
Nacional de Minería antes de dictarse el mencionado Decreto, era el órgano encargado de 




También se establecieron términos para pagar las sumas no invertidas, es decir el 
concesionario de exploración debía realizar una inversión mínima anual, de no cumplir con 
esto, debía pagar al Estado la cantidad no invertida, el incumplimiento a esto conllevaba al 
pago de recargos mensuales, el incumplimiento total a estos pagos le otorgaba derecho de 
preferencia al fisco para pagarse con las dependencias inmobiliarias adheridas a los 
terrenos de la concesión. 
 
La concesión de exploración era un derecho mobiliario, indivisible, no arrendable, no 
susceptible de gravamen, que puede ser cedida y traspasada.
76
 Toda cesión o traspaso de 
una concesión de exploración debía ser total y por el plazo de la duración de la concesión. 
Además era un derecho renunciable.
77
 La renuncia podía ser parcial solamente si así lo 
aceptaba el Ministerio de Economía y  se necesitaría una nueva definición de su perímetro 
y de sus límites.
78
 Esto no estaba establecido en el Decreto N° 316. 
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El titular de la concesión no podía permitir a otro que se aprovechara de la exploración, y 
este último le pagara un canon por permitirle la concesión, además esta concesión no podía 
constituirse como medio para garantizar el cumplimiento de una obligación económica o 
personal adquirida por el titular de la concesión, y al concesionario le era permitido ceder o 
traspasar su derecho a otro, previa autorización de la autoridad administrativa que se 
encargaba de otorgar estas concesiones. 
 
3.2.2- Concesión de Explotación. 
 
La concesión de Explotación es la extracción de los minerales para su aprovechamiento 




La concesión de Explotación otorgaba a su poseedor el derecho exclusivo de 
reconocimiento de exploración y explotación de las substancias minerales para las cuales 
había sido otorgada
80
, sólo este podía buscar y extraer minerales dentro de los límites del 
perímetro concedido e indefinidamente en profundidad. Esto era diferente con el decreto 
316 en el que se establecía que podían ser otorgadas otras concesiones de exploración o 








1.- Concesión de Explotación de Largo Plazo: Tenían un plazo máximo de cincuenta 
años y mínimo treinta años, y era prorrogable por veinte años por una sola vez. 
 
2.- Concesión de Explotación de Corto Plazo: Era para los yacimientos que podían ser 
agotados en un término máximo de veinte años, se otorgaba por un primer periodo de diez 
años, prorrogable dos veces consecutivas por cinco años cada una. 
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La concesión de corto plazo se podía convertir en una de largo plazo, si antes de terminar el 
primer periodo se comprobaba que se necesitaba mayor plazo para explotarse. 
 
Entre las características de estas concesiones se mencionaba, que si en la extensión que 
comprende una concesión de explotación de largo o corto plazo se encontraba una 
concesión de exploración, esta última quedaba anulada; constituía un derecho inmobiliario 
de plazo limitado, susceptible de gravamen, es decir se podían hipotecar los terrenos, las 
construcciones, maquinarias de cualquier clase y escoriales eran, dependencias 
inmobiliarias de la concesión, las maquinarias –bienes muebles- eran considerados en esta 
ley como bienes inmuebles. Estas concesiones podían ser cedidas, traspasadas, arrendadas, 
reunirlas con otras concesiones de la misma clase, dividirlas y renunciables parcial o 
totalmente. 
 
En las concesiones de explotación el concesionario tenía derecho a que su concesión fuera 





Los arrendamientos o traspasos de una concesión de explotación abarcaban la superficie 
total de la misma con sus dependencias inmobiliarias. Este traspaso debía tener el término 




Señalaba que el titular tenía derecho a la extracción de las substancias minerales que se 




Al expirar el término de la concesión de explotación, pasaban en propiedad gratuitamente 
al Estado todas las dependencias inmobiliarias, expiraban todos los gravámenes y quedaban  
los terrenos y demás accesorios de carácter inmobiliario libre de toda carga o derecho. 
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Los titulares de concesiones de explotación debían ejecutar un volumen mínimo de trabajos 
anuales el cual era señalado por la Comisión Nacional de Minería en relación directa con 
las reservas existentes, a fin de asegurar la óptima y adecuada explotación de las riquezas. 
De no cumplir con este volumen mínimo lo debían justificar ante la Comisión Nacional de 
Minería, de lo contrario sería sancionado con una multa del 50 % del valor de lo no 




Se regulaba la Explotación del oro cuando se presentaba en pequeñas vetas superficiales o 
en el lecho de los ríos, que era explotado rudimentariamente de acuerdo con la artesanía y 
las costumbres locales, a estos trabajadores se le conocía comúnmente como guiriseros, a 
quienes la Autoridad Administrativa les otorgaba una tarjeta que los identificaba como 
trabajadores mineros.  
 
3.3.- De la Explotación de Canteras. 
 
Una Cantera es una explotación minera, generalmente a cielo abierto, en la que se 
obtienen rocas industriales, rocas ornamentales o áridos. Las minas a cielo abierto son 
aquellas cuyo proceso extractivo se realiza en la superficie, y con maquinarias mineras de 
gran escala. Las sustancias obtenidas en canteras son mármoles, granitos, calizas y pizarras, 
principalmente. Toda cantera tiene una vida útil, una vez agotada presenta serios problemas 




Este Decreto (1067),  definía como cantera a los mármoles, las piedras no clasificadas 
como preciosas que sirven para trabajos de artesanía y de adornos, las piedras de 
construcción puzolanas, arenas, pizarras, arcillas, cales, yeso y demás substancias que 
generalmente sirven para la construcción, excepto fosfatos, nitratos y sales asociadas. 
Se consideraban minerales preciosos al oro, platino y demás claramente reconocidos como 
tales, así como todas las piedras preciosas, en el caso de los minerales atómicos eran las 
substancias útiles a la energía atómica como el uranio, el torio, el litio y sus derivados, en el 
caso de estas sustancias antes mencionadas el Estado podía declararlas de interés 
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estratégico temporal, lo que provocaba que se suspendiera el otorgamiento de concesiones, 
se prohibieran los permisos, etc. 
 
El desarrollo urbano de una Ciudad necesita grandes cantidades de materiales para el 
levantamiento de obras, tales como construcciones de edificios, pavimentos o revestimiento 
de calles, estos materiales pueden ser piedras, arena, cemento, ladrillos entre otros muy 
utilizados para la construcción entre otros, pues no se puede olvidar que también se 
entiende como cantera al mármol, que comúnmente es utilizado por dentistas para 
reemplazar piezas dentales inservibles, o por otra parte, la arcilla que es utilizada para obras 
artesanales. Estas substancias (Canteras)  se encuentran bajo la superficie de la tierra, y se 
requieren ejecutar algunos trabajos para la extracción de estos materiales, removiendo o 
excavando la tierra,  y además su procesamiento para ser aprovechados por el hombre. 
 




1) Canteras permanentes cuya reserva es superior a 200 metros³. 
 
Para aprovechar esta clase de cantera, se debía obtener una concesión de explotación de 
cantera, esta concesión primero se otorgaba por un lapso de cinco años prorrogables, 
además el solicitante debía demostrar las posibilidades de explotación, estas canteras 




Cuando estuviere en terrenos del Estado, debía solicitarlo ante la Dirección General de 
Riquezas Naturales (DGRN), debía cumplir con una serie de requisitos, de serle otorgada la 
concesión estaba obligado a informar anualmente a la DGRN sobre su producción; en 
cambio cuando estaba ubicada en terrenos de propiedad particular, para su explotación 
solo era necesario que el dueño de dicha propiedad se presentara a la Dirección General de 
Riquezas Naturales, entregara ciertos requisitos y debía indicar por única vez el principio y 
fin de su explotación. 
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2) Canteras temporales cuya reserva es inferior a 200 metros³. 
Para poder realizar explotaciones de Canteras temporales en terreno del Estado únicamente 
se requería autorización de Ministerio de Economía. Mientras que si se trataba de 
explotación en terrenos de propiedad particular, únicamente se requería que el dueño diera 
aviso a la Dirección General de Riquezas Naturales. 
 
Es muy importante señalar que esta ley contiene disposiciones que tratan de proteger la 
salud de las personas, tales como establecer que ningún trabajo de cantera debía ejecutarse 
a menos de 100 metros, de las construcciones públicas o privadas, cementerios, vías de 
comunicación y otras obras de interés público. El ruido producidos por la realización de 
estos trabajos puede afectar a las personas, sin obviar que la realización de perforaciones o 
excavaciones desprende materiales o gases que pueden atentar contra la salud de las 
personas que se encuentren cerca, y por el movimiento de tierras y extracción de materiales 
deterioran los suelos y eso puede deteriorar los cimientos o bases de los construcciones más 
cercanas, como debilitaciones de las estructuras, que podrían ocasionar grandes perjuicios 
humanos y económicos.  
Tanto en las canteras permanentes como en las temporales se debía pagar participación o 
regalía, si era en terrenos particulares se debía pagar al dueño determinada cantidad que 
debía ser fijada por ambas partes, de no ponerse de acuerdo este monto era fijado por el 
Ministerio de Economía y en los casos que se trate de canteras situadas en terrenos de 
propiedad del Estado, el concesionario debía pagar al fisco una cantidad en concepto de 
participación o regalía, dicho monto era establecido por el Ministerio de Economía previa 
consulta a la Comisión Nacional de Minería.  
 
3.4.- Cancelación de Concesiones. 
 
Este Decreto no establecía un apartado dedicado específicamente a la cancelación de 
concesiones, si no que señalaba una serie de artículos dispersos a lo largo de su texto, en el 
que establecían obligaciones para los concesionarios, y en caso de no cumplir con dichas 
obligaciones, se podía cancelar su concesión, se iban agotando etapas de incumplimiento 








del concesionario, que le llevaban como última causal la pérdida de su derecho –Mediante 
la Cancelación-.  
Para una mayor comprensión  de nuestro estudio dichas causales se han enumerado de la 
siguiente manera: 
 
1.- Los concesionarios estaban obligados a realizar las inversiones mínimas anuales que 
establecía la Comisión Nacional de Minería
90
, si no realizaban las referidas inversiones 
terminando el año, tenían que pagar  al Estado la cantidad que no invirtieron el término de 
tres meses. Transcurridos los tres meses del primer año que no invirtió, el Fisco estaba  
facultado para demandar lo debido, cobrando por falta de pago un recargo del 3% mensual 
 
Si al siguiente año el concesionario no había pagado la suma anteriormente referida y 
reincide en no invertir en el segundo año la cantidad que estaba obligado, debe pagar al 
Fisco, la cantidad no invertida aumentada en un cincuenta por ciento más un recargo del 
3% mensual sobre esta suma por el retraso a partir de la expiración de ese año. 
Si el concesionario de que se ha hecho referencia no había cumplido con pagar lo 
establecido con anterioridad y por tercera vez incurre en la falta de no invertir la cantidad a 
la que estaba obligado, pagaría al Fisco por esta falta una cantidad igual al doble de la suma 
no invertida e incurriría por el retraso en un recargo del 3% mensual a partir de la 
expiración de ese año. 
 
En caso de seguir la reincidencia en el incumplimiento el Director General de Riquezas 
Naturales podía cancelarle la concesión, si después de pasados dos meses no había pagado 
al Estado todo lo que debía  por los tres años que no cumplió con hacer las inversiones, el 
Fisco tenía derecho de preferencia sobre cualquier otro acreedor para pagarse con las 
dependencias inmobiliarias adheridas a los terrenos de la concesión. 
Esto era completamente nuevo a lo establecido en el Decreto 316, ya que en éste no se 
establecía este tipo de sanciones. 
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2.- El concesionario que incumpliera con el volumen mínimo de trabajo
91
 establecido por 
la Comisión Nacional de Minería y no presentara explicación que verdaderamente 
justificara los motivos para incumplir con lo ya establecido, se le otorgaba un plazo para 
que cumpliera con el volumen de trabajo no realizado, de lo contrario sería sancionado con 
pagar al Estado 50% por la inversión del primer año de omisión, lo que iría aumentando 
por año; el incumplimiento con dichos pagos generaba recargos del 3% mensual e 
igualmente el Director General de DGRN podía cancelarle la concesión. 
 
3.- También se podía cancelar la concesión, si el concesionario incurría en delitos de 
defraudación fiscal. Con éste Decreto también se  consideraba como defraudación fiscal la  
exportación o venta de cualquier cantidad de mineral no declarada; Cuando era por primera 
que cometía dicha infracción se castigaba al sujeto activo con una multa del doble de los 
impuestos defraudados, y en caso de reincidencia –en la segunda ocasión- se procedía a la 
cancelación de la concesión (Artículo 153.) 
 
4.- Otra disposición establecía que la concesión de exploración se podía cancelar si los 
concesionarios dentro de los tres meses subsiguientes a cada año de exploración no 
demostraban con documentos suficientes las inversiones que hubieren realizado en el 
año anterior. 
 
5.- Otro de las causales para proceder a la cancelación consistía en la falta de pago por 
tres años consecutivos de los tributos fiscales, tales como los impuestos fijos de 
otorgamiento, impuestos superficiales, impuestos ad-valoren entre otros (art. 120), 
considerando esto como motivo suficiente y justificado para que el Director General de 
Riquezas Naturales cancelara la concesión, teniendo el Estado derecho preferente sobre 
otros acreedores para pagarse todo crédito fiscal a su favor con las dependencias 
inmobiliarias adheridas a los terrenos de la concesión.
92
 Cuando se trataba de cancelaciones 
de concesiones de explotación de  largo y corto plazo podían ser decretadas por el 
Ministerio de Economía. (Art. 75) 
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A diferencia del Decreto 1067 en el Decreto 316 había un capítulo especial para la 
Extinción, Caducidad y Nulidad de la concesiones. Dentro de este establecía que las 
concesiones y licencias se extinguían por
93
: 
 Vencimiento del plazo original para el que habían sido otorgadas. 
 Por renuncia expresa que hiciere el titular por escrito ante la DGRN. 
 Por caducidad declarada; y 
 Por cancelación decretada por el Poder Ejecutivo 
 
También establecía causales para la cancelación de las concesiones
94
, las cuales no estaban 
establecidas en el Decreto 1067, entre las cuales podemos mencionar: 
 Por la resistencia manifiesta y reiterada del titular, o de sus representantes o empleados, a 
permitir por parte del Estado la inspección, vigilancia y fiscalización establecidas en la 
licencia o en la concesión respectiva. 
  Por la negativa manifiesta y reiterada del titular, o de sus representantes a rendir informes 
obligatorios que sean solicitados de acuerdo a esta Ley y sus reglamentos. 
 Por cesión o traspaso total o parcial a cualquier titulo, a gobiernos o estados extranjeros. 
 Por realizarse la explotación en forma no racional. 
 Por la existencia comprobada de malas condiciones permanentes de trabajo que afectaran la 
salud o la subsistencia de los trabajadores. 
 
Con el Decreto 316 o Ley General se declaraban nulas las concesiones, que eran otorgadas 
sobre otras ya existentes, similares y vigentes, siempre que fuere incompatible o 
excluyentes una de la otra, también eran declaradas nulas las concesiones y licencias que se 
otorgaban a quienes no las podía adquirir por disposición legal. 
Como podemos observar La Ley General establecía causales de cancelación que no 
comprendían La Ley Especial, sin embargo uno es complemento del otro, puesto que 
ambas  tenían plena vigencia. 
 
3.5.- Depósito de Costas y Depósito de Garantía. 
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En este Decreto antes de tramitarse cualquier solicitud de concesión de exploración o de 
explotación o para oponerse a cualquiera de ellas, la persona interesada debía constituir en 
el Banco Central de Nicaragua y a la orden del Ministerio de Economía un “Depósito de 
Costas”, el que podría ser devuelto o quedaría a favor del fisco de la república total o 
parcialmente; dicho depósito no podía ser menor de C$ 500.00 ni mayor de C$ 1,000.00, 
este monto lo fijaba la dirección General de Riquezas Naturales. 
También debían constituir un “Depósito de Garantía” que se establecía según la 
importancia y valor de la empresa y el monto establecido estaba entre  C$ 1,000.00 y C$ 
70,000.00, dicho depósito también podía ser constituido por medio de una garantía de 
cumplimiento de una compañía de seguros, extendida a favor del Fisco de la República y 
aceptada por el Ministerio de Economía. 
Estos Depósitos de Costas y Depósitos de Garantías también estaban establecidos en el 
Decreto 316, con la diferencia que en el caso del depósito de Garantía no había montos 
establecidos este era determinado en cada caso por el Ministerio de Economía, de 
conformidad con la ley o sus reglamentos. 
 
3.6.- Impuesto y Participación del Estado. 
 
Los concesionarios estaban obligados al pago de los siguientes tributos: 1) Impuestos Fijos 
de Otorgamientos 2) Impuestos Superficiales; 3) Impuestos Advalorem; 4) Participación 
del estado en los beneficios industriales y comerciales. Esta participación sustituía el 
impuesto sobre la renta 
Impuestos Fijos de Otorgamientos: Eran los que se pagaban una sola vez y por 
adelantado, tales como: Pago por Concesión de Exploración, Prórroga, Traspaso etc. 
Impuestos Superficiales: Estos solo se aplicaban a las concesiones de explotación y este 
se debía pagar dentro de los primeros treinta días siguientes al finalizar cada año de 
explotación. 
Impuestos Advalorem: este era el impuesto variable y proporcional sobre el valor de las 
substancias extraídas, tomando en consideración el valor de las mismas en el sitio de la 
extracción y deduciendo de dicho valor el costo del flete desde el lugar de la producción 
hasta el lugar de destino. 








Participación del estado en los beneficios industriales y comerciales: se aplicaba a favor 
del estado el 30 %  cada año, esta participación se pagaba dentro de los seis meses 
siguientes al año en que se produjo el beneficio. 
Es importante hacer mención que el estado tenía derecho si lo deseaba a obtener 
participación en el capital del explotante, de las siguientes maneras: a) como titular de 
acciones remuneratorias en concepto de retribución por el descubrimiento de indicios de 
substancias minerales durante el periodo exploratorio, cuando ese descubrimiento hubiera 
resultado de estudios o trabajos ejecutados por el estado y que el explotante aproveche, b) 
Cómo accionista corriente, si el estado aporta efectivamente el capital del explotante y c) 
Cuando se explotara un yacimiento considerado por el estado de importancia 
nacional, éste podía exigir del explotante acciones que representaran no más del 10% del 
capital inicial necesario para la explotación. 
Los titulares de concesiones de exploración o explotación de minerales, gozaban de 
exención de los impuestos aduaneros  de importación, inclusive los derechos consulares, 
para los materiales, maquinarias, instrumentos, útiles y demás efectos que necesiten 
introducir  al país los concesionarios, siempre que tuvieran relación directa o inmediata con 
sus trabajos de exploración, explotación, beneficio etc.; igualmente gozaban de exención 
para el pago de los impuestos que gravan los bienes muebles e inmuebles de la empresa. 
Dichos impuestos podían ser pagados total o parcialmente, en efectivo o en especie, a 
elección del poder ejecutivo. 
 
3.7.- Disposiciones Penales. 
 
De acuerdo a esta Ley Especial se establecía que la Dirección General de Riquezas 
Naturales era la Autoridad Administrativa competente para resolver las cuestiones que se 
suscitaran entre los concesionarios sobre la aplicación de los derechos consignados en la 
Ley 316  Ley General Sobre Explotación de Riquezas Naturales  y El Decreto Legislativo 
1067 Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras. 
 En cuanto a los conflictos sobre derechos de propiedad, participaciones, deudas u otros 
asuntos de orden Civil, las partes en litis debían acudir a la Justicia ordinaria para que 
conocieran y resolvieran sus problemas, señalándose claramente que le correspondía a 








jueces civiles de distrito. Las partes podían solicitar la intervención de la Dirección General 




En las disposiciones penales que contenía esta ley, encontramos varias conductas típicas, 
que sin perjuicio de la sanción penal que le correspondía por haber lesionado un bien 
jurídico relevante, se disponían sanciones de carácter administrativo, a los concesionarios 
que cometían dichos delitos. 
La ocultación con fines fraudulentos de substancias extraídas de la concesión se definía 
como delito de defraudación fiscal. También en el articulado de este decreto en estudio, se 
estipulaba que la exportación o venta de cualquier cantidad de mineral no declarada se 
considerara como defraudación fiscal, este comportamiento evadía la obligación del 
concesionario de entregar los tributos por los minerales obtenidos al Estado, de tal forma 
que si no declaraba lo vendido o exportado no se podía calcular el impuesto que el 
contribuyente debía enterar a la renta. 
 
Otras de las infracciones en que pueden incurrir los concesionarios, incumpliendo sus 
obligaciones y regulaciones administrativas, son las siguientes (Art 154) 
  
1.- Hacer falsa declaración para la implantación de un mojón; 
 
2.- Destruir, trasladar o modificar ilícitamente los mojones; 
 
3.- Falsificar las inscripciones de los títulos y registros de concesiones; 
 
4.- Hacer falsas declaraciones para obtener una concesión; 
 
5.- Extraer ilícitamente substancias minerales; 
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6.- Cometer irregularidades en los registros de producción, venta y exportación y rehusar la 
intervención legal del personal técnico del Ministerio de Economía. 
 
Disposiciones Varias: Se estableció que para que se realizara algún trámite o reclamo los 
concesionarios debían estar solventes con el fisco. 
Igualmente se podía exigir la venta a favor del Estado de los productos obtenidos de una 
concesión, siempre que fuera de interés general para la nación, asimismo el Estado podía 
exigir Reserva de producción de una concesión de explotación para satisfacer las 

































4.- Período de la Revolución Popular Sandinista 
 
Durante este periodo también hubieron algunos cambios en el Ordenamiento Jurídico que 
regula al Derecho de Minería, en lo que se refiere a la Institución u órgano Estatal que se 
encargaría de autorizar y otorgar concesiones, de quienes eran las personas que podían ser 
titulares de concesiones de Exploración y Explotación, a tal punto que los particulares ya 
no podrían explorar y explotar los recursos minerales, debido a que esta facultad fue 
otorgada al Estado de forma exclusiva y excluyente. 
La Ley General de Riquezas Naturales con anterioridad estableció desde 1958 que toda 
persona natural o jurídica o extranjera capaz civilmente de adquirir y contraer obligaciones, 
podía solicitar y adquirir los permisos, licencias y concesiones  para el aprovechamiento de 
los Recursos Naturales,
96
 igualmente la Ley Especial de Exploración y Explotación de 
Minas y Canteras, dispuso que cualquier persona natural o jurídica podía solicitar y ser 
titular de una concesión de Mina o Cantera.
97
 Incluso en la Ley Especial se consideraba que 
las canteras pertenecían  al dueño del terreno en que se encontraren.  
 
El Ministerio de Economía, Industria y Comercio fue creado para ejercer las funciones del 
Poder Ejecutivo en el ramo de Economía, Industria y Comercio
98
, Además de las 
competencias funciones y atribuciones que le fueron conferidas, mediante sus respectivas 
Leyes Orgánicas a los Ministerios de Industria, Comercio Interior y Comercio exterior, al 
Ministerio de Economía, Industria y Comercio le correspondió asumir todo lo relacionado a 
formular, dirigir, aplicar y controlar el plan global de la industria manufacturera, minera… 
así como las funciones gubernamentales que ha venido ejerciendo el Instituto Nicaragüense 
de la Minería (INMINE); cómo se podía observar se mantuvo en el Ministerio de 
Economía, Industria y Comercio la Exclusividad de la competencia en asuntos mineros. 
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El Decreto Ley creado por el Ministerio de Estado Nº 1-90 del 25 de abril de 1990 y 
publicado en La Gaceta, Diario Oficial Nº 87 del 8 de mayo de 1990, estableció con 
respecto al Ministerio de Economía y Desarrollo, entre otras cosas, lo siguiente:  
(arto.12 Son funciones y atribuciones del Ministerio de Economía y Desarrollo, las 
siguientes: 1. La Formulación, dirección y aplicación de la política económica de la 
República… 3. La formulación de los planes de industrialización y diversificación de la 
producción, así como la canalización de la inversión interna…. 10. Sin perjuicio de todo lo 
aquí contenido se asumen todas las funciones y atribuciones que las Leyes y Decretos 
hubieran establecido para el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, del cual 
este Ministerio será sucesor legítimo sin solución de continuidad. 
 
Esto último significaba que el Ministerio de Economía y Desarrollo, asumía sin discusión 
alguna y por mandato de la Ley, lo señalado en el arto 4 del Decreto 377 del 10 de junio de 
1988.
99
 Asumió la competencia de otorgar concesiones de explotación de las minas y 
canteras, es decir, de los recursos mineros del suelo y del subsuelo, y en ningún momento 
se estableció que el municipio tuviera competencia alguna sobre la materia. Esta Ley no 
establece distinción de si estas concesiones se ubicaban en terrenos de propiedad: Estatal o 
particular, incluyendo en este último caso a los ejidales. 
Si nos atenemos a lo que establece la Ley de Municipios, podremos darnos cuenta que entre 
las competencias propias de los municipios no se establece ninguna relacionada con el 
otorgamiento de derechos mineros. 
Otro de los cambios relevantes que sufrió la Legislación Minera consistió en lo relativo al 
órgano encargado del otorgamiento, supervisión y suspensión de las concesiones, licencias 
y permisos respectivos; La Ley General ordenaba que el Ministerio de Economía fuera el 
órgano encargado de administrar y aplicar los otorgamientos de las diferentes concesiones, 
mediante la Dirección General de Riquezas Naturales, que se encargaba de  la tramitación 
de las diligencias administrativas y la inspección, vigilancia y fiscalización de las 
operaciones relacionadas con la explotación de riquezas naturales del Estado; Las 
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solicitudes de permiso de reconocimiento, licencia de explotación, concesión de 
exploración o explotación o sobre cualquier derecho que se refiera a la utilización de 
riquezas naturales se debía presentar ante la Dirección General de Riquezas Naturales
100
  y 
de la misma forma lo dispuso la Ley Especial de Minas y Canteras, que le correspondía al 
Poder Ejecutivo mediante el Ministerio de Economía.(Art. 1). En el Periodo de la 
Revolución, esta facultad la tuvo varios titulares en diferentes años, primero se le otorgo a 
la Corporación Nicaragüense de Desarrollo Minero CONDEMINA luego se le otorgo 
al Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH), el que tenía por 
objeto la Explotación racional de los Recursos Minerales y de hidrocarburos, después al 
Instituto Nicaragüense de la Minería (INMINE) y por último a la Corporación 
Nicaragüense de Minas (INMINE). 
 
También de acuerdo a la Ley General, la concesión de Explotación confería a su titular  el 
derecho de vender y explotar las riquezas naturales, se permitía una utilización económica 
de las riquezas naturales por parte del concesionario
101
 y la Ley Especial sobre explotación 
de Minas y Canteras, definía que la explotación consistía en la extracción de substancias 
minerales y su aprovechamiento con fines industriales y comerciales, mientras que la Ley 
de Comercialización, Impuestos y excedentes sobre oro y la Plata
102
 dispuso en su art. 1 
que  el Banco Central de Nicaragua sería el único comprador, administrador y 
comercializador de la producción nacional dentro y fuera del país de la Producción 
nacional de oro y plata, teniendo el  Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos 
(INMINEH) la obligación de vender al Banco Central.  
 
Estas son algunas de las modificaciones que podemos encontrar en este periodo de estudio, 
por lo que a continuación pasamos a su análisis con mayor detalle en cada una de las leyes 
emitidas. 
 
4.1.- Ley de Nacionalización del Sector Minero y creación de CONDEMINA. 
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Decreto Nº 137 Aprobado el 02 de Noviembre de 1979, Publicado en La Gaceta, 
Diario Oficial Nº 48 del 03 de Noviembre de 1979.  
 
Plantea que uno de los principios fundamentales de la Revolución es el pleno ejercicio de la 
soberanía nacional, en todo lo relacionado al aprovechamiento de los recursos naturales y 
de manera especial sobre los de naturaleza minera y que los beneficios de los recursos 
minerales han sido aprovechados por sociedades privadas con capital extranjero, privando 
de esos beneficios a los intereses del pueblo nicaragüense. 
 
Que la actividad de explotación de minas deteriora la salud de los obreros, afecta al sector 
social, político, económico, sanitario y ecológico, que no se han recaudado del país 
suficientes tributos de las actividades de explotación de Minerales. 
 
Con esta Ley se estableció en su parte conducente que se cancelaban y en consecuencia, 
quedaban sin ningún efecto ni valor legal todas las concesiones, autorizaciones, etc.
103
, 
pues de acuerdo a esta Ley, todas las concesiones mineras pasaban a ser patrimonio del 
Estado, para que no existieran empresas mineras de propiedad individual. Al quedar 
nacionalizadas las empresas mineras, el estado adquiría la totalidad de las acciones, cuotas, 
participaciones o interés social de cada una de las empresa;  se creó la Corporación 
Nicaragüense de Desarrollo Minero, como único órgano encargado de Continuar las 
operaciones mineras en nuestro país,
104
 las personas naturales o jurídicas ya no les era 
permitido realizar explotaciones de los recursos Minerales. 
Esta ley ordena la cancelación de las concesiones de exploración y explotación  de 




Se da la Nacionalización del sector minero. La actividad Minera pasa a ser un Derecho 
exclusivo del Estado, que provocó un descenso en la economía, todo esto debido a la crisis 
que estaba viviendo el país con los gobernantes de ese momento, el país estaba viviendo un 
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bloqueo económico, y lo más importante es que se estaba viviendo una guerra, donde los 
principales escenarios eran los distritos mineros. 
 
El Estado adquirió todas las acciones, cuotas, participaciones o interés social de las 
empresas que tenían concesiones de exploración y explotación de minerales y se dispuso 
que el Estado pagaría mediante Bonos. 
 
De acuerdo a este Decreto debido al daño humano, deterioro ecológico y evasiones fiscales 
ocasionadas, el Estado se reservaba el derecho a una indemnización económica. 
 
Se creó la Corporación Nicaragüense de Desarrollo Minero (CONDEMINA)
106
 como único 
órgano encargado de Continuar las operaciones mineras en nuestro país, las personas 
naturales o jurídicas ya no les era permitido realizar explotaciones de los recursos 
Minerales, ésta Corporación  tenia personalidad  jurídica propia, con capacidad para 
adquirir derechos y contraer obligaciones, tenía su propio patrimonio y sería asesorada por 
IRENA. 
El capital inicial de CONDEMINA estaba basado en el patrimonio que tenían todas las 
empresas privadas al momento de ser nacionalizadas. 
Esta Corporación velaría por el cumplimiento del ordenamiento jurídico de todo el sector 
minero del país, garantizaba la continuidad de las operaciones mineras y propósitos de 
aprovechar la explotación minera, siendo su capital conformado por todo el de las empresas 
mineras nacionalizadas. Se facultó a CONDEMINA para que solicitara la inscripción a su 
nombre de todos los bienes y derechos que pertenecían a las empresas nacionalizadas. 
 
El 15 de febrero de 1980,mediante el decreto Nº 314, publicado en La Gaceta, Diario 
Oficial  Nº 44 del 21 de febrero de 1980, se promulga la Aclaración a la Ley de 
Nacionalización del sector Minero y Creación de CONDEMINA, en la que se establecen 
los conceptos fundamentales relacionados con la explotación de las canteras, en donde se 
aclaran los artículos 1 y 2 del decreto 137 anteriormente referido y establecen que quedan 
canceladas y en consecuencia, sin ningún efecto ni valor legal todas las concesiones, 
                                                 
106 Ley de Nacionalización del Sector Minero, Arto 6. 








autorizaciones, licencias y permisos de exploración y explotación de minerales ya sean 
minas o canteras, otorgadas hasta la presente fecha, igualmente se aclaraba que quedaban  
nacionalizadas las empresas mineras dedicadas a la explotación de minas y canteras que 
operan en el país, mediante la adquisición por el Estado de la totalidad de las acciones. 
Con ambos decretos se restituyó el dominio eminente del Estado sobre los Recursos 
Minerales, metálicos y no metálicos, del suelo y el subsuelo y pasaron a formar parte del 
Patrimonio Estatal los bienes, derechos y acciones que antes de noviembre de 1979 eran de 
las empresas dedicadas a la actividad de explotación de minas y canteras y que pertenecían 
a personas naturales o jurídicas de carácter privado. 
 
4.2.- Adición a la Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales y 
del Ambiente (IRENA). 
 
Mediante este Decreto-Ley  409 del 17 de mayo de 1980. ADICION A LA LEY 
ORGANICA DEL INSTITUTO NICARAGÜENSE DE RECURSOS NATURALES Y 
DEL AMBIENTE (IRENA), se crea un organismo superior, consistente en un Consejo 
Directivo que dirija a IRENA en lo que refiere al manejo de los Recursos Naturales. 
 
El Directorio del Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales y del Ambiente IRENA 
estaría integrado por los siguientes miembros:(art. 1)  
 
a) El Director General del Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales y del Ambiente, y 
su suplente; 
b) El Ministro de Planificación y su suplente; 
c) El Ministro de Desarrollo Agropecuario, y su suplente; 
d) El Ministro del Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos, y su suplente; 
e) El Ministro del Instituto Nicaragüense de Pesca, y su suplente; 
f) El Director General del Instituto Nicaragüense de Energía, y su suplente; 
g) El Director General del Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados, y su 
suplente; 
h) El Administrador General de la Corporación Forestal del Pueblo, y su suplente; 








i) Un Representante de los Trabajadores del Sector Forestal, y su suplente; 
j) Un Representante de los Trabajadores del Sector Pesquero, y su suplente; 
k) Un Representante de los Trabajadores del Sector Minero, y su suplente 
 
La presidencia de este Directorio le correspondía al Director General del Instituto 
Nicaragüense de Recursos Naturales y del Ambiente o a su suplente.
107
 Este Directorio 
sesionaría ordinaria cada treinta días y en forma extraordinaria cuando fuere convocada por 





De acuerdo al artículo 9 de este Decreto las atribuciones del Directorio eran las medidas 
necesarias para el cumplimiento de las disposiciones del Decreto-Ley Número 112 
Aprobado el 9 de octubre de 1979,  LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO 
NICARAGÜENSE DE RECURSOS NATURALES Y DEL AMBIENTE (IRENA),  
órgano encargado de la planificación, administración, control, investigación, manejo y 
aprovechamiento racional de los Recursos Naturales,  a los cuales se les considera como 
patrimonio exclusivo del Estado, procurando una adecuada conservación y 
aprovechamiento de los Recursos Naturales. 
 
Entre las atribuciones del Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales del Ambiente 
(IRENA) se podían mencionar: (art. 10)  
 
1.-Realizar el estudio e inventario de los Recursos Naturales: clima, agua, suelos, 
subsuelos, minerales, bosques, vegetación, pesca y vida silvestre, en sus ambientes 
terrestres, lacustre, fluviales, litorales, mar territorial y patrimonial y espacio aéreo. 
2.-Reglamentar el uso y el aprovechamiento de los Recursos Naturales del país, para lo cual 
tendría a su cargo lo relativo al otorgamiento, supervisión y suspensión de las concesiones, 
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licencias y permisos respectivos; a la movilización de los productos forestales, de fauna, 
minerales y energéticos. 
 
3.-Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas que aprovechen los Recursos 
Naturales bajo licencia, concesión o permiso. 
 
4.-Vigilar y asesorar las actividades y obras necesarias para el desarrollo, la conservación y 
aprovechamiento racional y sostenido de los Recursos Naturales y del Ambiente. 
5.-Prospectar el territorio nacional en busca de recursos minerales y fuentes energéticas 
para su debido aprovechamiento por parte de las agencias que el Estado designe. 
 
6.-Asesorar las distintas dependencias estatales y privadas que lo soliciten en todo lo 
relacionado con la materia de recursos naturales y calidad ambiental. 
 
Este Consejo Directivo tenía a cargo el otorgamiento, supervisión y suspensión de las 
Concesiones, licencias y permisos de los recursos minerales. 
 
4.3.- Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH) 
 
Luego  se da la creación de la Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Minas e 
Hidrocarburos (INMINEH)
109
, el cual era un ente autónomo con patrimonio propio, con la 
creación del INMINEH se podían establecer Empresas Estatales y Mixtas, en la que si 
podría haber una pequeña participación privada, pero era mayoritaria por parte del Estado, 
con esta nueva Ley las facultades, bienes, derechos y obligaciones que antes pertenecían a 
la Corporación Nicaragüense de Desarrollo Minero le son otorgadas al Instituto 
Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH). 
 
INMINEH es un ente de duración indefinida con personalidad jurídica, cuyo objetivo es la 
explotación racional de los recursos minerales y de hidrocarburos. 
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Entre las atribuciones de este Instituto se dispuso que fueran:( Art. 3) 
 
1.- Llevar a cabo el estudio de los recursos minerales y de hidrocarburos del país, levantar 
el inventario de los mismos y realizar las labores de exploración para determinar 
cuantitativamente el potencial de tales recursos. 
 
2.- Extraer y procesar los recursos minerales y de hidrocarburos, y establecer las 
instalaciones que se requieran para llevar a cabo estas actividades. 
 
3.- Comercializar los productos derivados de la explotación de los recursos minerales y de 
hidrocarburos. 
 
4.- Planificar las actividades del sector minero y de hidrocarburos, conforme a los 
lineamientos y objetivos de desarrollo socioeconómico del Gobierno. 
5.- Recopilar y sistematizar la información disponible y elaborar la que sea necesaria, para 
la formulación de programas y proyectos de desarrollo de los recursos minerales y de 
hidrocarburos. 
 
6.- Diseñar y desarrollar programas de investigación científica y tecnológica en materia de 
recursos minerales y de hidrocarburos. 
 
7.- Reglamentar, coordinar y supervisar la participación de los diversos organismos que 
pudieran concurrir a las actividades propias del sector minero y de hidrocarburos. 
 
8.- Elaborar las recomendaciones necesarias para la nueva regulación jurídica de las 
actividades a realizarse en el país en materia de recursos minerales y de hidrocarburos. 
 
9.- Reglamentar el uso y aprovechamiento de los recursos minerales y de hidrocarburos. 
INMINEH será la única entidad gubernamental competente para otorgar, supervisar y 
cancelar permisos de reconocimiento licencias y concesiones de exploración y explotación 
de dichos recursos. 








10.- Vigilar el estricto cumplimiento de todas las disposiciones jurídicas que se refieren a 
recursos minerales y de hidrocarburos y en materia de su competencia aplicar las sanciones 
que la Ley señale para los casos de infracción. 
 
11.- Establecer Empresas Estatales o mixtas con participación mayoritaria del Estado, 
coordinándolas y asesorándolas en la investigación, prospección, extracción, procesamiento 
y comercialización de los recursos minerales y de hidrocarburos y sus derivados. 
 
12.- Realizar la coordinación necesaria con IRENA para que las actividades del INMINEH 
se lleven a efecto respetando las normas sobre conservación y ambiente. 
 
13.- El conocimiento y despacho de todos los asuntos relacionados con los recursos 
minerales e hidrocarburos. 
 
Su Dirección y Administración, estaba a cargo de un consejo Directivo, conformado  por 
un Director y Subdirector, mismo que se encargaba de la organización y funcionamiento de 
este Instituto, autorizaba apertura de sucursales, aprobaba balances generales, designaba 
representantes en el extranjero, aprobaba el presupuesto anual del Instituto entre otras 
atribuciones que se le concedían a este Consejo. 
El director de INMINEH, tenía rango de Ministro de Estado en materia de recursos 
minerales y de hidrocarburo. Tanto director como subdirector, eran nombrados por la Junta 
de Gobierno de Reconstrucción Nacional. 
 
4.4.- Ley de Comercialización, Impuestos y excedentes sobre oro y la Plata. 
Decreto Ley Nº 637 del 10 de febrero de 1981. 
Publicado en La Gaceta Nº. 38 del 17 de febrero de 1981 
 
Comercialización. 
El único comprador, administrador y comercializador de la producción nacional de oro y 
plata en el país era el Banco Central de Nicaragua.
110
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El Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH) debía vender al Banco 
Central la totalidad de la producción de oro y plata. 
 
El precio debía cubrir los costos de producción y los recursos para los programas anuales 
de inversión de Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH) 
 
En la determinación del precio intervenía el Banco Central, el Instituto Nicaragüense de 
Minas e Hidrocarburos (INMINEH) y el Ministerio de Finanzas. 
 
Los costos de refinamiento y comercialización de los metales (oro y plata) en que incurría 
el Banco Central, eran aprobados por el Banco Central y el Ministerio de Finanzas, y por 
último asumidos por el fisco. 
 
Impuesto: Se creó un impuesto sobre la comercialización interna y externa del oro y la 
plata. El Banco Central era el responsable de enterar y acreditar el impuesto a favor del 
Ministerio de Finanzas. Además esta ley estableció que el impuesto sería el cien por ciento 
neto del excedente del precio de las ventas hechas por el Banco en la comercialización de 
dichos metales. 
 
Si el oro y la plata recibidos de INMINEH no eran vendidos por utilizarse en reserva del 
banco; el impuesto se efectuaría trimestralmente a partir de la fecha en que se recibieron los 
metales. Esta ley sólo se aplica al oro y plata adquiridos por el INMINEH mediante el 
medio de extracción. 
 
4.5.- Ley orgánica del Instituto Nicaragüense de la Minería (INMINE) 
 
Con la creación de INMINE
111
 Ente autónomo de duración indefinida con su personalidad 
Jurídica y patrimonio propios, teniendo plena capacidad para adquirir y contraer 
obligaciones, se deja de reglamentar lo relacionado a los hidrocarburos que ya estaba 
establecido en las leyes antecesoras, y se le otorgaban nuevas facultades tales como 
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organizar asociaciones, sociedades, cooperativas, complejos y colectivos de producción 
minera, ésta era la única entidad gubernamental competente para otorgar, supervisar y 
cancelar permisos de reconocimiento licencias y concesiones de explotación y exploración 
de dichos recursos mineros. En resumen era la única instancia que velaba por todos los 
asuntos relacionados con los recursos minerales. 
Estas atribuciones reflejaban la competencia absoluta y exclusiva que en materia de 
regulación del aprovechamiento al igual que en el otorgamiento de derechos mineros, se le 
atribuía al antiguo INMINE. En ningún caso se hacía referencia en este decreto a 
competencia alguna por parte de los Municipios. 
 
El objeto de este Instituto era la explotación racional de los Recursos Minerales, por lo cual 
adquiere los bienes, derechos y obligaciones del Instituto Nicaragüense de Minas e 
Hidrocarburos (INMINEH) 
 
A diferencia de INMINEH, INMINE no tenían un Consejo Directivo, su dirección y 
administración estaba a cargo de un Director y un Subdirector 
 
El Instituto Nicaragüense de la Minería (INMINE) entre las atribuciones que tenía eran: 
(Art. 3) 
 
1.- Llevar a cabo el estudio de los recursos minerales del país, levantar el inventario de los 
mismos y realizar las labores de exploración para determinar cuantitativamente el potencial 
de tales recursos. 
 
2.- Extraer y procesar los recursos minerales y establecer las instalaciones que se requieran 
para llevar a cabo esas actividades. 
 
3.- Comercializar los productos derivados de la explotación de los recursos minerales. 
 
4.- Planificar las actividades del sector minero conforme los lineamientos y objetivos del 
desarrollo socio-económico del Gobierno. 








5.- Recopilar y sistematizar la información disponible, y elaborar la que sea necesaria, para 
la formulación de programas y proyectos de desarrollo de los recursos minerales. 
 
6.- Diseñar y desarrollar programas de investigación científica y tecnológica en materia de 
recursos minerales. 
 
7.- INMINE sería la única entidad gubernamental competente para otorgar, supervisar y 
cancelar permisos de reconocimiento, licencia y concesiones de explotación y exploración 
de dichos recursos mineros. 
 
8.- Organizar empresas estatales o mixtas con participación mayoritaria del Estado, que 
tengan por objeto la investigación, prospección, extracción, procesamiento y 
comercialización de los recursos minerales, como también otras destinadas directa y 
exclusivamente a lograr una mayor eficacia de las primeras. 
 
9.- Organizar asociaciones, sociedades, cooperativas, complejos y colectivos de producción 
minera. 
 
Este Instituto no conoce nada referente a Hidrocarburos, y se convirtió en la única entidad 
gubernamental competente para otorgar, supervisar y cancelar permisos de reconocimiento, 
licencia y concesiones de explotación y exploración de recursos mineros. 
 
El Instituto Nicaragüense de la Minería (INMINE) fue sucesor Legal sin solución de 
continuidad de todos los bienes, derechos adquiridos y obligaciones legalmente contraídas 
por el Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH), cuya personalidad 
quedo jurídicamente extinguida. (Art. 8)  
 
4.6.- Ley Orgánica de la Corporación Nicaragüense de Minería (INMINE) 
 
Por medio del decreto Nº 377 del 10 de junio de 1988 se crea la Ley Orgánica de la 
Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE), publicado en La Gaceta Nº 136 del 18 de 








julio de 1988, era una entidad estatal descentralizada, con Personería jurídica y Patrimonio 
Propio, de duración indefinida, teniendo como finalidad organizar, dirigir, administrar y  
promover la actividad empresarial del Estado en la producción mineral y en actividades 
conexas, en donde se estableció que a la Corporación (INMINE) le corresponde el manejo 
integral de los recursos mineros y de las empresas bajo su dominio y posesión. Igualmente 
la explotación de los recursos naturales consistentes en minas y canteras, se realizará 
preferentemente por medio de la Corporación y sus minas, y que la explotación de minas y 
canteras por personas naturales, nacionales o extranjeras distintas de la corporación 
(INMINE), requiere el otorgamiento de una Licencia de parte del Ministerio de Economía, 
Industria y Comercio o la Suscripción de Contratos de Explotación. 
Este decreto deja de nuevo definida con claridad la competencia que de modo exclusivo 
tenía el Ministerio de Economía, Industria y Comercio para el otorgamiento de derechos 
mineros para la explotación de minas y canteras por parte de personas naturales o jurídicas, 
nacionales y extranjeras. Nuevamente no se define de modo alguno que el Municipio tenga 
competencia en esa materia. 
 
En cuanto a su dirección y administración, existía un Consejo superior de Dirección que era 
la  Máxima Autoridad, había un presidente ejecutivo 
 
Esta Corporación (INMINE) adquirió los bienes, derechos y acciones del Instituto 
Nicaragüense de la Minería (INMINE) 
 
Algunas de las Funciones de la Corporación Nicaragüense de Minas se encontraban: 
(Art.6) 
 
1.- Fomentar y desarrollar las empresas mineras bajo su dominio y posesión. 
2.- Dirigir, supervisar, coordinar y controlar las empresas existentes y las que fueren 
creadas 
3.- Conceder a la empresa de su propiedad préstamos con fondos propios. 
4.- Gestionar créditos, donaciones y asistencia técnica para su desarrollo y el de sus 
empresas. 








5.- Constituir empresas que favorezcan el desarrollo de la minería en el país. 
6.- Comercializar los productos derivados de la explotación de los recursos minerales. 
 
Esta Corporación fue la sucesora sin solución de continuidad de todos los bienes, derechos 
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5.- Periodo de 1990 a la fecha 
 
El 2 de mayo de 1990, se aprueba el Decreto-Ley Nª 7-90, a través del cual se crea La Junta 
General de Corporaciones Nacionales Del  Sector Público (CORNAP), la que estaba 
adscrita a la presidencia de la república, estaba conformada por tres miembros los que eran 
nombrados por el presidente de la república,  entre sus principales funciones estaba 
proponer al presidente de la república las áreas y políticas de actividad económica en que 
deba existir y desarrollarse la función empresarial del estado, designar a los representantes 
del estado en el organismo de dirección superior de las corporaciones del sector público y 
nombrar a su principal ejecutivo, con el cargo de presidente ejecutivo, informar al 
presidente de la república sobre la situación de las corporaciones del sector público y ser el 
órgano de comunicación entre ellas y la presidencia de la república, etc. 
A la CORNAP le son transferidas todas las facultades que la Ley Orgánica de la 
Corporación Nicaragüense de Minas le otorgaba al Ministro. 
  
5.1.- Privatización de las Empresas de la Corporación Nicaragüense de Minas 
(INMINE), Acuerdo Presidencial No 98-94, aprobado el 11 de abril de 1994.- 
 
Se Considera que el Estado únicamente debe ejercer una función normativa reguladora de 
la industria minera, en vista que el desarrollo y comercialización de las actividades mineras 
es más propia de la función empresarial de la iniciativa privada. Que la empresa privada 
tenía mayor  capacidad económica para implementar una modernización de estas 
actividades mediante la renovación tecnológica de maquinarias y de equipos y 
herramientas, para su mantenimiento y reparación. 
 
Debido a la anterior se buscaba que la privatización de los bienes de las distintas empresas 
adscritas a la Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE), ayudara al incremento de la 
eficiencia y productividad en la producción minera. La privatización se llevo a cabo por la 
Junta General de Corporaciones Nacionales del Sector Público (CORNAP). 








Se facultó a la CORNAP a proceder a la Negociación o enajenación de los bienes bajo 
control y administración del Estado en las distintas Empresas que conforman INMINE. Si 
los bienes debía ser devueltos a particulares, la CORNAP podía negociar y convenir los 
montos que debían reconocer a favor del Estado. 
Los bienes también se podían vender a terceros y/o trabajadores de estas empresas. El 
Procurador General de Justicia, podía comparecer ante Notario a realizar venta o cualquier 
acuerdo que se refiriese a los bienes de INMINE. 
 
5.2.- Reestructuración Institucional del Sector Minero. (Decreto No 39-95, aprobado 
el 20 de Junio de 1995). 
 
Se dispuso que el Ministerio de Economía y Desarrollo fuera el organismo Estatal de 
formular e implementar las políticas de explotación racional de los recursos minerales, 
considerados patrimonio nacional. 
 
Entre algunas de las funciones que le correspondían están (art. 2): 
 
1.- Conocer, examinar y resolver sobre las solicitudes de exploración y explotación de 
recursos minerales y sobre licencias y permisos relativos a la actividad del sector. 
 
2.- Formular, orientar y promover la Política Minera del Gobierno. 
 
3.- Coordinar todas las actividades de la minería en conjunto con los demás  Ministerios e 
Instituciones. 
 
4.- Suscribir a nombre del Estado contratos de concesión, para la exploración y explotación 
de Recursos minerales, metálicos y no metálicos y conferir licencias y permisos 
relacionados con la actividad del sector. 
 
5.- Desarrollar y mantener el catastro minero, así como implementar y manejar el Registro 
Central de derechos mineros. 








La Dirección General de Recursos Naturales, dependencia del MEDE ejercía las funciones 
y facultades del MEDE en el sector minero, consistente en administrar y hacer cumplir la 
ley, reglamentos, diligencias administrativas y observancia del cumplimiento de las 
obligaciones de los concesionarios de minas. (Art. 3.) 
 
Se creó el Servicio Geológico Minero (SGM), para apoyo en la investigación e información 
a la Dirección General de Recursos Naturales. El SGM tenía un consejo de administración 
conformado por tres miembros del MEDE, MARENA e INETER. 
 
Este Decreto Ejecutivo señala algunas funciones de MARENA, consistente en emitir 
normas técnicas, guías metodológicas, disposiciones administrativas de carácter ambiental 
y proyectos mineros, por ser el encargado del monitoreo de calidad ambiental y también 
aplicar la legislación ambiental. La Junta General de la Corporación del Sector Público 
(CORNAP) traspasó a la Dirección General de Recursos Naturales y al Servicio Geológico 
Minero, los activos que fueron de la Corporación Nicaragüense de minas (INMINE) 
Se creó un Fondo Minero formado por ingresos provenientes de pagos de derechos de 
exploración, explotación, licencias, permisos y multas para el desarrollo minero. 
 
Los procedimientos para la obtención de derechos mineros y revalidación de los mismos, 
los reglamentaría el Ministerio de Economía y Desarrollo (MEDE) (Art. 11), además se 
dispuso que la Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales y la Ley 
Especial de Minas y Canteras, se seguirían aplicando mientras no se crearan, nuevas 
disposiciones, (Art. 12), las dos leyes mencionadas todavía se encontraban vigente, pues ni 
la última ley Especial sobre Explotación y Explotación de Minas Ley 387, las derogas, las 
tres son de aplicación práctica que regulan nuestro Derecho Minero vigente. 
 
5.3.- Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas (Ley No 387, aprobada 
el 26 de junio de 2001) 
 
Nicaragua posee diversos recursos minerales que forman parte de los recursos naturales 
más importantes del país, cuya explotación debe estar supeditada a satisfacer las 








necesidades de la población y del desarrollo del país mediante las inversiones nacionales y 
extranjeras en pro del beneficio nacional. 
 
EL Ministerio de Fomento, Industria y Comercio con esta ley es la institución encargada de 
la aplicación de las disposiciones contempladas en la esta ley, la que tenían por objeto 
establecer el régimen jurídico para el uso de los recursos naturales de la nación, guardando 
relación con la Ley General de Riquezas Naturales y la Ley Especial sobre exploración y 
Explotación de Minas y Canteras, las se encontraban vigentes, la Dirección General de 
Recursos Naturales, (DGRN), era el órgano encargado de conocer, otorgar o rechazar 
solicitudes de concesiones de Exploración y Explotación de  
Minas. 
La Ley 290 ―Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo‖ en 
su art. 22 Literal C, le otorgaba al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC) 
las siguientes facultades que se refieren al aprovechamiento de los recursos naturales:  
c) En materia de aprovechamiento de los recursos naturales del Estado:  
 
1) Formular, proponer, dirigir y coordinar con el Ministerio del Ambiente y de los Recursos 
Naturales la planificación del uso y explotación de los Recursos Naturales del Estado. 
Formular las políticas de fomento y promoción del uso de los recursos, en coordinación con 
los organismos del ámbito y con las organizaciones sociales; 
 
2) Administrar el uso y explotación de los siguientes recursos naturales del Estado: minas y 
canteras; las tierras estatales y los bosques en ellas; los recursos pesqueros y las aguas; todo 
esto mediante la aplicación del régimen de concesiones y licencias vigentes, conforme a las 
normas de sostenibilidad técnicas y regulaciones establecidas por el Ministerio del 
Ambiente y de los Recursos Naturales (MARENA). Coordinar y Administrar el Sistema de 
Catastro de los mismos; 
 
3) Tramitar de acuerdo a la Constitución Política y las leyes, las solicitudes de concesiones 
y licencias, negociar los términos de las mismas y otorgarlas; así como suspenderlas y 
cancelarlas cuando violen las normas técnicas y regulaciones establecidas por el Ministerio 








del Ambiente y de los Recursos Naturales (MARENA) y planificar la investigación base de 
los recursos naturales estatales; 
 
El artículo 49 de la misma ley 290, se refiere a la reestructuración institucional del Sector 
Minero:  
a).- Promover la política de uso y explotación racional de los recursos minerales, metálicos 
y no metálicos propios de su competencia. 
b).- Aplicar las normas técnicas de seguridad y protección del medio ambiente en 
coordinación con los Ministerios del Ambiente y de los Recursos Naturales, del Trabajo y 
de Salud y supervisar su cumplimiento. 
c).- Apoyar, revisar, calificar e informar sobre solicitudes de exploración y explotación de 
los recursos naturales de su competencia. 
d).- Supervisar las actividades y el cumplimiento de las obligaciones de los concesionarios 
y otros usuarios del recurso. 
e).- Aplicar las sanciones establecidas en la ley. 
f).- Participar en coordinación con el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales 
(MARENA) en el proceso de evaluación de los impactos ambientales. 
g).- Ejecutar programas de fomento de la actividad estipulada en el literal a) de este 
articulo. 
La Administración Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo)  era la entidad que de forma 
desconcentrada administraba las atribuciones del MIFIC anteriormente señaladas. La 
Administración de Recursos Geológicos (AdGeo), auxiliaba a la Dirección General de 
Recursos Naturales, apoyando en la administración sectorial de la explotación racional de 
los recursos naturales, así como también definir la planificación sectorial y las políticas 
tanto generales como específicas, así como las normas técnicas para el uso adecuado de los 




Dicha ley define que los recursos minerales existentes en el suelo y en el subsuelo del 
territorio nacional son del dominio absoluto e inalienable e imprescriptible del Estado, es 
                                                 
113 Articulo 125 incisos 1 y 5 del Decreto 71-98, Reglamento de la Ley 290 ―Ley de Organización, 
Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo. 








decir al igual que la Ley General y Especial se continúa adoptando el Sistema Demanial, en 
que los recursos minerales son propiedad del Estado, y los clasifica en: 
 
1.- Las sustancias cuyo principal contenido comercial o industrial sean elementos 
metálicos. 
 
2.- La sustancia o sustancias cuyo principal contenido comercial o industrial sean 
elementos no metálicos. 
 
3.- Las sustancias minerales y rocas de empleo directo en obras de infraestructura y 
construcción que no requieren más operaciones que la de arranque, fragmentación y 
clasificación y la sal en su estado natural. 
 
Se introduce la minería metálica y la minería no metálica, ambas se encontraban regidas en 
un solo cuerpo. En la Ley Especial de 1965, se otorgaba al particular el derecho de 
propiedad y de explotación sobre la minería metálica y hacía una distinción de estas 
sustancias. 
  
En la Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras, los yacimientos 
naturales de sustancias minerales los divide en Canteras y minas, Esta nueva Ley de Minas 
no utiliza el término Cantera, pues al referirse a este tipo de sustancias minerales las señala 
como minerales o rocas de empleo directo en obras de infraestructura y  construcciones, la 
Ley General sobre explotación de riquezas naturales, a los recursos minerales los clasifica 
como recursos no renovables. 
 
Con respecto a las actividades de exploración y explotación, se realizaran bajo el título de 
concesión minera, de conformidad con esta ley, su reglamento, la legislación ambiental 
vigente y demás normas técnicas aplicables. Una vez establecida la concesión minera se 
podía dar inicio a las actividades mineras de acuerdo a los periodos señalados. 
 
 








5.3.1 Comisión Nacional de Minería. 
 
La Comisión Nacional de Minería, creada por primera vez en la Ley Especial de Minas y 
Canteras en 1965,  en esta Nueva Ley Especial de Minas, se crea de una manera muy 
similar, a la de 1965, como órgano asesor del Ministerio de Fomento Industria y Comercio 
en materia minera. Esta Comisión está a cargo del Director Ejecutivo de la Administración 
Nacional de Recursos geológicos, del Ministerio de Fomento Industria y Comercio, además 
que está integrado por varios representantes, aquí ya se incluye representaciones de los 
Consejos de las Costa Atlántica. 
 
Funciones de la Comisión Nacional de Minería: 
1.- Analizar y promover políticas que en materia de desarrollo y promoción del sector 
minero pueda dictar el poder ejecutivo. 
2.- Informar y promover el aporte del sector minero al desarrollo sostenible del país. 
3.- Revisar periódicamente los problemas del sector minero y presentar propuestas al 
Ministerio de Fomento, Industria y Comercio. 
4.- Asesorar al MIFIC en todos los asuntos relacionados al sector minero que se sometan a 
su consideración. 
 
5.3.2 Derechos Mineros. 
 
Esta Ley establece que Exploración consiste en los trabajos superficiales y profundos que 
tenían el fin de: 
-Determinar la existencia de yacimiento. 
-Estudiar posibilidades y condiciones de futura explotación y utilización industrial. 
-Continuar con los indicios descubiertos. 
 
También se señalan las siguientes características de la concesión minera de Exploración: 
1.- Es un Inmueble, en esta parte difiere a lo que establece La Ley de 1965, en su art. 27, 
dispone que la concesión de exploración constituye un derecho mobiliario. 








2.- Constituye derechos reales, distintos al de la propiedad de la tierra o fundos 
superficiales en que se encontraban, aunque ambas pertenezcan a una misma persona. 
 3.- Se otorgaba al primer solicitante en tiempo de un lote minero sobre terreno libre. 
4.- Se entenderá como terreno libre aquel que no esté cubierto por una concesión. 
5.- El lote de la concesión minera será delimitado por un polígono con lados orientados 
Norte, Sur, Este y Oeste conforme el Sistema de Coordenadas Universales Transversales 
Mecators (UTM), el área máxima que tendría es de 50 mil hectáreas y se otorgaba por un 
periodo de  veinticinco años prorrogables por otro periodo igual. 
 
 La Ley General disponía que cada concesión debiera comprender una sola área, sin 
solución de continuidad, la cual tendría la forma de un cuadrilátero de una latitud no menor 
de un tercio de su longitud con sus lados orientados de Norte a Sur y de Este U oeste, salvo 
cuando las condiciones del terreno u otras causas semejantes no permitan dicha 
demarcación, o cuando sea conveniente usar algún lindero natural como la orilla del mar, 
de un lago, un río, u otro, del mismo género, también disponía que la concesión de 
exploración tendría un término de duración no mayor de tres años prorrogables. 
 
La Ley Especial de 1967 disponía que la concesión de explotación de largo plazo se 
otorgaba por un periodo máximo de cincuenta años y mínimo treinta, la de corto plazo era 
por término máximo de veinte años. 
 
La Concesión minera de Explotación abarcaba: 
-Extracción de las sustancias minerales. 
-Aprovechamiento industrial y comercial de las sustancias descubiertas. 
 
Además  referente a la explotación, la concesión minera. 
Podía ser divida, cedida, traspasada y arrendada en forma total o parcial fusionada con otras 
concesiones. 
 
En la Exploración y Explotación el incumplimiento de la concesión minera, queda sujeta a 
las sanciones establecidas en las leyes y reglamentos de la materia 








Las concesiones mineras podían ser dividas, cedidas, traspasadas, arrendada en forma total 
o parcial, fusionada con otras concesiones, gravadas e hipotecadas. 
 
5.3.3 De las Concesiones Mineras. 
 
Toda concesión minera debe solicitarse por escrito directamente por el interesado, 
representante o apoderado acreditado, ante la Dirección General de Recursos Naturales del 
MIFIC, quien otorgará por medio de acuerdo ministerial, en un plazo máximo de ciento 
veinte días, contados a partir de la recepción de la solicitud, para las ubicadas en la Región 
Autónoma de la Costa Atlántica y de noventa días en el resto del país, aunque la concesión 
minera podía ser denegada cuando no tenían los requisitos establecidos en el artículo 33 de 
la ley y disposiciones del reglamento. La solicitud de prórroga debe presentarse a más 
tardar seis meses antes de la fecha en que esta expire a la Dirección General de Recursos 
Naturales. 
 
La solicitud de concesión minera debía expresar la definición exacta del perímetro 
solicitado y debía  ser determinada en el terreno por mojones situados en cada una de sus 
vértices y por lo menos uno de ellos en relación a un punto invariable del terreno. 
A la solicitud se acompañara: 
a).- Un mapa del territorio nacional a la escala 1.50, 000 donde se indique ubicación de la 
zona a que se refiere la solicitud. 
b).- Un plano topográfico de escala conveniente orientada al norte verdadero, indicando 
exactamente la ubicación del mojón de referencia. 
c).- Una breve reseña técnica de los trabajos que piensa realizar y los documentos que 
puedan aportarse anteriores a la concesión sobre el área que se estaba solicitando. 
 
En lo que respecta al vencimiento: la concesión minera que resulte de la unión de dos o 
varias concesiones mineras expirará a la fecha de expiración de la más antigua y las que 
resulten de una desmembración tendrían la misma fecha de expiración de la concesión 
minera original. 
 








5.3.4 De la Pequeña Minería y la Minería Industrial. 
 
Se entiende por pequeña minería el aprovechamiento de los recursos mineros que realizan 
personas naturales o jurídicas que no exceden una capacidad de extracción y/o 
procesamientos de quince toneladas métricas por día; requiriéndose de una licencia especial 
otorgada por el MIFIC para la realización de esta actividad. En la Ley Especial de  Minas y 
Canteras de 1965, dispone en su art. 78 que cuando el oro se presente en pequeñas vetas 
superficiales o en el lecho de los ríos y cuando es objeto de explotación rudimentaria de 
acuerdo con la artesanía y las costumbres, se entiende como explotación rudimentaria, y 
además la Dirección General de Riquezas Naturales otorgaba una tarjeta especial de minero 
a las personas que se dedicaran al trabajo de guiriseo y a lavar oro. La Ley Especial de 
1965 no hace una división entre lo que debe entenderse por Minería industrial o artesanal, 
ni mucho hace la distinción que la pequeña minería la podían realizar personas jurídicas y 
solo hace referencia a las personas naturales. 
 
Por Minería Artesanal, se entiende el aprovechamiento de los recursos minerales que 
desarrollen personas naturales de manera individual o en grupos organizados, mediante el 
empleo de técnicas exclusivamente manuales, en un área que no supere el 1% del área total 
concesionada. 
 
El MIFIC realizará y actualizará periódicamente un inventario de las áreas o territorios 
liberados, aptos para el desarrollo de la Minería artesanal, con un periodo máximo de 
vigencia de cinco años aptos para la actividad. 
Las actividades para la pequeña minería y la minería artesanal no serían permitidas dentro 
de las áreas amparadas por una concesión minera, donde se realicen actividades de 
explotación, salvo que se realicen actividades de exploración. 
5.3.5 Registro de Concesiones Mineras. 
 
La Ley General sobre explotación de Riquezas naturales, también tenían normas 
administrativas que regulan el registro de las concesiones mineras; Un Libro Especial que 
se llevaría en Registro Público de la Propiedad en que se inscribirían las concesiones de 








riquezas naturales; El Ministerio de Economía (hoy MIFIC) debía llevar un Registro 
Central de Concesiones de Riquezas Naturales, en que habían cuatro libros de 
inscripciones: Derechos y Concesiones Petroleros; Derechos y Concesiones mineros; 
Derechos y concesiones madereros; y Derechos y Concesiones Varios. 
 
En Esta nueva Ley Especial la administración Nacional de Recursos Geológicos, 
dependiente del MIFIC, registrará las concesiones mineras otorgadas (en el mapa geológico 
minero del país a disposición del público) en el que se inscribirá actos y contratos tales 
como: 
a.- Títulos de concesiones mineras, prorrogas, declaraciones de su nulidad o cancelación 
que se inscribirán de oficio, surtirán efectos contra terceros a partir de su fecha de 
publicación. 
b.- Los actos o contratos relativos a la transmisión de la titularidad de concesiones mineras 
o de los derechos derivados, las promesa para celebrarlos, los gravámenes, que se 
constituyan en relación con la misma, así como los convenios que las afectan, surtirán 
efecto contra terceros desde el día de su publicación en la Gaceta. 
c.- Las resoluciones y acuerdos de ocupación y constitución de servidumbre, al igual que 
las que se emitan sobre su cancelación. 
d.- Resoluciones expedidas por autoridad judicial o administrativa que afecten concesiones 
mineras o los derechos que de ella se derivan. 
e.- Las sociedades titulares de concesiones mineras, al igual que su disolución, liquidación 
y las modificaciones a los estatutos de dichas sociedades que determine el reglamento de la 
misma. 
f.- Los avisos notariales preventivos con motivo de celebración de contratos. 
g.- Las anotaciones judiciales preventivas derivadas de reclamaciones por negativa, 
rectificaciones, modificaciones, nulidad o cancelación de inscripciones. 
h.- Las anotaciones preventivas para interrumpir la cancelación de inscripción de contratos 
y convenios sujetos a temporalidad. 
i.- Cualquier otro acto o contrato que afecte a las concesiones minerales. 
Del acápite d) al i) sufrirán contra terceros desde la fecha y hora de presentación en el 
Ministerio. 








Para proceder a la licitación de la concesión minera será requisito la expedición por parte 
del registro central de concesiones de MIFIC, de una certificación sobre los antecedentes y 
afectaciones que obren inscrita en relación con la misma. 
 
5.3.6 Derechos y obligaciones complementarios de los concesionarios. 
 
Toda actividad de exploración y explotación de realizarse dentro del perímetro establecido 
en la concesión minera, sin embargo, aquellas que necesariamente deban de realizarse fuera 
del perímetro, debía ser solicitada la autorización al MIFIC, quien concederá siendo este 
estrictamente necesario. 
 
Las actividades a realizarse dentro del perímetro serían: 
1.- Ejecución de trabajos de exploración y explotación. 
-Establecimiento y utilización de plantas eléctricas e instalaciones para agua. 
-Preparación, lavado, concentración, tratamiento mecánico, químico o metalúrgico de la 
sustancias mineras. 
-Construcción de bodegas y viviendas para el personal. 
-Instalación de vías de comunicación, entre otros. 
 
2.- Cortar las maderas necesarias para los trabajos de acuerdo a las leyes de la materia. 
 
Es competencia del concesionario lo siguiente: 
-Reparar los daños en el suelo ocasionados por los trabajos, mediante una indemnización al 
dueño. 
-No podrá verter residuos, o desechos líquidos o sólidos de producción minera hacia 
cuerpos de agua. 
-Si la autoridad considera necesario la comunicación de minas vecinas, los concesionarios 
mineros no podrán oponerse a la ejecución de ello. 
 
5.3.7 De los pagos a que están afectos los concesionarios. 
 








Los titulares de una concesión minera, estarán obligados a los pagos siguientes: 
1.- Derechos de vigencia o superficiales. 
Se realizará semestralmente y por adelantado. Los beneficiados con títulos de concesiones 
mineras pagaran: 
Periodo  Equivalentes en moneda nacional (En Dólares por Hectárea) 
1 año    U$ 0.25 
2 año    U$ 0.75 
3 y 4 año   U$ 1.50 
5 y 6 año   U$ 3.00 
7 y 8 año   U$ 4.00 
9 y 10 año   U$ 8.00 
A partir de 10   U$ 12.00 
 
2.- El derecho de Extracción o Regalía 
Es el derecho proporcional sobre el valor de las sustancias extraídas determinada en el sitio 
de producción en el país, a partir del precio de ventas, restando de este último los costos de 
transporte entre el lugar de producción y el sitio de destino, teniendo un monto del 3% para 
todos los minerales. 
 
5.3.8 Del fondo de desarrollo minero y del uso de los derechos superficiales y  
 
La tesorería general de la República entregará lo recaudado en concepto de derechos de 
vigencia o superficiales de derechos de extracción o regalías a más tardar los 30 días de 
haber recibido, de acuerdo a la siguiente distribución. 
 
Concesiones mineras ubicadas en el territorio de las 
Regiones Autónomas del Atlántico 
Porcentaje de lo recaudado a 
recibir 
Municipios en Circunscripción de la concesión minera 35% 
Consejo Regional de la Reg. Autónoma del Atlántico 20% 
Tesoro Nacional 30% 
Fondo del Desarrollo Minero 15% 










Concesiones mineras ubicadas en el resto del país Porcentaje a recibir de lo 
recaudado 
Municipios en circunscripción de la concesión minera 35% 
Tesoro Nacional 50% 
Fondo del Desarrollo Minero 50% 
 
 
5.3.9 La inspección, vigilancia y fiscalización del Estado. 
 
La inspección, vigilancia y fiscalización de las operaciones relacionadas con los 
yacimientos minerales son competencia de la administración nacional de Recursos 
Geológicos (AdGeo), así como: 
 
-Conocer el aprovechamiento racional de los yacimientos. 
-Tener acceso a los trabajos del concesionario minero. 
-Conocer en conjunto con el MARENA: 
Los estudios de impacto ambientales de los proyectos mineros. 
Los primeros ambientales y programas de mitigación de los proyectos mineros. 
Programas de gestiones ambientales. 
Incumplimiento de las normas ambientales. 
-Aplicar sanciones. 
-Conocer el cumplimiento en materia de prevención, higiene y seguridad laboral. 
-Informar al MIFIC sus actividades. 
 
Se les debía notificar  todo accidente grave. 
 
Los concesionarios mineros deben enviar anualmente al MIFIC esos informes y 
documentos sobre: personal empleado, seguridad industrial, actividad minera, producción 
minera, inversiones y gastos. 









El contenido de esta Ley Especial tenían que guardar armonía con la Ley 290 y su 
reglamento, por tal razón el artículo 122 del Reglamento a la Ley de Organización, 
Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, establece que la Dirección General de 
Recursos Naturales (DGRN) ésta bajo la dependencia del MIFIC, y se encarga de tramitar 
los trabajos administrativos de inspección, vigilancia y fiscalización de las operaciones 
relacionadas a la explotación de las riquezas naturales del Estado: 
 
a).- Coordinar la formulación de la política de fomento y promoción del uso racional y 
sostenible de los recursos naturales del dominio del Estado, para su posterior aprobación 
por la autoridad correspondiente, en coordinación con el MARENA, y con las demás 
instituciones y agentes vinculados con la planificación sectorial. 
b).- Propiciar e impulsar la actualización del marco jurídico sectorial en función de las 
políticas que se definan. 
c).- Colaborar en la fiscalización del cumplimiento de las normas de protección ambiental y 
de sostenibilidad en el uso de los recursos naturales, con la participación de las 
administraciones desconcentradas encargadas y demás instituciones técnicas relacionadas 
con los recursos naturales. 
e).- Administración en forma eficiente, ágil y transparente el proceso de recepción y trámite 
de solicitudes para el otorgamiento de concesiones, licencias y demás derechos de acceso a 
los recursos naturales del dominio del Estado de conformidad con la legislación vigente. 
f).- Administrar el Sistema de Catastro y Registro Central de Concesiones y con la 
colaboración de las administraciones desconcentradas, el inventario nacional de recursos 
naturales. 
g).- Proponer la definición, mediante acuerdos ministeriales, de los procedimientos para el 
control del cumplimiento de obligaciones derivadas de los derechos otorgados y fiscalizar 
su monitoreo y control por las administraciones desconcentradas encargadas. 
h).- Ser instancia de resoluciones de conflictos y oposiciones y admitir los recursos de 
revisión presentados. 
5.3.10 Disposiciones Administrativas, civiles y penales. 
  








Todas las infracciones a esta ley serían constatadas por el personal técnico del MIFIC y por 




-Cuando el Concesionario oculta con fines fraudulentos sustancias extraídas de la 
concesión minera y será sancionada según las leyes de la materia por primera y segunda 
vez y por tercera vez se le cancelará la concesión. 
-La Exportación o venta de cualquier cantidad no declarada y se sanciona con una multa 
del doble de los impuestos defraudados por la primera vez y si es reincidencia con la 
cancelación de la concesión. 
 
Cualquier persona que denuncie al Estado una defraudación fiscal será gratificada. 
También será motivo de cancelación de la concesión minera la falta de pago al Estado 
durante tres meses de cualquiera de las obligaciones tributarias que establece la presente 
ley, y cualquier violación de las obligaciones cometidas por los concesionarios será 
sancionada con una multa pecuniaria de hasta el equivalente de veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de Norteamérica.  
 
-La concesión minera abarca la exploración y la explotación, cuya extinción, caducidad y 
nulidad depende de lo consignado en esta ley y su reglamento. 
-Ningún derecho o reclamo podrá tramitarse en las dependencias del MIFIC si el interesado 
no estaba solvente con las obligaciones derivadas de la concesión minera. 
 
La ley especial sobre exploración y explotación  de minas es complementaria de la ley 
general sobre explotación de riquezas naturales. También busca como tener el menor 
impacto ambiental posible al disponer que los trabajos que se realicen en las concesiones 
no deban afectar áreas donde existen localizadas o ubicadas fuentes de agua para el 
consumo humano. 
 
5.4.- Reglamento de la Ley 387 Ley Especial de Exploración y Explotación de Minas. 









5.4.1 Disposiciones Generales. 
 
Este Decreto tenía por objeto establecer las disposiciones reglamentarias para la aplicación 
de la Ley 387.  Basados en los Artos. 6 y 95 de la Ley ―Concesión minera‖ debía 
entenderse como ―Concesión Única‖ que incluye los derechos de exploración, explotación, 
beneficio y comercialización de los minerales definidos por las Legislación Minera. 
 
Igualmente se sigue reiterando que el Estado tenían el dominio de los recursos minerales, al 
establecerse que los recursos minerales  existentes, en el suelo y en el subsuelo del 
territorio nacional y la plataforma continental son patrimonio del Estado, además dispone 
que para extraer sustancias minerales  y rocas de empleo directo o aprovechadas comercial 
e industrialmente, el interesado debe solicitar una concesión minera, según los trámites 
previamente establecidos y prohíbe extraer materiales del lecho de ríos a menos que la 
actividad así lo amerite; El MARENA da el visto bueno para que el MIFIC otorgue la 
concesión. 
 
Cuando se vayan extraer rocas para aprovecharse comercial o industrialmente y sea con 
fines sociales o públicos para desarrollar proyectos de administración municipal o de 
gobiernos regionales, la autorización de extracción se solicita por escrito a la Dirección 
General de Recursos Naturales, siempre y cuando se cumplan los requisitos de solicitud. La 
DGRN verifica  si en el sitio solicitado existe una concesión minera vigente, de ser  así el 
titular de ella debe autorizar al interesado para la extracción. La DGRN extenderá la 
autorización en un plazo no mayor de treinta días hábiles. 
El ejecutor de la extracción estaba obligado a respetar los derechos de servidumbre y de 
propiedad de los fundos superficiales. 
 
5.4.2 Comisión Nacional de Minería 
 
Los representantes ante la Comisión son elegidos por las cámaras, asociaciones y/o 
empresas mineras legalmente constituidas. Las instituciones eligen a un representante del 








Pacifico y a uno del Atlántico, alternándolos en los cargos propietario y suplente, estos 
tenían voz y voto. Los miembros de la Comisión representantes del sector no 
gubernamental duraran dos años en sus cargos. 
La comisión hará quórum con la asistencia de la mitad más uno de sus miembros. Los 
acuerdos se toman por mayoría de los presentes, el presidente tenían voz y voto si ocurre 
empate. El financiamiento de la Comisión será incluido como una partida del presupuesto 
del MIFIC. 
 
Esta Comisión  se reunirá en sesiones ordinarias al menos 3 veces al año, citados todos 
ocho días hábiles con anticipación. Las sesiones extraordinarias se podrán convocar cuando 
el presidente o el secretario ejecutivo de la comisión lo solicite o al menos 5 de sus 
miembros, citados con 5 días hábiles de anticipación. El presidente o su delegado deben 
concurrir a toda resolución o acuerdo. 
La Comisión tendría las siguientes atribuciones:   
- Servir de instancia de participación, concertación e intercambio entre los actores 
involucrados a fin de proponer soluciones que beneficien al sector.  
- Recomendar al Gobierno reformas a las disposiciones legales, reglamentarias y orgánicas 
de la estructura institucional minera cuando lo considere apropiado, con el objetivo de 
agilizar y operativizar el sector.  
- Servir de instancia de discusión sobre los temas relacionados a la minería, recomendando 
al Gobierno acciones dirigidas a fomentar la actividad minera.  
- Elaborar las disposiciones complementarias necesarias para su organización. 
Entre las facultades y atribuciones de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión tenemos: 
1. Convocar a reuniones ordinarias y extraordinarias en su caso, estableciendo lugar, fecha 
y hora para su celebración.  
2. Ser el órgano de comunicación y coordinador de las relaciones entre las entidades 
estatales y el sector privado.  








3. Dar seguimiento a los acuerdos alcanzados en las sesiones.  
4. Asesorar en materia técnica a la Comisión Nacional de Minería.  
5. Llevar el Libro de Actas y dar lectura de la misma para la siguiente sesión.  
6. Autorizar con su firma las actas de la Comisión y cualquier documento que lo requiera.  
5.4.3 Derechos  Mineros. 
La Dirección General de Recursos Naturales será la instancia encargada de dar trámite a las 
solicitudes de concesiones mineras. Los actos de renuncia total o parcial de concesiones se 
notificarán por escrito a esta Dirección, también se solicita autorización de esta instancia 
cuando se realizan actos de división, cesión o traspasos. 
En caso de traspaso por subasta pública, los interesados deben obtener antes una aceptación 
condicional del MIFIC para participar en la subasta, y tener derecho a la adjudicación de la 
concesión. 
Para la inscripción en el Registro, los nuevos concesionarios deben presentar copia de 
recibo fiscal correspondiente a retención de la fuente por ganancia ocasional percibida. En 
toda cesión y traspaso las partes deben declararse solidarias en el cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas en el título de Concesión original. El arrendamiento solo se notifica 
a la DGRN. 
Los regímenes de exoneración de impuestos son excluyentes entre sí. Los derechos e 
impuestos sujetos a exoneración, incluyen entre otros: Los Derechos Arancelarios de 
Importación (DAI); El Impuesto Específico de Consumo (IEC) y El Impuesto General al 
Valor (IGV).  
Los concesionarios sujetos a exoneración según la Ley debían presentar anualmente  y 
dentro de los primeros seis meses de entrar en vigencia la concesión lo siguiente: 
-Esquema de producción por mineral a explotar, que incluya una relación insumo-producto, 
a partir de la cual se calcularán los coeficientes técnicos.  








-Listado de maquinaria, equipo, repuestos e insumos que importarán.  
-Niveles de inventario físico de los bienes importados, necesarios como reserva para el 
proceso productivo.  
-Certificación de estar inscritos en los Registros de Contribuyente de la DGI y de la DGA.  
-Plan anual de producción que especifique las cantidades de consumo de combustible.  
- Copia de solvencia fiscal.  
AdGeo certificara el cumplimiento de las obligaciones de los concesionarios en materia de 
derechos de vigencia y/o regalías derivadas de la concesión minera de la cual se solicita 
exoneración. AdGeo y la DGA, elaborarán, coordinados, anualmente la lista de insumos, 
maquinas y demás efectos que necesiten introducir al país. Además establecerán el 
procedimiento para el cálculo de los coeficientes técnicos y los índices de Rendimiento 
sobre el consumo de combustible. 
Para las solicitudes de exoneración de impuestos relacionadas con actividades de la 
concesión, se llena un formato de solicitud ante AdGeo, el cual una vez aprobado llevará la 
firma del Director Ejecutivo de AdGeo y del Director General de la DGRN.  
El titular de la concesión minera es responsable por toda actividad de exploración, 
explotación, beneficio y comercialización. Antes de iniciar la exploración y explotación 
todo concesionario debe presentar un permiso ambiental otorgado por MARENA. 
 
5.4.4 De las Concesiones Mineras. 
Toda solicitud de concesión debía hacer por escrito en duplicado ante la DGRN. La carta 
de solicitud debe llevar los datos de la persona natural o jurídica que solicita, numero RUC, 
y constancia de responsable retenedor del IGV, presentar localización del sitio de la 
concesión minera, así como una breve reseña técnica que indique los trabajos a realizar 
acompañada de planos, reportes, análisis y estimación de reserva. 
El amojonamiento de los vértices de la línea base del polígono solicitado se iniciara la más 
tardar dentro del mes del primer mes de vigencia de la concesión, concluyendo en el 








término de tres meses. La DGRN deber ser informada de esto. Presentada la carta-solicitud, 
la DGRN devolverá una copia al interesado, haciendo constar en ella la fecha y hora de su 
presentación para garantía del derecho de preferencia. Si la información está incompleta, al 
solicitante se le dará diez días hábiles después de presentar la solicitud para subsanar la 
falta. AdGeo emite  dictamen técnico en un plazo no mayor de quince días sobre la 
solicitud presentada a la DGRN, una vez recibido el dictamen, la DGRN verifica la 
disponibilidad del área dentro de diez días hábiles, el MIFIC resuelve la concesión 
conforme a derecho corresponde. 
El Gobierno Municipal emite su opinión en un plazo de 30 a 45 días hábiles, para esto 
integra una comisión bipartita compuesta por el MIFIC. Si el  Consejo Regional no aprueba 
la solicitud persistentemente, la DGRN rechazará la solicitud.  
El MIFIC emite el acuerdo ministerial definitivo de las concesiones en un plazo máximo de 
7 días y se notificara al interesado. En caso de otorgamiento el interesado debe aceptar en 
un plazo máximo de treinta días hábiles, para que DGRN le extienda certificación del 
acuerdo ministerial que constituye el título de concesión, el cual publicará en la Gaceta, 
inscribirá en el Libro de concesiones mineras del Registro Central de Concesiones y en el 
Registro Público de la Propiedad correspondiente, dentro de los siguientes 30 días hábiles, 
remitiendo copia de estos trámites a la DGRN. 
Contra todo acto administrativo derivado de la Ley y el reglamento, los afectados podían 
interponer los recursos señalados en la Ley de Organización, competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo. 
El suministro intencional de información falsa o alterada será causa de negación de la 
solicitud de concesión. 
Las solicitudes de prorrogas se presentan por escrito ante la DGRN, incluyendo 
documentos que muestren el volumen de trabajos geológicos mineros ejecutados. Esta 
solicitud será denegada cuando el titular de la concesión hubiera incurrido en alguna de las 
infracciones previamente estipuladas en la legislación minera. El MIFIC resolverá dicho 
trámite en treinta días hábiles. 








Para efectos de renuncia parcial o total, el titular de una concesión debía estar solvente con 
todas sus obligaciones y compromisos asumidos en el título de Concesión. En los 
siguientes tres meses el titular debe presentar ante AdGeo un informe consolidado de toda 
información y planos referentes a los yacimientos explotados y encontrados en el área de la 
concesión. 
La concesión minera resultado de la fusión de 2 o más concesiones, expirará a la fecha de 
la más antigua y sus titular asumirá los compromisos de las concesiones fusionadas. 
El arrendamiento de una concesión minera, no excederá el término de duración de la 
concesión. Tanto el arrendador como el arrendatario deben cumplir las obligaciones 
adquiridas por el titular. El arrendatario al emitir el pago al arrendador de la concesión 
minera, debía retener el 1% sobre la renta por retención en la fuente, si fuese responsable 
retenedor del IGV. 
Cuando existan varias solicitudes sobre áreas concesionadas liberadas, el MIFIC someterá a 
licitación el área libre entre los involucrados. 
Habrá un Comité de licitaciones Públicas de Concesiones Mineras que está constituido por; 
el Ministro del MIFIC, el Director General de DGRN, el Director de AdGeo, el Ministro de 
MARENA y el Ministro de MHCP 
El MIFIC a través de la DGRN publicará en dos diarios de circulación nacional, el 
respectivo anuncio de licitación por un término de dos días con intervalos mínimo de un día 
calendario. Dentro del término de 45 días hábiles contados a partir de la fecha de la primera 
publicación del aviso de licitación, los interesados presentarán sus ofertas en sobre cerrado 
a la DGRN, concluido ese término se informará a los interesados fecha, hora y local de la 
audiencia pública para abrir los sobres presentados. La DGRN emitirá dictamen previa 
consulta con AdGeo, en el plazo de 15 días, elevando informe al comité de licitaciones y a 
cada licitador. El comité decide a quién debe otorgarse la concesión, en un plazo de quince 
días. 
5.4.6  De la Pequeña Minería y la Minería Artesanal. 








Los programas para la promoción, desarrollo, evacuación y seguimiento de la pequeña 
minería y la minería artesanal los promueve el MIFIC por medio de AdGeo. Los pequeños 
mineros que deseen ejercer sus actividades deben presentar una carta de solicitud para 
obtener la licencia especial otorgada por el MIFIC a través de acuerdo ministerial. 
 Esta licencia se debe inscribir en el libro de registro de licencias especiales de pequeños 
mineros y será válido por tres años. La licencia especial no constituye derechos de 
exclusividad para el licenciatario; el área amparada por la misma no podrá sufrir ningún 
tipo de enajenación mientras dure la licencia. 
Los mineros artesanales para ejercer sus actividades,  requerirán de un  permiso especial 
extendido por la DGRN, este se inscribe en el libro de registros de permisos especiales para 
la minería artesanal. Se permitirá a los mineros artesanales realizar sus actividades en el 1% 
del área concesionada previo acuerdo con el concesionario. 
El MIFIC, previa consulta con MARENA, podrá declarar áreas de libre aprovechamiento 
para la minería artesanal, en todos los sistemas de drenaje existentes en el territorio 
nacional, para el aprovechamiento del oro aluvional. Para realizar minería artesanal será 
obligatorio cumplir con algunos criterios como: 
1.  Solamente podían extraer el oro aluvional en los ríos y quebradas.  
2. Al tratarse de depósitos de colas o desechos, planteles y minas abandonadas que se 
encuentren en terrenos de concesiones mineras vigentes, los interesados tendrían que 
obtener su respectivo permiso por parte del concesionario para el correspondiente laboreo 
en estos depósitos y sitios.  
3. El empleo de draga rústica solamente es permisible en ríos y quebradas de alta 
escorrentía y con operaciones rústicas y en drenajes alejados de las poblaciones que no son 
beneficiadas por ellas de acuerdo a las Normas Ambientales que le sean aplicables.  
4. Donde el oro se presenta en pepitas, en láminas o en granulometría gruesa se prohíbe el 
empleo de productos químicos para su recuperación.  
5. Para la recuperación y destilación del oro fino, oro en limo o polvo, combinado con el 
producto químico se tenían que hacer en circuito cerrado. Para este fin, se utilizará la 
retorta que impide que se volatilice el producto químico.  








6. Se prohíbe el empleo directo de productos químicos en circuito abierto en los métodos de 
recuperación del oro aluvional.  
7. Las zanjas, trincheras, catas y otros similares, ejecutados en las terrazas, los mantos, 
suelos residuales, depósitos de colas y desechos estériles de las minas deben ser rellenadas 
con el mismo material una vez terminada la operación minera y no deben ser vertidas a los 
ríos y quebradas,  
8. Al abandonar el sitio de operación se debe desmontar las pequeñas estructuras 
construidas, como chozas, techos y demás, que protegen las obras y las albergan, así mismo 
las trampas o pequeñas represas en los ríos.  
 
5.4.7 De las Plantas de Beneficio 
 
Los titulares de concesiones mineras gozarán  del derecho inherente de establecer sus 
propias plantas de beneficio previo registro e inscripción ante la DGRN. Toda planta de 
beneficio que no pertenezca al titular de la concesión minera en que este ubicada debe ser 
aprobada por el mismo e inscribirse en al DGRN y control AdGeo. 
 
Capítulo VII 
Del Registro Central de Concesiones 
 
La DGRN tenía a su cargo el Registro Central de Concesiones; en el que se debían 
inscribirse los títulos, actos y contratos. Para cumplir esto la DGRN tendría  libros de 
registro individuales de solicitudes y modificaciones de concesiones mineras, de solicitudes 
y licencias especiales, de permisos especiales y de plantas de beneficio. Cada uno de los 
libros debía contener datos registrales, de las concesiones, datos del titular, derechos 
otorgados, tipo de solicitud, coordenadas y datos de minerales a explorar, explotar o 
procesar según sea el caso. 
 Las inscripciones se hacían de acuerdo con lo siguiente: 
-Por orden de presentación ante la DGRN.  
-En forma de actas numeradas progresivamente en las hojas del libro de Registro.  
-Sin enmendaduras. Si esto sucediera tendría que indicarse al pie del asiento respectivo.  









5.4.8 Derechos y obligaciones complementarios  de los concesionarios. 
 
Los titulares de concesiones mineras en terrenos nacionales deben  respetar los derechos 
sobre terrenos privados, infraestructuras que se encuentren, respetar normas técnicas del 
medio ambiente, el aprovechamiento de la madera es regido por las disposiciones 
establecidas en la materia. 
En caso de ocupación o expropiación las solicitudes debían contener:  
1.- Duración de la Ocupación, que no excederá vigencia de la concesión 
2.- Avalúo Catastral. 
Las actividades básicas de la exploración y explotación, deben ejecutarse según las normas 
técnicas ambientales del MARENA. Los trabajos que ocasionen daños a la explotación de 
una mina vecina deben de notificarse de inmediato al afectado.  
Para la reactivación de instalaciones antiguas, el MIFIC fallará a favor del concesionario, 
siempre y cuando los trabajos no afecten a terceros o no hubiera que indemnizar por los 
daños que causarían. Es obligación de las titulares de concesión mineras remitir a AdGeo 
informaciones de producción minera, y un informe anual sobre el avance del desarrollo 
geológico minero de la empresa. 
Si la concesión tenía áreas dentro de la Jurisdicción de la RAAS y RAAN, el concesionario 
debe enviar copia de los informes a los Consejos Regionales y Municipales. 
 
5.4.9 De Los Pagos a que están afectados los concesionarios 
 
Los titulares de concesiones, deben enterar a la Administración de Rentas donde se 
encuentren inscritos los siguientes pagos: 
-Derecho de extracción o regalías: se pagará los días 15 de cada mes. 
-Derecho de vigencia o superficial: se pagará en partidas semestrales, el primer pago se 
realizará del primero al treinta de enero y el segundo del primero al treinta de julio de cada 
año. 
AdGeo emitirá nota de cobro de los tributos establecidos por la ley. 








El precio de venta sobre el que se calcula el derecho de extracción o regalía, es el precio de 
la unidad de medida por unidad de producción (toneladas métricas, metro cúbico, onzas 
troy, gramos u otra que se estime conveniente) 
AdGeo y la  DGI podrán revisar la producción reportada, a través de la inspección de las 
actividades, relativas a las concesiones.  
 
5.4.10 Del Fondo de Desarrollo Minero y del Uso de los derechos superficiales y 
Regalías. 
 
Se entregará a la municipalidad correspondiente un porcentaje proporcional al área 
respectiva de la concesión que se ubique en tal municipio. El fondo de desarrollo minero 
estará constituido por recursos financieros provenientes de donaciones y 15% de lo 
recaudado en concepto de derechos de vigencia superficial y derechos de extracción o 
regalías. 
El comité regulador tenía como atribuciones establecer mecanismo de control de los 
ingresos y egresos, comprobar que el fondo se use según planes operativos, aprobar el 
presupuesto de egresos. 
Las recaudaciones y demás ingresos previstos, se depositaran en una cuenta bancaria a 
nombre del fondo de desarrollo minero. El comité regulador del Fondo de Desarrollo 
Minero se reunirá de forma ordinaria dos veces al año y de forma extraordinaria cuando lo 
convoque cualquiera de sus miembros. Habrá quórum con la asistencia de la mayoría de 
sus miembros. 
 
5.4.11 La inspección, vigilancia y fiscalización del Estado 
 
AdGeo formará un sistema de inspectoría para inspeccionar, vigilar y controlar las 
actividades mineras de la concesión. Los inspeccionados tendrían derecho a ser informados 
del objeto de la inspección y a conocer el resultado de la misma. 
El inspector realizar la inspección acompañado del propietario o responsable del lugar, 
anota lo observado y entrega copia a esto al inspeccionado. A partir de la fecha de inicio de 








vigencia de la concesión minera y un plazo no mayor de tres meses, el concesionario está 
obligado a presentar ante AdGeo un proyecto que incluya las fases de la actividad minera. 
Todo concesionario está obligado a declarar, ante AdGeo, por escrito el inicio de sus 
actividades de explotación, el inicio de dichas actividades implica la obligación del pago de 
derechos de extracción o regalías. 
 
5.4.12 Disposiciones Administrativas, civiles y penales 
 
Las infracciones a la Ley y el reglamento, se sancionan con multa o con la cancelación de 
la concesión según sea el caso. Se incluyen como fraude la disposición sin autorización de 
sustancias extraídas, las descubiertas en las obras y no reportar productos manufacturados. 
(Minerales no metálicos) 
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves; las infracciones se 
sancionarán con una multa en moneda nacional en las leves, equivalentes a U$5000 
Dólares; las infracciones graves equivalentes a U$10,000 y las muy graves equivalentes a 
U$20,000; al reincidir la multa se duplica, en caso de tercera reincidencia se cancela la 
concesión. 
Es importante hacer mención que en  virtud de la necesidad planteada de reforzar la 
normatividad para prevenir o inhibir aquellas conductas que pudieran ocasionar daños a los 
recursos naturales, la flora, la fauna, así como a la salud pública o a los ecosistemas en el 
territorio nacional y en las zonas sobre las cuales la nación ejerce su soberanía y 
jurisdicción, se escribió y se aprobó la ley 559 ―Ley Especial de Delitos contra el Medio 
Ambiente y los Recursos Naturales‖ 
Como acabamos de señalar anteriormente uno de los principales problemas a los que se 
enfrentan las autoridades penales es que la persecución de los delitos ambientales 
únicamente podría realizarse cuando los mismos son cometidos en su comisión dolosa, 
dejando a un lado, la posibilidad de sancionarlos por su comisión culposa, dejando impunes 
un gran número de hechos ilícitos, en virtud de que la mayoría de éstos son cometido por 
culpa o negligencia del agente del mismo.  
La nueva estructura literal de los tipos penales contemplado en esta ley permite su 
regulación como delitos de daño y de peligro, en virtud de que en muchos casos es 








necesario sancionar el riesgo que pueden tener ciertas actividades para el medio ambiente, 
como las que se realizan con materiales y residuos peligrosos, y la contaminación de la 
atmósfera, el suelo y las aguas, dicha ley fue derogada con el nuevo Código Penal
114
 que 
entro en vigencia el 8 de julio del 2008.  
No obstante este nuevo Código Penal incorporó dentro del mismo una serie de leyes que 
fueron derogadas, dentro de estas esta la ley antes mencionada Ley 559 ―Ley Especial de 
Delitos contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales‖ 
La cual regulaba o clasificaba los delitos de la siguiente manera:  
Delitos Relacionados con el Medio Ambiente y los Concesionarios. 
Delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales. 
En el código antes mencionado
115
se estableció un articulado relacionado a la  
Contaminación del suelo y subsuelo, instaurando que ― 
Quien, directa o indirectamente, sin la debida autorización de la autoridad competente, y en 
contravención de las normas técnicas respectivas, descargue, deposite o infiltre o permita el 
descargue, depósito o infiltración de aguas residuales, líquidos o materiales químicos o 
bioquímicos, desechos o contaminantes tóxicos en los suelos o subsuelos, con peligro o 
daño para la salud, los recursos naturales, la biodiversidad, la calidad del agua o de los 
ecosistemas en general, será sancionado con pena de dos a cinco años de prisión y de cien a 
mil días multa‖. 
Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos mínimo y 
máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria. 
También se castiga la  Contaminación de aguas instaurando que “  
Quien, directa o indirectamente, sin la debida autorización de la autoridad competente y en 
contravención de las normas técnicas respectivas, descargue, deposite o infiltre o permita el 
descargue, depósito o infiltración de aguas residuales, líquidos o materiales químicos o 
bioquímicos, desechos o contaminantes tóxicos en aguas marinas, ríos, cuencas y demás 
                                                 
114 CÓDIGO PENAL,  LEY No. 641, Publicada en La Gaceta Nos. 83, 84, 85, 86 y 87 del 5, 6, 7, 8 y 9 de 
Mayo del 2008 
 
 
115 Ibídem, arto 365. 








depósitos o corrientes de agua
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 con peligro o daño para la salud, los recursos naturales, la 
biodiversidad, la calidad del agua o de los ecosistemas en general, será sancionado con 
pena de dos a cinco años de prisión y de cien a mil días multa. 
Se impondrá la pena de cuatro a siete años de prisión, cuando con el objeto de ocultar la 
contaminación del agua, se utilicen volúmenes de agua mayores que los que generan las 
descargas de aguas residuales, contraviniendo así las normas técnicas que en materia 
ambiental establecen las condiciones particulares de los vertidos. 
Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos mínimo y 
máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.‖ 
Igualmente el artículo 105 de la Ley 387 establece que ―Los trabajos que se realicen en las 
concesiones mineras no afectarán áreas donde existan localizadas o ubicadas fuentes de 
agua para el consumo humano; o centros o lugares históricos o arqueológicos, presentando 
atención a lo establecido en la Ley General del Medio Ambiente.  
E instituye que le corresponde al ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales en 






El que sin la debida autorización de la autoridad competente y en contravención de las 
normas técnicas respectivas, mediante el uso o la realización de quemas de materiales 
sólidos y líquidos, químicos o bioquímicos o tóxicos, genere o descargue emisiones 
puntuales o continuas que contaminen la atmósfera y el aire con gases, humo, polvos o 
contaminantes con grave daño a la salud de las personas, a los recursos naturales, a la 
biodiversidad o a los ecosistemas será sancionado con pena de tres a cinco años de prisión 
y de cien a mil días multa. 
                                                 
116 De igual manera la Ley N° 387 ―Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas‖ establece en su 
arto 64 lo siguiente: Se prohíbe el vertimiento de residuos, o desechos líquidos o sólidos 
resultantes de la producción minera, hacia cuerpos de aguas… 
 
117 Ley N° 641 ―Código Penal de la República de Nicaragua‖ arto 367. 








Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos mínimo y 





Los extremos mínimos y máximos de las penas establecidas en los artículos anteriores, 
serán aumentadas en un tercio, cuando el delito: 
a)      Recaiga en reservorios de agua destinada para consumo humano; 
b)      Produzca la destrucción de manglares o se rellenen lagunas naturales o artificiales o 
esteros o cualquier tipo de humedales; 
c)      Afecte los suelos y subsuelos de asentamientos poblacionales y la salud de las 
personas; 
d)      Se realice dentro de las áreas protegidas y zonas de amortiguamiento; 
e)      Destruya total o parcialmente ecosistemas costeros marítimos, lacustres o pluviales; 
f)       Se realice en áreas declaradas por la autoridad competente, como de especial valor 
biológico, ecológico, educativo, científico, histórico, cultural, recreativo, arqueológico, 
estético o de desarrollo económico; 
g)         Cause daño directo o indirecto a una cuenca hidrográfica; 
h)         Afecte recursos hidrobiológicos;  
i)        Implique que la quema de materiales sólidos, líquidos, químicos y biológicos se 
produzcan en calles o avenidas de ciudades, centros poblacionales o predios urbanos; 
j)        Ocasione enfermedades contagiosas que constituyan peligro para las personas y las 
especies de vida silvestre; 
k)       Se realice con sustancias, productos, elementos o materiales que sean cancerígenos o 
alteren la genética de las personas; 
l)        Se realice con sustancias, productos, elementos o materiales que ocasionen riesgos 
de explosión, o sean inflamables o sustancialmente radioactivos. 
                                                 
118 Op Cit, arto 370 









Siempre en el código penal se hace mención a la violación a lo dispuesto por los estudios 
de impacto ambiental, estableciendo que el que altere, dañe o degrade el medioambiente 
por incumplimiento de los límites y previsiones de un estudio de impacto ambiental 
aprobado por la autoridad competente, será sancionado con prisión de dos a cuatro años e 
inhabilitación especial por el mismo período para el ejercicio de la actividad, oficio, 
profesión o arte, empleo o cargo. 
 
Penaliza a quienes incorporen o suministren información falsa, estableciendo que quien 
estando autorizado para elaborar o realizar estudios de impacto ambiental, incorpore o 
suministre información falsa en documentos, informes, estudios, declaraciones, auditorías, 
programas o reportes que se comuniquen a las autoridades competentes y con ocasión de 
ello se produzca una autorización para que se realice o desarrolle un proyecto u obra que 
genere daños al ambiente o a sus componentes, a la salud de las personas o a la integridad 
de los procesos ecológicos, será sancionado con pena de dos a cuatro años de prisión.
119
 
La autoridad, funcionario o empleado público encargado de la aprobación, revisión, 
fiscalización o seguimiento de estudios de impacto ambiental que, a sabiendas, incorpore o 
permita la incorporación o suministro de información falsa a la que se refiere el párrafo 
anterior, será sancionado con pena de tres a cinco años de prisión e inhabilitación especial 
por el mismo período para el ejercicio de cargo público. 
 




Aprovechamiento ilegal de recursos naturales  
El que, sin autorización de la autoridad competente o excediéndose de lo autorizado, 
aproveche, oculte, comercie, explote, transporte, trafique o se beneficie de los especímenes, 
productos o partes de los recursos de la fauna, de los recursos forestales, florísticos, 
hidrobiológicos, genéticos y sustancias minerales, será sancionado con prisión de seis 
meses a dos años de prisión y de cien a trescientos días multa. 
                                                 
119 Arto 371 y 372  Ley N° 641. Código Penal de la República de Nicaragua. 
120 Artos. 373, 374,385 y 387 Ley 641.  









 Desvío y aprovechamiento ilícito de aguas 
El que, sin autorización de la autoridad competente o excediéndose de lo autorizado, 
construya dique, muros de contención, perfore, obstruya, retenga, aproveche, desvíe o haga 
disminuir el libre curso de las aguas de los ríos, quebradas u otras vías de desagüe natural o 
del subsuelo, o en zonas manejo, de veda o reserva natural de manera permanente, 
afectando directamente los ecosistemas, la salud de la población o las actividades 
económicas, será sancionado con pena de uno a tres años de prisión y de cien a quinientos 
días multa. 
 
Talas en vertientes y pendientes 
 
Quien, aunque fuese el propietario, deforeste, tale o destruya árboles o arbustos, en áreas 
destinadas a la protección de vertientes o manantiales naturales o pendientes determinadas 
por la ley de la materia, será sancionado con pena de dos a cinco años de prisión y de 
quinientos a mil días multa. 
 
Corte o poda de árboles en casco urbano 
 
El que corte o pode destructivamente uno o más árboles a orillas de las carreteras, avenidas, 
calles o bulevares, servidumbres de tendido eléctrico o telecomunicaciones, será 
sancionado con pena de seis meses a cuatro años de prisión. 
 
De permisos y Evaluación de Impacto Ambiental 
 
 
El artículo 5 de la ley 387 ―ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas 
establece: ―Las actividades de exploración y explotación se realizarán bajo el título de 
concesión minera, de conformidad con esta Ley, su Reglamento, la legislación ambiental 
vigente y demás normas técnicas aplicables. Otorgada la concesión minera y el permiso 








ambiental por la autoridad correspondiente, los concesionarios estarán debidamente 
habilitados para el inicio de sus actividades mineras…”  
 
De igual manera la Ley General del Medio Ambiente y Los Recursos Naturales
121
 establece 
una serie de definiciones relacionadas a esto, tales como: 
IMPACTO AMBIENTAL: Cualquier alteración significativa positiva o negativa de uno o 
más de los componentes del ambiente provocadas por acción humana y/o acontecimientos 
de la naturaleza en un área de influencia definida. 
DOCUMENTO DE IMPACTO AMBIENTAL: Documento preparado por el equipo 
multidisciplinario, bajo la responsabilidad del proponente, mediante el cual se da a conocer 
a la autoridad competente y otros interesados los resultados y conclusiones del Estudio de 
Impacto Ambiental, traduciendo las informaciones y datos técnicos en un lenguaje claro y 
de fácil comprensión. 
ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL: Conjunto de actividades técnicas y científicas 
destinadas a la identificación, predicción y control de los impactos ambientales de un 
proyecto y sus alternativas presentado en forma de informe técnico y realizado según los 
criterios establecidos por las normas vigentes. 
EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL: Se entiende por Evaluación de Impacto 
Ambiental (EIA) el instrumento de política y gestión ambiental formado por el conjunto de 
procedimientos estudios y sistemas técnicos que permiten estimar los efectos que la 
ejecución de una determinada obra, actividad o proyecto puedan causar sobre el ambiente. 
PERMISO AMBIENTAL: Documento otorgado por la autoridad competente a solicitud del 
proponente de un proyecto el que certifica que desde el punto de vista de protección 
ambiental la actividad se puede ejecutar bajo el condicionamiento de cumplir las medidas 
establecidas. 
La Ley General antes mencionada en relación a los Permisos y Evaluación de Impacto 
Ambiental, establece lo siguiente:  
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Los Proyectos, obras, industrias o cualquier otra actividad que por sus características puede 
producir deterioro al ambiente o a los recursos naturales, deberán obtener, previo a su 
ejecución, el Permiso Ambiental otorgado por el Ministerio del Ambiente y Recursos 
Naturales. El Reglamento establecerá la lista específica de tipo de obras y proyectos. 
 
Los proyectos que no estuvieren contemplados en la lista específica, estarán obligados a 
presentar a la municipalidad correspondiente el formulario ambiental que el Ministerio del 




Las actividades, obras o proyectos públicos o privados de inversión nacional o extranjera, 
durante su fase de pre inversión, ejecución, ampliación, rehabilitación o reconversión, 
quedarán sujetos a la realización de estudios y evaluación de impacto ambiental, como 
requisito para el otorgamiento del Permiso Ambiental.  
 
Aquellos que no cumplan con las exigencias, recomendaciones o controles que se fijen 
serán sancionados por el Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales. El costo del 





 El sistema de permisos y evaluación de impacto ambiental será administrado por el 
Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con las instituciones que 
corresponda. El MARENA estará obligado a consultar el estudio con los organismos 
sectoriales competentes así como con los Gobiernos Municipales. En el caso de las 
Regiones Autónomas de la Costa Atlántica el sistema será administrado por el Consejo 
Regional respectivo, y en coordinación con la autoridad que administra o autoriza la 
actividad, obra o proyecto en base a las disposiciones reglamentarias, respetándose la 
participación ciudadana y garantizándose la difusión correspondiente.
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En los Permisos Ambientales se incluirán todas las obligaciones del propietario del 
proyecto o institución responsable del mismo estableciendo la forma de seguimiento y 
                                                 
122 Ley 217, ley General del medio Ambiente y los Recursos Naturales arto. 25. 
123 Op Cit, arto 26. 
124 Op cit, arto 27. 








cumplimiento del permiso obtenido.  
 
El permiso obliga a quien se le otorga: 
1) Mantener los controles y recomendaciones establecidas para la ejecución o realización 
de la actividad. 
2) Asumir las responsabilidades administrativas, civiles y penales de los daños que se 
causaren al ambiente. 
3) Observar las disposiciones establecidas en las normas y reglamentos especiales vigentes.  
 
El Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales en base a la clasificación de las obras de 
inversión y el dimensionamiento de las mismas, emitirá las normas técnicas, disposiciones 





La Ley N° 641 Código Penal  se establece una serie de articulados, relacionados al Estudio 
de impacto Ambiental, tales como: 
 
Violación a lo dispuesto por los estudios de impacto ambiental 
El que altere, dañe o degrade el medioambiente por incumplimiento de los límites y 
previsiones de un estudio de impacto ambiental aprobado por la autoridad competente, será 
sancionado con prisión de dos a cuatro años e inhabilitación especial por el mismo período 
para el ejercicio de la actividad, oficio, profesión o arte, empleo o cargo. 
 
Incorporación o suministro de información falsa 
Quien estando autorizado para elaborar o realizar estudios de impacto ambiental, incorpore 
o suministre información falsa en documentos, informes, estudios, declaraciones, 
auditorías, programas o reportes que se comuniquen a las autoridades competentes y con 
ocasión de ello se produzca una autorización para que se realice o desarrolle un proyecto u 
obra que genere daños al ambiente o a sus componentes, a la salud de las personas o a la 
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integridad de los procesos ecológicos, será sancionado con pena de dos a cuatro años de 
prisión. 
 
La autoridad, funcionario o empleado público encargado de la aprobación, revisión, 
fiscalización o seguimiento de estudios de impacto ambiental que, a sabiendas, incorpore o 
permita la incorporación o suministro de información falsa a la que se refiere el párrafo 
anterior, será sancionado con pena de tres a cinco años de prisión e inhabilitación especial 




Siempre con este código penal
127
 se establecieron las siguientes penas relacionadas a: 
 
 Incumplimiento de Estudio de Impacto Ambiental 
 El que deforeste, tale o destruya, remueva total o parcialmente la vegetación herbácea, o 
árboles, sin cumplir, cuando corresponda, con los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) y 
las normativas técnicas y ambientales establecidas por la autoridad competente, será 
sancionado con prisión de dos a cuatro años y de doscientos a quinientos días multa. 
Restitución, reparación y compensación de daño ambiental 
En el caso de los delitos contemplados en este Título, el Juez deberá ordenar a costa del 
autor o autores del hecho y de acuerdo al principio de proporcionalidad alguna de las 
siguientes medidas en orden de prelación: 
a) La restitución al estado previo a la producción del hecho punible: 
b) La reparación del daño ambiental causado; y 
c) La compensación total del daño ambiental producido. 
 
Si los delitos fueren realizados por intermedio de una persona jurídica, se le aplicarán 
además las consecuencias accesorias que recaen sobre la persona jurídica previstas en este 
Código. 
 
                                                 
126 Ley 641, Código Penal de la república de Nicaragua, artos 371 y 372. 
127 Op cit, artos 388 y 389. 








5.4.13 Disposiciones Varias 
 
Las concesiones mineras se extinguen por el vencimiento del plazo original o de su 
prórroga, por la renuncia expresa de su titular de la concesión, ante la DGRN, y por la 
cancelación decretada por el MIFIC. Las concesiones mineras serían nulas cuando se 
otorguen a quienes no puedan adquirirlas por disposición legal o cuando comprendan en 
todo o en parte la misma zona de concesiones anteriores vigentes. 
Una concesión minera será cancelada por falta de pago al estado según lo establecido por la 
ley, al reincidir en la no declaración de la exportación o venta de materiales, la tercera 
reincidencia en la ocultación con fin fraudulento de sustancias extraídas en la concesión y 
el incumplimiento de cualquier obligación establecida en el Titulo de Concesión. 
Cuando el MIFIC investigue y trámite la cancelación de la concesión, al día siguiente se 
notifica a la DGI para que esta proceda conforme lo establece la Ley de Defraudación 
fiscal. Para determinar la defraudación fiscal, la DGRN y AdGeo notificarán a la DGI y 
DGA.  
En caso de extinción, caducidad y nulidad de concesiones la  DGRN y AdGeo debían 

























6. DERECHO COMPARADO 
 
Es importante hacer un análisis comparado de los artículos más relevantes de las tres leyes 
más importante que han regido la minería en Nicaragua: Ley General Sobre Explotación de 
Nuestras Riquezas Naturales de 1958, Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de 
Minas y Canteras de 1965 y Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas 2001.  
 
No hare mención del periodo de la Revolución ya que durante este periodo, no se cambió o 
reformó la legislación minera como tal, es decir se mantenía viva la Ley Especial sobre 
Exploración y Explotación de Minas y Canteras Decreto  No. 1067, aprobado el 25 de 
Febrero de 1965, los cambios que se dieron fueron relacionados a la Institución u órgano 
Estatal que se encargaría del otorgamiento, supervisión y suspensión de las concesiones, 
licencias y permisos.  
 
Dicha facultad le fue otorgada a varios titulares en diferentes años, primero se le otorgo a la 
Corporación Nicaragüense de Desarrollo Minero CONDEMINA luego se le otorgo al 
Instituto Nicaragüense de Minas e Hidrocarburos (INMINEH), el que tenía por objeto la 
Explotación racional de los Recursos Minerales y de hidrocarburos, después al Instituto 




















Cada ley estará representada por el año en que fue aprobada. 
 
1958 1965 2001 
Arto. 1 Las riquezas 
naturales son 
propiedad del estado  
Arto 2 El estado es dueño de todas las 
riquezas minerales del subsuelo, con 
las excepciones contempladas en el 
arto 42 Cn.  
Artículo 2.- Los recursos 
minerales existentes en el 
suelo y en el subsuelo del 
territorio nacional 
pertenecen al Estado quien 






Cómo podemos ver en las tres leyes el estado es el dueño de todos los recursos naturales, 
sin embargo solamente en las Leyes de 1958 y 2001 se deja establecido que todas los 
recursos naturales de dominio del estado incluyen el suelo y el subsuelo, en cambio en la 
ley de 1965 se deja claramente establecido que este derecho solo alcanza el subsuelo, es 
decir que todo lo que estaba encima del terreno como arenas, cales, arcillas etc., pertenecía 


























1958 1965 2001 
Arto.2 Para efecto de 
esta ley, son riquezas 
naturales todo 
elemento o factor 
económico que 
ofrezca la naturaleza y 
que pueda ser 
utilizado por el trabajo 
del hombre. 
Arto 3. Para los efectos de la presente 
ley los yacimientos minerales se 
dividen en ―canteras‖ y ―minas‖.  
Artículo 3.- Para los 
efectos de la presente Ley 
los recursos minerales se 
clasifican en: 
  
1. La sustancia o sustancias 
cuyo principal contenido 
comercial o industrial sean 
elementos metálicos.  
2. La sustancia o sustancias 
cuyo principal contenido 
comercial o industrial sean 
elementos metálicos.  
3. Las sustancias minerales 
y rocas de empleo directo 
en obras de infraestructura 
y construcción que no 
requieran más operaciones 
que las de arranque, 
fragmentación y 
clasificación y la sal en su 
estado natural.  
 
 








Con la ley del 58 se consideraban riquezas naturales
128
  todo elemento o factor económico 
que ofrezca la naturaleza, aunque esta definición pareciera abarcar todos los elementos que 
nos ofrece la naturaleza, más adelante en la misma ley, en el Arto. 4 aclara que se 
exceptúan las tierras y las aguas, las que se regirían por leyes especiales. En la ley del 65 
las riquezas o yacimientos minerales se dividían en minas y canteras,  es importante hacer 
mención que en esta ley se establecía que las canteras pertenecían al dueño del terreno, 
quien podía disponer de ellas libremente, sin ser controlado por el estado. Ya con la Ley # 
387 del 2001, se hace una nueva conceptualización de  los recursos minerales los que se 
dividían en metálicos (oro plata, bronce etc.), no metálicos (arena, piedrín, calizas, etc.),  
sustancias minerales y rocas de empleo directo. 




1958 1965 2001 
Arto. 5 Las Licencias 
y Concesiones a que 
se refiere la presente 
ley, serían otorgadas 
únicamente respecto a 
las riquezas naturales 
del Estado que 
estuvieren disponibles 
para esos fines de 
conformidad con el 
Articulo 9. De conformidad con La Ley 
General Sobre Explotación de las Riquezas 
Naturales y esta Ley, en relación a las minas 
podrá otorgarse Permisos de 
Reconocimientos, Concesiones de 
Exploración y Concesiones de Explotación. 




realizarán bajo el 
título de concesión 
minera, de 
conformidad con 
esta Ley, su 
Reglamento, la 
Articulo 92. El reconocimiento y la 
exploración en terrenos nacionales de las 
substancias definidas como canteras en el 
Arto. 5 de esta Ley.
129
 
                                                 
128 El Articulo 8 de La Ley General Sobre La explotación de Las Riquezas Naturales estableció que ―Las 
riquezas naturales se consideraban comprendidas en dos grandes grupos: Renovables y No renovables‖. 
129 Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras, Articulo 5. Son Canteras los 
yacimientos de las siguientes substancias: los mármoles, las piedras no clasificadas como preciosas que sirven 
para trabajos de artesanías y de adornos, las piedras de construcción, puzolanas, arenas, pizarras, arcillas, 
















ambiental vigente y 
demás normas 
técnicas aplicables.  
Articulo 93. Habrá dos clases de explotación 
de canteras en terrenos nacionales: 1. 
Canteras permanentes cuya reserva es 
superior a 200 metros2. 2. Canteras 
temporales cuya reserva es inferior  a 200 
metros2.   
 
Artículo 40.- Se 
entiende por 
pequeña Minería, el 
aprovechamiento de 
los recursos mineros 
que realizan 
personas naturales o 






métricas por día.  
Para la realización 
de esta actividad, se 
requerirá de una 
licencia especial 
que será otorgada 
por la autoridad que 
designe el MIFIC, 
permitiéndose el uso 
de tecnología 












Con la Ley del 58 se otorgaban Permisos, Licencias y Concesiones
130
, se  establecía que las 
riquezas naturales comprendidas en esta ley, no podían ser objeto de venta o arrendamiento 
por parte del Estado, sin embargo éste podía por sí mismo, directa o indirectamente, ejercer 
todas las actividades, trabajos y operaciones de exploración y explotación de las riquezas 
naturales. Para realizar investigaciones sobre la existencia de riquezas naturales, no se 
requería de un permiso especial por parte de estado, cuando dicha actividad se realizara en 
áreas del estado; en los casos en que  la investigación se realizara en terrenos ya 
concesionados o cuando fuera en propiedad particular, la persona interesada debía obtener 
un permiso de reconocimiento. En el caso de extranjeros no residentes en el país o sus 
agentes siempre debían obtener de previo el permiso antes mencionado. Esta Ley no 
establece en ninguno de sus artículos lo relacionado a la pequeña minería ni la minería 
artesanal. 
En el caso de La Ley del 65,  también se otorgaban Permisos de Reconocimientos, 
Concesiones de Exploración y Concesiones de Explotación; a diferencia de la ley anterior, 
en esta Ley se hacia la división entre minas y canteras. 
Siempre en la Ley del 65 en relación a las Minas se otorgaban permisos de reconocimiento, 
Concesiones de Exploración y Concesiones de Explotación, para los permisos se aplicaba 
la ley anterior (Ley 58), es decir había algunos casos en los que no era necesario solicitar 
permiso. La Exploración y La Explotación no se podía realizar si no se contaba con 
Concesión. Para las Canteras , en el caso que se tratare de las que define el artículo 5 de 
esta ley, no necesitaban  ninguna autorización, y el propietario podía disponer de ellas 
libremente, en el caso de la explotación de canteras estas se clasifican en dos: 1) Canteras 
Permanentes.  2) Canteras temporales. En el caso de las canteras permanentes se debía 
obtener concesión de explotación  de canteras, si dicha actividad se realizaba en terrenos 
del Estado, se debía realizar una solicitud de concesión, la que era otorgada por 5 años y 
además debía ser fiscalizada por la DGRN, en el caso que dicha cantera estuviere en 
terrenos de propiedad particular, el dueño solo se debía presentar a la DGRN, cumplir con 
los mismos requisito para quienes lo solicitaban en terrenos del estado, pero éste solo debía 
                                                 
130 Artículo 14 de Ley General Sobre La Explotación de Las Riquezas Naturales ―De acuerdo con el Articulo 
149, Inciso 4 Cn. Se autoriza al Poder Ejecutivo para que otorgue los permisos, licencias y concesiones a que 
se refiere esta Ley, sobre las bases contenida en las mismas‖ 








indicar el principio y fin de su explotación, en ambos casos estos debían presentar un 
informe anual a la DGRN, sobre su producción. En el caso de las Canteras temporales, 
cuando el terreno pertenecía al Estado únicamente requería  la autorización del Ministerio 
de Economía; si era en terrenos particulares, el dueño solamente debía  avisar a la DGRN. 
Con esta Ley se otorgaba una tarjeta especial de minero a las personas que se dedicaban a 
la labor de ―Guiriseo‖, la que era válida por un plazo de tres años, y que era renovable por 
otro periodo igual. Dicha actividad no podía realizarse dentro del perímetro de una 
concesión  de explotación y además el área en la que el Guirisero iba a trabajar,  debía de 
tener la forma de un polígono irregular, no podía ser mayor de 10 hectáreas. 
Ya con la Ley Nº 387 desaparecen los permisos de reconocimientos, se establece que para  
la realización de todo actividad de exploración y explotación de los recursos naturales  será 
a través de una concesión, aquí desaparece la separación sobre Minas y Canteras que hacia 
su antecesora ley (Decreto 1067). El estado incluye las canteras dentro de la clasificación 
de recursos minerales y se necesita obtener una concesión previa antes de realizar cualquier 
trabajo. 
Se establece el aprovechamiento racional de recursos mineros que realiza la pequeña 
minería y la minería artesanal.  Las personas que realicen pequeña minería debían contar 
con una licencia especial valida por un periodo de tres años.  
Instituye  que los concesionarios debían permitir el acceso y la realización de la minería 
artesanal a quienes se encuentren ejerciendo tal actividad al momento de otorgarse la 
concesión, mientras se aprueba una Ley especial que regule la minería artesanal y pequeña. 
La superficie permitida para realizar la minería artesanal, no superará el 1% del área total 
concesionada, para los nuevos mineros artesanales. Los mineros artesanales o güiriseros 
para poder ejercer su actividad, requerirán de un permiso especial extendido por la DGRN. 
1958 1965 2001 
Artículo 15.- Toda 
persona natural o 
jurídica, nacional o 
Artículo 28.- La superficie de la 
concesión de exploración será 
determinada teniendo en cuenta las 
 









civilmente de adquirir 
derechos y contraer 
obligaciones y que no 
tenga prohibición 
expresa o incapacidad 
especial declarada por 
la ley podrá solicitar y 
adquirir los permisos, 
licencias y 
concesiones, con solo 
que se sujete a los 
preceptos de esta ley y 
a las especiales que la 
completen y siempre 
que demuestre tener 
capacidad técnica y 
financiera suficiente 
para iniciar y llevar a 




capacidades técnicas y financieras del 
solicitante y la magnitud de los trabajos 
indispensables para una exploración 
efectiva sobre toda la superficie de la 
concesión. 
 
En el otorgamiento de las concesiones 
de exploración las referencias técnicas 
y financieras del solicitante constituyen 
base fundamental para el criterio que se 
forme en Ministerio de Economía. 
 
 
Cómo podemos observar a través del tiempo, en legislaciones anteriores (1958/1965) era 
importante la capacidad técnica y financiera del solicitante de una concesión, en el caso de 
la capacidad técnica esta podía apreciarse en dos aspectos: Personal y Material. En lo 
personal se debía verificar que el concesionario reuniera ciertos requisitos mínimos de 
capacidad técnica, ya fuera en lo particular o mediante el personal que contrate para 
desarrollar la actividad concedida y en lo material que poseyera los elementos materiales o  
medios necesarios para realizar la actividad que se le ha concedido.  








Por otro lado en ambas leyes ya mencionadas se exigía al concesionario la capacidad 
financiera que consistía en que el solicitante de una concesión tuviera el capital necesario 
que le permitiera entre cosas adquirir los equipos y todos los bienes necesarios para 
ejecutar la actividad que solicitaba. 
Extrañamente dicha obligación desaparece en la ley actual (Ley N° 387) y no se menciona 
nada relacionado, es decir no existe seguridad de que quien va a solicitar la concesión 
podrá cumplir con todas las obligaciones derivadas de la misma, en la actualidad cualquier 
persona puede solicitar una concesión;  por la practica he podido observar que estas 
solicitudes las realizan personas que no poseen la más mínima capacidad para ejecutar 
dicho proyecto, sencillamente las solicitan parta luego negociar con futuros inversionista y 
esta persona ya se beneficio de un bien que el Estado le ha otorgado para trabajar y para 
dejar algún beneficio, lo que no ocurre. 
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Articulo 9. Para todos 
los efectos legales, se 
declara de utilidad 
pública la explotación 
racional de las 




Solamente en la Ley del 58 se establece claramente de utilidad pública la explotación 
racional de las riquezas naturales, en ninguna de las leyes que le preceden se hace 
énfasis a este término. 
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Artículo 46.- El 
Ministerio de 
Economía será el 
órgano encargado de 
administrar y aplicar 
Artículo 1.- La presente Ley regirá 
todo lo que se relacione con las 
substancias útiles del reino mineral, 
inorgánicas u orgánicas, cualesquiera 
que sean su estado físico, origen y 
Artículo 1.- La 
presente Ley tenían por 
objeto establecer el 
régimen jurídico para 
el uso racional de los 








la presente Ley 
debiendo conocer por 
consiguiente, de todas 
las solicitudes que 
presenten al tenor de 
la misma. 
 
forma de su yacimiento, y cuya 
explotación requiera la práctica de 
trabajos con arreglo a la técnica 
minera, a excepción de lo dispuesto 
por la Ley Especial sobre Exploración 
y Exploración de Petróleo. Lo que no 
estuviere prescrito por la presente Ley, 
se seguirá por las disposiciones de la 
Ley General sobre Explotación de las 
Riquezas Naturales. El Ministerio de 
Economía será el ramo del Poder 
Ejecutivo encargado de poner en 
aplicación las presentes 
disposiciones. 
 
recursos minerales de 
la Nación, además de 
normar las relaciones 
de las Instituciones del 
Estado con los 
particulares respecto a 
la obtención de 
derechos sobre estos 
recursos y la de los 
particulares entre sí que 
estén vinculados a la 
actividad minera.  
El Ministerio de 
Fomento, Industria y 
Comercio será la 
Institución del Poder 
Ejecutivo, encargada 
de la aplicación de las 
presentes 
disposiciones, de 
conformidad con lo 




Poder Ejecutivo y su 
Reglamento. 
 








Como podemos ver en la ley del 58, el órgano encargado de la aplicación de la Ley es el 
Ministerio de Economía y se crea la Dirección General de Riquezas Naturales
131
, la cual 
está bajo la dependencia de este Ministerio, el Ministerio de Economía mantenía la 
superioridad sobre la DGRN y podía dirigir  y orientar según lo establecido en esta ley, las 
políticas relacionadas al otorgamiento y ejecución de licencias y concesiones para 
explotación de riquezas naturales del Estado. Con la ley del 65, el órgano encargado 
siempre es el Ministerio de Economía, pero a diferencia de la ley anterior, se crea la 
Comisión Nacional de Minería en donde el presidente es el ministro de economía y se 
encargaban entre otras funciones a determinar la inversión mínima anual del concesionario 
antes del otorgamiento de las concesiones de exploración, fijar impuestos advalorem etc.  
 
Luego en el 2001 ya no le corresponde al Ministerio de Economía sino al Ministerio de 
Fomento Industria y Comercio, como institución del poder ejecutivo le corresponde velar 
por el debido cumplimiento a lo establecido en la ley N°  387, se mantenían la creación de 
la Comisión Nacional de Minería, la que estaba presidida por el Ministro de fomento, pero 
sus funciones varían radicalmente en relación a las de la ley del 65, esta ya no debe velar 
por la inversión o mucho menos por la imposición de impuestos, sino solamente se limitan 
a analizar y proponer políticas que en materia de desarrollo y promoción del sector minero 
pueda dictar el poder ejecutivo, informar y promover el aporte del sector minero al 
desarrollo sostenible del país etc., igualmente se hace mención de la Dirección General de 
Recursos Naturales del MIFIC, sin embargo no queda claro la creación de la misma, pero 
ésta es la instancia encargada de dar trámite a las solicitudes de concesiones mineras que se 
presenten, a la par se crea la Administración Nacional de Recursos Geológicos (ADGEO), 
quien era la instancia competente en materia de Inspección, Vigilancia y Fiscalización de 
las operaciones relacionadas con el aprovechamiento racional de los yacimientos minerales 
así como de otras actividades. 
 
                                                 
131 Ibis, Artículo 47.- Créase la DIRECCIÓN GENERAL DE RIQUEZAS NATURALES, bajo la dependencia del Ministerio de 
Economía, la cual tendría a su cargo la tramitación de las diligencias administrativas y la inspección, vigilancia y fiscalización de 
las operaciones relacionadas con la explotación de riquezas naturales del Estado, a fin de hacer efectivas las obligaciones de 
titulares de permisos de reconocimiento, licencias y concesiones. Esta oficina estará a cargo de un Director General nombrado 
por el Poder Ejecutivo y tendría las facultades determinadas en esta ley, su reglamento o disposiciones especiales al respecto. 
 








A partir de enero del 2007, se da un cambio importante en la minería, se reforma la Ley 
290  Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo‖ a través de 
la Ley 612 ―Ley de Reforma y Adición a la Ley No. 290, Ley de Organización, 
Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo‖, publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial # 20 del 29 de enero del año 2007.  En la que queda claramente establecido que ya 
no le corresponde al MIFIC, regular lo relacionado a la Minería, desparecen la antes 
mencionada DGRN y ADGEO.  
 
Todo lo relacionado a la Minería pasa a formar parte del Ministerio de Energía y Minas, 
quien a través de la Dirección General de Minas regula todo lo relacionado a la Minería. 
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Artículo 10.- La unidad de medida 
superficial de las concesiones es el 
kilómetro cuadrado. 
 
Artículo 93.- Se establece 
como unidad de medida 
superficial para todos los 




En el caso de establecer unidad de medida para las áreas a otorgar en concesión, en la ley 
del 58 no se establece explícitamente, sin embargo en los articulados relacionados a los 
impuestos y participaciones se habla de un impuesto por cada hectárea, aquí es la única 
parte de la ley en donde aclara la unidad de medida. Ya con la ley del 65 se deja claramente 
establecido que la unidad de medida son los kilómetros cuadrados, lo que cambia 
nuevamente el 2001 en donde se establece claramente que es en hectáreas todo lo 
relacionado a labores mineras. 
 
1958 1965 2001 
Arto    32.- Cada concesión 
debía comprender una sola área, 
ArtArto.66.- Cada concesión de 
explotación debe demarcarse 
Arto  .13.- El lote de la 
concesión minera será 








sin solución de continuidad, la 
cual tendría la forma de un 
cuadrilátero de una latitud no 
menor que el tercio de su 
longitud con sus lados 
orientados de Norte a Sur y de 
Este a Oeste, salvo cuando las 
condiciones del terreno u otras 
causas semejantes no permitan 
dicha demarcación, o cuando sea 
conveniente usar algún lindero 
natural como la orilla del mar, 
de un lago, un río, u otro, del 
mismo género. Sin embargo, aún 
en estos últimos casos y siempre 
que fuese posible, el área debía 
trazarse en la forma más 
aproximada a la del cuadrilátero 
orientado como se deja 
establecido. 
 
conforme al Arto.32 de la Ley 
General y formar un solo cuerpo. 
Ley General: Artículo 32.- Cada 
concesión deberá comprender 
una sola área, sin solución de 
continuidad, la cual tendrá la 
forma de un cuadrilátero de una 
latitud no menor que el tercio de 
su longitud con sus lados 
orientados de Norte a Sur y de 
Este a Oeste, salvo cuando las 
condiciones del terreno u otras 
causas semejantes no permitan 
dicha demarcación, o cuando sea 
conveniente usar algún lindero 
natural como la orilla del mar, 
de un lago, un río, u otro, del 
mismo género. Sin embargo, aún 
en estos últimos casos y siempre 
que fuese posible, el área deberá 
trazarse en la forma más 
aproximada a la del cuadrilátero 
orientado como se deja 
establecido. 
 
delimitado por un 
polígono con lados 
orientados Norte Sur y 
Este Oeste, conforme el 
sistema de coordenadas 
Universales 
Transversales Mercators 
(UTM), utilizado en el 
mapa topográfico, 
coincidiendo con las 
cuadriculas de dicho 
sistema de coordenadas. 
 
En ambas leyes (1958/1965) se establece la forma del área otorgada en concesión, en donde 
queda muy clara que deberá comprender una sola área sin solución de continuidad; lo que 
cambia con la actual (Ley N° 387)  en donde no necesariamente el área de una concesión 
tiene forma de un cuadrilátero, ésta puede tener diferentes formas. 
 








1958 1965 2001 
 Artículo 24.- La concesión de 
exploración tenían una superficie 
comprendida entre 100 km² mínimos y 
cinco mil km² máximos; su forma 
podía ser un polígono irregular, no 
obstante lo dispuesto en el Artículo.32 
de la Ley General. Podía ser otorgada 
por dos, tres, cuatro o cinco años, 
según la superficie definida. Se podía 
prorrogar una vez por uno o dos años, 
revirtiéndose al Estado la mitad de la 
superficie inicial en la parte que escoja 
el concesionario. 
Artículo 35.- Ninguna persona natural 
o jurídica podía ser titular de más de 
120 kilómetros cuadrados de 
superficie de concesiones de 
explotación. En caso de expiración por 
el vencimiento del término de una 
concesión de explotación de largo 
plazo o de corto plazo, pasaran en 
propiedad gratuitamente al Estado 
todas sus dependencias inmobiliarias, 
expirando en este caso todos los 
gravámenes existentes y quedando los 
terrenos y demás accesorios de 
carácter inmobiliario libres de toda 
carga o derecho. 
 
 
Artículo 13.- El lote de la 
concesión minera será 
delimitado por un polígono 
con lados orientados Norte 
Sur y Este Oeste, conforme el 
sistema de coordenadas 
Universales Transversales 
Mercators (UTM), utilizado 
en el mapa topográfico, 
coincidiendo con las 
cuadriculas dicho sistema de 
coordenadas. El lote minero 
tendría un área máxima de 50 
mil hectáreas y se otorgaba 
por un período de veinticinco 
años prorrogables por otro 
período igual. 
 









La ley del 58 omite por completo mencionar no solo la unidad de medida para las 
concesiones, sino que tampoco estableció el área máxima a otorgar en concesión, sin 
embargo su posterior ley del 65, dividió claramente para los casos en que fuera de 
exploración y de explotación; estableciendo que en exploración no podía ser mayor a los 
5,000.00 km2 y en explotación no más de 120,000 km2
132
 (Aquí hay un error en el decreto 
1067, ya que establece que son 120 km2). Igualmente establece los términos por los cuales 
podía ser otorgada un área en concesión, en exploración hasta por 5 años y una vez más por 
uno o dos años, (el área que se otorgaba en concesión de exploración, dependía de las 
capacidades técnicas y financieras del solicitante) y en el caso de las concesiones de 
explotación se dividían en las de largo plazo que era por un periodo máximo de 50 años y 
mínimo de 30 años  y en las de corto plazo por un máximo de 20 años. En la Ley Nº 387 
del 2001 se establece que el área máxima del lote minero es de 50,000 hectáreas y que esta 
se otorgaba en concesión por un periodo de 25 años prorrogable por otro igual; cómo 
podemos observar hubo un cambio radical en cuanto al área y a los plazos; es importante 
hacer mención que con esta ley se otorgaba una sola concesión la que daba derecho al 
tenedor de explorar, explotar y establecer plantas de beneficios, sobre el área otorgada. 
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Artículo 84.- Los titulares de 
concesiones de explotación gozarán 
del derecho inherente de establecer 
plantas de beneficio sin obtener de 
previo las Licencias de Plantas de 
Beneficio a que se refiere este 
capítulo. 
 
Artículo 8.- La explotación 
consiste en la extracción de 
sustancias minerales y su 
aprovechamiento con fines 
industriales o comerciales a 
través de las Plantas de 
Beneficio. 
Artículo 49.- Toda Planta de 
Beneficio para el 
                                                 
132 Decreto Nº 1067, Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas. Artículo 35.-Ninguna persona 
natural o jurídica podía ser titular de más de 120 kilómetros cuadrados de superficie de concesiones de 
explotación… 








procesamiento de sustancias 
minerales debía estar 
inscrita en la Dirección 
General de Recursos 
Naturales del MIFIC.  
 
 
La Ley del 58 no establece nada relacionado a las plantas de beneficios, en cambio en las 
leyes posteriores si se hace énfasis a esto. En el artículo 84 de la ley del 58 se instituye que 
para establecer plantas de beneficio en el caso de los concesionarios de ―explotación‖ no se 
necesitaba obtener de previo una licencia. Ya con la Ley del 2001, si bien establece que la 
explotación  consiste en la extracción de sustancias minerales y su aprovechamiento con 
fines industriales o comerciales a través de las Plantas de Beneficio, pero no indica que 
debía solicitar Licencia, simplemente establece que para las plantas de beneficio se debían 
inscribir en la DGRN del MIFIC. 
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Articulo 21. La 
Licencia de 
Explotación confiere 
al interesado el 
derecho de explorar 
dentro de un área o 
zona determinada, las 
riquezas expresamente 
indicadas en la 
licencia respectiva, 
durante un periodo 
determinado de 
tiempo con sujeción a 
las disposiciones 
 Artículo 40.- Se entiende por 
pequeña Minería, el 
aprovechamiento de los recursos 
mineros que realizan personas 
naturales o jurídicas, que no 
excedan una capacidad de 
extracción y/o procesamientos de 
15 toneladas métricas por día.  
Para la realización de esta 
actividad, se requerirá de una 
licencia especial que será 
otorgada por la autoridad que 
designe el MIFIC, permitiéndose 











el uso de tecnología aplicable a la 
mediana producción.  
 
 
Vemos que con la ley del 58 otorgaban licencias de explotación, estas no conferían derecho 
de exclusividad sobre la riqueza natural objeto de la misma, ni sobre el área o zona en la 
cual se llevaba a efecto la exploración o explotación correspondiente. Es decir varias 
personas podían tener licencias en la misma área y sobre la misma riqueza natural, estas 
licencias las otorgaba el Poder Ejecutivo; sin embargo cuando la ley establecía que una 
riqueza natural debía ser objeto de concesiones, ésta quedaba excluida del otorgamiento de 
licencias de explotación. Las licencias de explotación, pagaban al Fisco un impuesto anual 
de explotación, lo mismo que un impuesto fijo sobre el producto explotado, el cual se 
estimaba, según el caso, sobre unidad de volumen, peso o cantidad de la riqueza explotada. 
En cambio en la ley del 65 solamente se otorgaban licencias para plantas de beneficios
133
 
ya con la ley del 2001, se otorgaban licencias solamente para actividades de pequeña 
minería. 
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Artículo 25.- La 
concesión de 
exploración confiere al 
concesionario por un 
tiempo determinado el 
derecho de explorar, 
con carácter exclusivo, 
dentro de un área 
Artículo 12.- La exploración abarca 
todo el conjunto de trabajos superficiales 
y profundos ejecutados con los 
siguientes fines: establecer la 
continuidad de los indicios descubiertos 
por reconocimiento; determinar la 
existencia efectiva de yacimientos y 
estudiar sus posibilidades y condiciones 
Artículo 7.- La 
exploración abarca todo 
el conjunto de trabajos 
superficiales y 
profundos ejecutados 
con el fin de establecer 
la continuidad de los 
indicios descubiertos por 
                                                 
133 Artículo 86.- La solicitud de Licencias de Planta de Beneficio se presentará ante la Dirección General de 
Riquezas Naturales, con los datos siguientes: a) La ubicación y capacidad de la planta; b) El sistema de 
tratamiento que se vaya a usar; c) Le especie y procedencia de los minerales que se vayan a tratar; d) Los 
plazos que se necesitan para principiar y concluir las obras de construcción e instalación; e) El plazo para 
inaugurar el funcionamiento de la planta; y f) El monto de la inversión que se pretenda hacer. El solicitante 
acompañará un detalle de las construcciones e instalaciones que se proponga establecer y los planos 
correspondientes, los cuales debían ser aprobados por el Ministerio de Economía. 
 








delimitada, la posible 
existencia y utilización 
económica de las 
riquezas naturales 
indicadas 
expresamente en la 
concesión. 
 




además de determinar la 
existencia efectiva de 
yacimiento y estudiar 
sus posibilidades y 
condiciones de 
explotación futura y de 
utilización industrial.  
 
 
Cómo podemos observar en las tres leyes se otorgaba el derecho de exclusividad para 
explorar determinada área, es decir, no se podía otorgar otra concesión en la misma área. 
En la Ley del 58 se otorgaba la concesión de exploración por un periodo de 3 años, en la 
Ley del 65 el periodo de exploración oscilaba de 2 a 5 años, esto dependía del tamaño del 
área concesionada ya con la ley 2001 se otorgaba una concesión única, es decir que con esa 
concesión tenían derecho de explorar y explotar determinada área y dura 25 años la que es 
prorrogable. 
 













Artículo 36.- El concesionario que no 
efectuare la inversión mínima anual en los 
trabajos de exploración a que se refiere el 
artículo 49, una vez expirado el año 
correspondiente, tendría el término de tres 
meses para pagar al Estado la cantidad que 
no invirtió. Si pasados esos tres meses el 
concesionario no efectuare el pago por ese 
mismo hecho, el Fisco además de proceder a 
demandar judicialmente lo debido, cobrará al 
concesionario por la falta de pago un recargo del 
3% mensual. Si en otro año dentro del término 
Artículo 5.- Las actividades de 
exploración y explotación se 
realizarán bajo el título de 
concesión minera, de 
conformidad con esta Ley, su 
Reglamento, la legislación 
ambiental vigente y demás 
normas técnicas aplicables.  
Otorgada la concesión minera y 
el permiso ambiental por la 
autoridad correspondiente, los 






















de su concesión, un concesionario que no ha 
pagado la suma que se refiere el párrafo anterior 
reincide en no invertir en ese segundo año la 
cantidad que estaba obligado, por ese mismo 
hecho, debía pagar al Fisco, la cantidad no 
invertida aumentada en un cincuenta por ciento 
más un recargo del 3% mensual sobre esta suma 
por el retraso a partir de la expiración de ese año. 
Si el concesionario de que se ha hecho referencia 
no ha cumplido con pagar lo establecido en los 
dos párrafos anteriores y por tercera vez incurre 
en la falta de no invertir la cantidad a que está 
obligado, pagara al Fisco por esta falta una 
cantidad igual al doble de la suma no invertida e 
incurrirá por el retraso en un recargo del 3% 
mensual a partir de la expiración de ese año. 
 
Fuera de esto el Director General de Riquezas 
Naturales podrá cancelarle la concesión si 
después de pasados dos meses no ha pagado al 
Estado todo lo que es en deberle por los tres 
años que no cumplió con hacer las inversiones. 
En este caso el Fisco tendría derecho de 
preferencia sobre cualquier otro acreedor para 
pagarse con las dependencias inmobiliarias 
adheridas a los terrenos de la concesión. 
 
concesionarios estarán 
debidamente habilitados para el 
inicio de sus actividades mineras.  
La no realización de las 
actividades de exploración y 
explotación en los períodos 
antes señalados dará por 
cancelada de mero derecho la 
concesión minera otorgada 
 
La Ley General del 58 no estableció nada en relación a la obligación de los concesionarios 
de exploración de cumplir con realizar estos trabajos en el tiempo establecido, simplemente 
señalaba que el concesionario debía presentar a la Dirección General de Riquezas 








Naturales, a más tardar noventa días después de la fecha de expiración de la concesión, un 
informe escrito y detallado sobre los resultados de exploración, luego de presentado este 
informe el concesionario ya terminaba sus obligaciones con el Estado. Ya con la ley del 65 
se establece una obligación de realizar labores de exploración e invertir lo que se había 
establecido al solicitar la concesión, de no hacerlo el concesionario estaba en la obligación 
de pagar al Estado lo no invertido, y se le podía cancelar su concesión, aparentemente el 
estado monitoreaba anualmente al concesionario,  en cambio en la Ley 387 del 2001, 
solamente se deja como sanción la cancelación de la concesión, en los casos que el 
concesionario no hubiera cumplido al finalizar todo el periodo por el que se le había 
otorgado la concesión. 
 
 
1958 1965 2001 
Artículo 106.- 
Previamente a la 
tramitación de solicitud 
de concesión de 
exploración o de 
explotación, y de toda 
oposición de cualquiera 
de tales solicitudes, el 
interesado constituirá en 
el Banco Nacional de 
Nicaragua la orden del 
Ministerio de Economía, 
un «depósito de costas», 
que le será devuelto o 
quedará a favor del Fisco 
de la República, total o 
parcialmente, conforme 
lo disponga la Ley, igual 
Artículo 117.- Antes de tramitarse cualquier 
solicitud de concesión de exploración o de 
explotación o de darle curso a cualquier 
oposición a tales solicitudes, el interesado 
constituirá en el Banco Central de Nicaragua 
y a la orden del Ministerio de Economía, un 
"deposito de costas" que le será devuelto o 
quedará a favor del Fisco de la República, 
total o parcialmente, conforme lo disponga la 
Ley. El Depósito de Costas no podrá ser 
menor de C$ 500.00 ni mayor de C$1.000.00 
y su monto será fijado en cada caso por la 
Dirección General de Riquezas Naturales. 
 
 









postores en el caso del 
Arto. 69 de esta Ley. 
El «deposito de costas» 
no podrá ser menor, de 
C$ 500.00 ni mayor de 
C$ 1.000.00 y monto 
será fijado en cada caso 
por la Dirección General 
de Riquezas Naturales. 
 
 
Tanto la ley del 58 como la del 65 eran similares en cuanto a la exigencia del depósito de 
costas, lo que permitía asegurar que ésta persona tenía la capacidad técnica y financiera 
para cumplir con todas las obligaciones que nacen al otorgarle la concesión;  este requisito 




1958 1965 2001 
Impuestos y 
Participaciones del 
Estado: Impuesto por 
Hectárea, Impuesto 
Inicial, Impuesto 




Impuesto anual por 
Licencias arto 112 y 
siguientes. 
Impuestos y Participación del Estado: 
Impuestos fijos de Otorgamiento, Impuestos 
Superficiales, Impuestos Ad-Valorem, 
Participación del estado en los beneficios 
industriales y comerciales. Arto 120 y 
siguientes. 
Artículo 69.- Los 
titulares de una 
concesión minera, 
estarán obligados a los 
pagos siguientes.  
1. Derechos de 
Vigencias o 
Superficiales.  
2. Derecho de 
Extracción o Regalías.  










En la Ley del 58 los concesionarios de exploración pagaban al fisco un impuesto por cada 
hectárea que le fue otorgada en concesión, por cada año o fracción de año que dure la 
concesión, lo que se debía pagar los primeros treinta días de cada año, en el caso de la 
explotación pagaban un impuesto inicial por una sola vez por cada hectárea otorgada en 
concesión, dicho pago también se realizaba los primeros treinta días del mes, igualmente 
pagaban un impuesto superficial anualmente por cada hectárea. 
En el caso de la explotación de substancias que no provengan del subsuelo los 
concesionarios pagaran al fisco un impuesto de explotación. El Estado tenía participación 
en las concesiones de explotación de riquezas naturales provenientes del subsuelo es decir 
en las substancias explotadas o en su valor correspondiente; por otro lado las licencias 
también pagaban al fisco un impuesto anual de explotación y un impuesto fijo sobre el 
producto explotado, el que era estimado sobre el volumen, peso o cantidad de la riqueza 
explotada. Se estableció que las leyes especiales podían exencionar parcial o totalmente los 
derechos de importación de los materiales, maquinarias, instrumentos, útiles y demás 
efectos que necesitaran introducir al país los concesionarios, siempre que tuviera relación 
directa o inmediata con sus trabajos de exploración, explotación, beneficio, manufactura o 
refinamiento y transporte, o con cualquier obra que estuvieren obligados a emprender y 
mantener para las labores o para la preparación de los trabajadores y de las instalaciones, y 
que no fueren producidos en el en cantidades suficientes y a precio razonablemente 
competitivo. 
 
A diferencia de su antecesora ley, en la ley del 65 se pagaba un impuesto fijo de 
otorgamiento, es decir al ser concedida un área se debía pagar un impuesto, para el cual se 
estableció una tabla de precios y este impuesto era pagado una sola vez y por adelantado, 
otra diferencia radicaba en que los impuestos superficiales solo los pagaban las concesiones 
de explotación y este pago se hacia dentro de los primeros treinta días siguientes al finalizar 
cada año de explotación, era requisito el impuesto ad-Valorem, este era variable y 
proporcional sobre el valor de las substancias extraídas, se tomaba en consideración el 
valor de las mismas en el sitio de la extracción y deduciendo de dicho valor el costo del 
flete desde el lugar de la producción hasta el lugar de destino. El impuesto ad-valorem era 








del 5%, la Comisión Nacional de Minera tenia la facultad de bajar o subir este valor. 
Siempre en esta ley del 65 el Estado adquiere nuevos y mejores beneficios ya que este 
tenían participación en los beneficios industriales y comerciales, al igual que la anterior ley, 
pero además tenían participación en el capital del explotante, bien podía ser como titular 
de acciones remuneratorias, como accionista corriente, si el Estado aportaba efectivo al 
capital de explotante y también cuando se explotara un yacimiento considerado por el 
Estado de importancia nacional, este podía exigir al explotante acciones que representen 
hasta un 10% del capital inicial necesario para la explotación. Por otro lado al igual que la 
antecesora ley los tenedores de licencias de plantas de beneficios pagaran al estado 
impuestos ad-valorem y la participación del Estado en los Beneficios Industriales. Esta ley 
deja claramente establecido que los concesionarios gozarían de los siguientes privilegios la 
exención de los impuestos aduaneros de importación, inclusive los derechos consulares, 
para los materiales, maquinarias, instrumentos, útiles, además de lo ya establecido en el 
artículo 80 de la ley del 58
134
. Todos los pagos antes mencionados debían ser pagados total 
o parcialmente en efectivo o en especie, a elección del poder ejecutivo y el órgano 
encargado de hacer efectivo el pago de los impuestos y la participación del Estado era la 
Dirección General de Ingresos. 
Ya con la ley 387, no se hace distinción si la concesión es de exploración o explotación, 
aquí se establece que todos los concesionarios están obligados al pago de Derechos de 
Vigencias o Superficiales y al pago Derecho de Extracción o Regalías.  
Derecho de Vigencia o superficiales que consiste en la compensación económica que se le 
confiere al Estado por el área otorgada en concesión minera medida en hectáreas, el pago se 
realiza semestralmente por adelantado para lo cual hay una tabla establecida en la que 
indica los montos a pagar por hectárea y por cada año y el Derecho de Extracción o 
Regalía consiste en la compensación económica que se le paga al Estado por la explotación 
de recursos minerales, es decir es el derecho proporcional sobre el valor de las sustancias 
                                                 
134 Ley  General Sobre La Explotación de las Riquezas Naturales, Artículo 80.- Las leyes especiales podrán 
exencionar parcial o totalmente los derechos de importación de los materiales, maquinarias, instrumentos, 
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los trabajadores y de las instalaciones, y que no fueren producidos en el en cantidades suficientes y a precio 
razonablemente competitivo.  
 








extraídas, determinadas en el sitio de producción en el país (extracción beneficio, según el 
caso), a partir del precio de ventas, restando de este último los costos de transporte entre el 
lugar de producción y el sitio de destino. El monto del Derecho de extracción o Regalía de 
un 3% para todos los minerales a diferencia de la ley 316 en donde se cobraba 
diferenciadamente si se trataba de sustancias metálicas, sustancias general o petróleo. Otra 
diferencia es que en la ley actual la industria minera estará sujeta al pago del impuesto 
sobre la renta y el pago hecho por la regalía se tomara en cuenta para calcular el pago sobre 
la renta. 
 
1958 1965 2001 
Las concesiones y 
licencias se extinguen: 
a) Por el vencimiento 
del plazo original para 
que han sido otorgadas 
o de su prórroga en su 
caso; 
b) Por la renuncia 
expresada que haga el 
titular en escrito 
presentado ante la 
Dirección General de 
Riquezas Naturales; 
c) Por caducidad 
declarada; y 
d) Por cancelación 
decretada por el Poder 
Ejecutivo. Arto 119. 
 
Artículo 156.- La 
extinción, caducidad o 
nulidad de las concesiones 
y licencias, y las penas a 
que diere lugar cualquier 
violación de la obligación 
y regulaciones 
establecidas en esta Ley se 
regirán por los preceptos 
que expresamente estén 
consignados en esta Ley 
Especial. 
 
Artículo 92.- La extinción, caducidad y 
nulidad de las concesiones mineras se 
regirán por lo consignado en esta Ley y su 
Reglamento.  
Reglamento Decreto Nº 119-2001  
Artículo 102.- Las concesiones mineras se 
extinguen por las siguientes causas:  
-El vencimiento del plazo original o de su 
prórroga  
-Por la renuncia expresa del titular de la 
concesión, la cual deberá presentar por 
escrito ante la DGRN.  
-Cancelación decretada por el MIFIC.  
La renuncia total o parcial puede darse en 
cualquier momento y no extingue la 
obligación del concesionario de pagar los 
impuestos a que estuviese obligado hasta el 
día en que presente el escrito de renuncia.  
Artículo 111.- En los casos de extinción, 
caducidad y nulidad de concesiones, la 
DGRN y AdGeo debían comprobar los 








hechos con audiencia del interesado. Una 
vez concluido enviarán su dictamen al 
Ministro del MIFIC para su resolución. 
 
En todas las leyes se establecen los mismos motivos  para las concesiones, solo que en las 
dos primeras leyes (1958/1965) se incluyen las licencias. Solamente para aclarar la 
caducidad se da cuando una persona hace una solicitud de concesión y no continúa con el 
trámite pasado cierto tiempo; y en el caso de la nulidad ésta se da cuando el solicitante no 
cumplió con una de las formalidades exigidas en la ley por ejemplo si el área de concesión 
es más grande de lo permitido por la Ley o si se hace traspaso de una concesión a una 
persona que tenga impedimento para adquirirla o que no posee las capacidades necesarias 
para poseer la misma. 
 
 
1958 1965 2001 
Artículo 32.- Cada 
concesión debía 
comprender una sola 
área, sin solución de 
continuidad, la cual 
tendría la forma de un 
cuadrilátero de una 
latitud no menor que 
el tercio de su 
longitud con sus lados 
orientados de Norte a 
Artículo 66.- Cada concesión de 
explotación debe demarcarse 
conforme al Arto.32 de la Ley 
General y formar un solo cuerpo. 
 
Artículo 13.- El lote de la 
concesión minera será 
delimitado por un polígono 
con lados orientados Norte 
Sur y Este Oeste, conforme el 
sistema de coordenadas 
Universales Transversales 
Mercators (UTM), utilizado 
en el mapa topográfico, 
coincidiendo con las 
cuadriculas de dicho sistema 








Sur y de Este a Oeste, 
salvo cuando las 
condiciones del 






algún lindero natural 
como la orilla del mar, 
de un lago, un río, u 
otro, del mismo 
género. Sin embargo, 
aún en estos últimos 
casos y siempre que 
fuese posible, el área 
debía trazarse en la 
forma más 
aproximada a la del 
cuadrilátero orientado 




de coordenadas. El lote 
minero tendría un área 
máxima de 50 mil hectáreas y 
se otorgaba por un período de 
veinticinco años prorrogables 
por otro período igual.  
 
  
Tanto en la Ley del 58 como en la del 65 se establece que cada concesión debía 
comprender una sola área, sin solución de continuidad, la cual tendría la forma de un 
cuadrilátero; en la ley N° 387 del 2001 esto cambia, ya no debe tener la forma de un 
cuadrilátero, la forma que da es la de un polígono ortogonal, lo que dificulta a la hora de 








diferenciar un lote de otro ya que podía presentar varios puntos, al ser una forma irregular 
los concesionarios no ponen los mojones necesarios para identificar su concesión. 
 
PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN. 
Es importante hacer mención a la necesidad de incluir en nuestras leyes ambientales el 
principio de precaución mismo que ha sido adoptado en convenios internacionales en los 
cuales nuestro país forma parte, no así en las leyes relacionadas a la materia en nuestro 
país.  
El principio de precaución es un concepto que respalda la adopción de medidas protectoras 




En la Cumbre de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada 
en la ciudad de Río de Janeiro, Brasil, en junio de 1992, procurando alcanzar acuerdos 
internacionales en los que se respeten los intereses de todos y se proteja la integridad del 
sistema ambiental y de desarrollo mundial  y reconociendo la naturaleza integral e 
interdependiente de la Tierra, nuestro hogar; se proclaman una serie de principios con el 
objetivo de establecer una alianza mundial nueva y equitativa mediante la creación de 
nuevos niveles de cooperación entre los Estados, los sectores claves de las sociedades y las 
personas, dicha declaración es conocida como DECLARACIÓN DE RIO SOBRE EL 
MEDIO AMBIENTE Y EL DESARROLLO, 1992. 
Dentro de los principios establecidos mencionaré el tema que nos interesa, tal como es el ya 
mencionado principio de precaución: 
PRINCIPIO 15: Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar 
ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de 
daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como 
razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para 
impedir la degradación del medio ambiente. 
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A partir del principio 15 de la Declaración de Río, el elemento fundamental que lo 
distingue es la evidencia científica. Esto es, si tradicionalmente las medidas preventivas se 
originaban solo a partir de información científica existente, la idea de precaución estableció 
precisamente que ―la falta de certeza científica absoluta no será razón para posponer 
medidas de protección ambiental‖. 
El componente esencial que da significado al concepto de precaución forma parte de un 
enunciado mayor que, según la definición en el instrumento internacional del que se trate, 
permite hacer un desglose del mismo para entender sus implicaciones.  
Partiendo del principio 15 de la declaración de Río se puede afirmar que el criterio o 
principio de precaución presupone la identificación de una situación de peligro (derivada de 
una actividad) de daño grave e irreversible al ambiente, pero sin tener la certidumbre 
científica absoluta sobre esto; por lo que los Estados deberán tomar medidas para evitar di-
cho peligro de daño o reducir, en su caso, ese daño potencial.  
Como consecuencia de lo anterior, veo importante mencionar algunas interpretaciones que 
han hecho juristas relacionadas a este principio.  
Según el principio 15 de precaución es posible establecer algunos caracteres propios del 
principio de precaución (así como sus implicaciones) sin pretender que sean absolutos o 
concluyentes en toda aplicación de la normativa ambiental
136
: 
Es indispensable que se prevea la existencia de una situación de peligro de daño derivada 
de una actividad cualquiera. Es lógico suponer que a ningún Estado se le podrá exigir que 
lleve a cabo medidas para evitar un daño ambiental sin que se haya hecho previsible o 
probable el peligro de daño, o que al menos el Estado no hubiera estado consciente o 
razonablemente consciente de él. 
Desde luego, es necesaria cierta base científica para que el peligro de daño sea evaluable. 
Por ejemplo, si ningún Estado hubiera previsto el peligro potencial de los 
clorofluorocarbonos en el agotamiento de la capa de ozono (independientemente de su 
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eventual impacto) no se hubieran elaborado instrumentos jurídicos de protección.15 Esto 
no quiere decir que se tenga certeza científica —y mucho menos absoluta— sobre el 
peligro de daño o los daños causados al ambiente; de tener certidumbre científica sobre el 
peligro de daño entonces no sería necesario invocar el principio de precaución, sino, en su 
caso, el de prevención. 
El elemento esencial de la idea de precaución —la incertidumbre científica— se traduce en 
que ―no se debería permitir a los Estados ocultarse bajo el pretexto de la falta de evidencia 
científica como medio de evitar las acciones necesarias para protegerlo‖. No hay un criterio 
único para determinar si la falta de evidencia científica de la que habla el principio 15 de la 
declaración de Río se refiera a las actividades que generan el peligro de daño potencial, al 
propio peligro de daño potencial, o bien a los posibles daños que ocurran. En cualquiera de 
los tres casos pudiera existir la incertidumbre científica aunque en principio parece estar 
orientada a los efectos adversos; de cualquier manera la idea de su aplicación descansa en 
que más vale equivocarse del lado de la seguridad. Lo que sí es claro es que la falta de 
certidumbre científica (absoluta o no) no debe invocarse por parte de los Estados para no 
tomar las acciones conducentes. 
El peligro de daño potencial está sujeto a que deba ser grave o irreversible. La ambigüedad 
que conllevan estos dos últimos términos a la vez que admite diversas interpretaciones, da 
mayor flexibilidad para su aplicación. Es de esperarse que en la práctica internacional la 
aplicación del principio o criterio precautorio, como lo señala Juste Ruiz, sea restringida 
por encontrarse condicionada a la gravedad e irreversibilidad de los efectos o daños 
potenciales. 
Se inserta en su contenido la dimensión económica al establecer que la adopción de 
medidas eficaces —el término eficaz es, asimismo, ambiguo— estará en función de los 
costos que esto pueda representar. Si bien la acción precautoria es ampliamente aceptada 
dentro de los foros ambientales, no todos los Estados tienen los mismos incentivos 
económicos para ponerla en práctica ni tampoco la base financiera suficiente para 
sustentarla. Para la aplicación de esta parte del enunciado, la creación, por ejemplo, de 
impuestos ambientales es sugerida como alternativa a rígidas disposiciones administrativas. 








Es fácil advertir, sin embargo, la problemática de asignar valores económicos a daños 
potenciales (graves e irreversibles) sobre una base donde priva la incertidumbre científica. 
El difícil cálculo del importe del costo ambiental debe establecer, en todo caso, un máximo 
que ayude a determinar un punto medio entre la aplicación de la acción precautoria (con los 
respectivos costos económico-ambientales de acción y abstención) y el tipo y grado de 
desarrollo que los Estados y las sociedades estén dispuestos a generar según sus actividades 
productivas, industriales, comerciales, de servicios, etcétera. 
Finalmente, conduce la acción precautoria a un replanteamiento sobre la llamada reversión 
completa de la carga de la prueba. Lo anterior en el sentido de que quien realiza una 
actividad es el que ahora tiene que probar que no causará daño, y no que sea el Estado el 
que tenga que probar si la actividad en cuestión causará ese daño. Aunque no es claro aún 
si el efecto principal del principio 15 de la declaración de río sea precisamente el de revertir 
por completo dicha carga, diversas opiniones parecen inclinarse en este sentido. Un 
ejemplo lo constituye la actividad consistente en el movimiento transfronterizo intencional 
de organismos vivos modificados (OVMs) plasmada en el protocolo de Cartagena de 2000.  
El hecho de que no se tenga certeza científica sobre los posibles efectos adversos de un 
organismo vivo modificado no impide a la parte importadora el adoptar la decisión de 
prohibir dicha importación.  
A la luz de lo que parece una opinión generalizada, la carga de la prueba ante la 
incertidumbre científica del daño potencial de un OVM sobre la conservación y utilización 
















La actividad minera no metálica tiene gran importancia para el desarrollo socio económico 
de Nicaragua, principalmente para la industria de la construcción y la industria química. 
Sin embargo la problemática jurídica en la que se encuentra, obstaculiza el progreso del 
país en dicho sector.  
 
En el contexto del marco jurídico de la actividad minera, desde la perspectiva de la Carta 
Magna del País, se podía expresar que la Constitución Política es taxativa en cuanto al 
régimen de aprovechamiento de los Recursos Naturales. La Constitución establece que 
corresponde al Estado, la explotación racional, a la vez da facultad al mismo, a celebrar 
contratos de explotación racional de estos recursos, cuando el interés nacional lo requiera 
como lo señala el artículo 102.  La Ley General del Medio Ambiente y los Recursos 
Naturales, Ley 217, cuenta con un Capitulo que contempla lo concerniente a los Recursos 
Naturales no Renovables.  
 
La Ley General sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales, decreto legislativo 
número 316, emitida en abril de 1958 y que se encontraban en la actualidad vigente, a 
excepción del Capítulo VI y los artículos 50, 51, 52, 55, 56, 59, 60 y 62, estableció las 
bases para una legislación especial para el uso de los distintos recursos naturales.  
 
Actualmente Nicaragua cuenta con una Ley Especial sobre Exploración y Explotación de 
Minas, Ley N° 387, sin embargo el análisis exhaustivo de la misma, exhibe una orientación 
hacia la minería metálica, dejando vacíos que limitan el  desarrollo ordenado de la minería 
no metálica. A la vez, el análisis de estos desajustes, evidencia la necesidad de hacer  
reformas a la ley, incluso la elaboración de un nuevo reglamento especial y en su 
oportunidad  de un manual de manejo ambiental de la minería no metálica.   
 
La estructura de la Ley contempla 15 capítulos y 109 artículos. El estudio del marco legal 
de la Ley N° 387, desde la perspectiva de la actividad minera no metálica, refleja además 
de los vacíos referidos, una absoluta carencia de instrumentos, normativas y 








procedimientos que contribuyan a la función del estado, de administrar adecuadamente los 
recursos mineros no metálicos.  
 
En el Capítulo I, que establece las Disposiciones Generales, se visualiza en sus artículos 1, 
2, 3, 4, 6, 7 y 8 un enfoque para la minería en general, sin distingo entre minería metálica y 
minería no metálica. Los artículos 5 y 9, utilizan el término de concesión para ambos tipos 
de minerales y restringen las actividades mineras a la obtención previa de una concesión, 
sin opción a otros instrumentos jurídicos, desacreditando la actividad artesanal, propia de la 
minería. Cabe mencionar que el Reglamento de la Ley N° 387 en su capítulo V referido a la 
pequeña minería y minería artesanal, establece 2 tipos de autorizaciones adicionales como 
son ―permisos y licencias especiales‖, sin embargo estos no se adecuan al proceso de 
extracción de la minería no metálica, dejando abierta la posibilidad que se constituyan 
ilegalmente grupos mineros artesanales.  
 
 Para la pequeña minería y minería artesanal no existe control, relacionado a este tipo de 
trabajos, por otro lado aunque la ley 387 establece que se debe promover, desarrollar, 
evaluar y dar seguimiento a través de programas y acciones institucionales; en la práctica 
esto no se realiza. 
 
En su Capítulo II sobre la Comisión Nacional de Minería, en el artículo 10 referidos a sus 
integrantes, es importante que dentro de esa comisión hubiera una nueva ampliación de sus 
miembros, como son el nombramiento de representantes de la minería no metálica y de la 
minería artesanal no metálica, los cuales no la integran actualmente dejando desprovisto de 
participación a este sector. Por tanto se debería hacer una ampliación al artículo antes 
mencionado, con el objetivo de establecer funciones más concretas y acordes con el papel 
del sector no metálico.  
Los derechos mineros establecidos en el capítulo III de la Ley, son aplicados tanto a la 
minería metálica como a la no metálica, sin embargo en la ley se requiere de una 
modificación del término ―titular de una concesión minera‖, como anteriormente se expresó 
existen otras modalidades dentro de esta actividad, razón por la cual el mismo debe 
entenderse tanto para los permisos como para las licencias especiales y concesión 








propiamente  dicha, todo con el objetivo de unificar conceptos que abarquen a los 
diferentes titulares mineros en sus distintas clasificaciones ya que la misma Ley los 
contempla. 
 
Los requisitos para la solicitud de concesiones, referidos en el artículo 13 de la ley y 
específicamente en el artículo 31 del Reglamento, resultan incongruentes con el sector 
artesanal no metálico, debido a que en su mayoría la producción minera artesanal se 
desarrolla individualmente por sujetos de bajo nivel económico y cultural. En 
consecuencia, las exigencias no son ni sociales, ni económicas, ni técnicamente viables. Por 
tanto, se hace necesario un ajuste a los requisitos que debe cumplir este grupo, para que su 
eventual incorporación individual u organizada al régimen de concesiones, sea gradual y 
viable.  
La minería sigue siendo un motor de desarrollo para la economía nacional, pero al mismo 
tiempo indica un peligro en el ámbito ambiental, en la actualidad las concesiones se 
otorgaban de manera indiscriminada, una persona podía solicitar todas las concesiones que 
desee siempre y cuando esta área se encuentre libre y no sea área de reserva, lo que implica 
un riesgo, de continuar así estaremos entregando toda Nicaragua para labores de 
explotación minera, esto debe ser regulado. 
Como hemos observado en el análisis que se ha hecho a las distintas leyes que han regido a 
la minería, nos damos cuenta que unas o otras presentan muchas debilidades, entre las que 
podemos mencionar el caso de las concesiones no metálicas, al otorgar estas se priva el 
derecho de la propiedad; ya que una concesión podía ser otorgada sin tomar en cuenta al 
dueño de la propiedad, lo que genera conflictos entre el concesionario y el o los dueños de 
los fundos. 
En mi investigación observe que faltan normas de control para el área de los no metálicos, 
la Administración Nacional de Recursos Geológicos, aplicaba una normativa técnica en el 
campo de los no metálicos la NTON 05-029-06, curiosamente dicha normativa era 
obligatoria para los concesionarios, esta se aplicaba sin haber sido publicada en La Gaceta 
Diario Oficial, que era un requisito para que la misma entrara en vigencia, actualmente no 
se aplica, esto significa que solo existen normas para los bancos de materiales. 
 








Hasta el año 2007 según inventario geológico, la superficie del territorio nacional 
concesionada es la siguiente en el área metálica es de 10,938.87 km
2
 y el área no metálica 
es de 911.96 km
2
, para un total de superficie concesionada de 11,850.83 km
2  
que equivale 
al 9.09% del territorio nacional
137
, pero paradójicamente el área encargada en la actualidad 
de velar por el cumplimiento de la Ley Nº 387 es la Dirección de Monitoreo Vigilancia y 
Control Minero, de la Dirección General de Minas del Ministerio de Energía y Minas, 
dicha dirección está constituida por siete Ingenieros geólogos que supuestamente debían 
inspeccionar el buen uso de los recursos naturales, lo que yo diría es una misión imposible.  
 
Hasta marzo del año 2008, la superficie en solicitud de concesión es de 6,693.93 km
2,
 lo 
que equivale a un 5.13 % del territorio Nicaragüense
138
, que es probable que a la fecha ya 
hubiera sido otorgada, lo que demuestra que la minería avanza rápidamente y se deben 
tomar las medidas necesarias para proteger nuestros recursos naturales. 
 
La necesidad de ordenar la forma actual de explotación de los minerales no metálicos, con 
sus manifestaciones y consecuencias socio-económico y ambientales, exige 
ineludiblemente una reforma parcial a la Ley 387.  
 
Esta reforma debe centrarse en la incorporación de un reglamento especial que regule la 
minería no metálica. En éste, se establecerá, los criterios y parámetros básicos del 
ordenamiento y la regulación. Los artículos sujetos de modificación corresponden a los 
artículos 5, 9, 10 y 13, que según lo expresado anteriormente no extienden su jurisdicción a 
la minería no metálica y por ende se hace necesaria su readecuación.  La reforma se 
considera una opción viable para cumplir el  objetivo de normar, controlar y establecer 
procedimientos que contribuyan a una mejor reglamentación de la minería no metálica y a 
un ordenamiento acorde a la estrategia de desarrollo que se impulsa en Nicaragua. 
Realmente a mi parecer a quedado muy claro que nuestro país tiene potencial, allá los altos 
mandos que no toman las medidas necesarias para aprovechar las riquezas que son 
derrochadas en nuestro país sin tomar las medidas de control necesarias. 
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Es obvia la gran capacidad que tenían nuestro país, y lo rico que es, así como la mala 
administración de nuestros recursos naturales. Es realmente lamentable que por los 
gobiernos de turno, nuestro país como viene ocurriendo desde hace mucho tiempo no se 
desarrolle y logre salir de este tercer mundo de pobreza, hambre y desempleo, en la que las 
personas con un eficiente uso de los recursos existentes por parte del Estado no tendrían 
que pasar por las necesidades que pasan, así mismo siempre tomándose las precauciones 



































Partiendo de la importancia que representa la minería en nuestro país, considero que se 
debían realizar una serie de cambios tales como: 
 
1. Reformar la Ley Nº 387 Ley Especial Sobre Exploración y Explotación de Minas y su 
reglamento, que ésta no solo sea aplicable a la minería metálica, que está también norme  la 
pequeña minería y la minería artesanal. 
2. Establecer un concepto más claro de lo que es la pequeña minería para la actividad 
metálica, aclarando que éste es el aprovechamiento de los recursos mineros que realizan 
personas naturales o jurídicas, que no excedan una capacidad de extracción y/o 
procesamiento de 15 toneladas métricas por día. En el caso de la actividad no metálica será 
que no exceda una capacidad de de extracción y/o procesamiento de 100 toneladas métricas 
por día.   
3. Separar las concesiones de Exploración de las de Explotación, no omitiendo el derecho de 
preferencia que tendría quien descubra en la fase de exploración los yacimientos. 
4. Se debe otorgar concesiones de exploración por 5 años, estando obligado el concesionario a 
realizar todos los trabajos en ese periodo, de no cumplir con este requisito se le cancelara la 
concesión de mero derecho, solo en los casos en que esté debidamente justificado el no 
inicio de labores. 
5. De igual forma, la delimitación del tamaño máximo de la concesión fijada en 50,000 Has, 
está fuera de la realidad en el caso de la minería no metálica. Las operaciones, morfología o 
relación de tamaño de canteras vs. reserva de mineral, tienen una escala muy diferente al de 
la extracción de oro. Por esta razón no se requiere de grandes áreas de exploración para el 
incremento de reservas en este tipo de minería. Además el periodo de explotación debería 
ser por menos tiempo en los no metálicos. Esta disposición debería incorporarse en una 
reglamentación específica de los minerales no metálicos. La propuesta para la delimitación 
del área seria ¨ En el caso de la actividad no metálica, el lote minero tendrá un área 
máxima de dos mil hectáreas y se otorgará por un período de diez años prorrogables 
por otro período igual ¨. Sin perjuicio de lo establecido en el arto sobre la pequeña 
minería.  








6. Establecer políticas que eviten el monopolio sobre los recursos naturales del Estado; 
estableciendo claramente que ninguna persona natural o jurídica podrá por sí ni por 
interpósita persona ser titular de más de determinadas hectáreas de concesión minera. 
7. Instituir en la ley o reglamento que los interesados en concesiones mineras deban demostrar 
la capacidad económica con que cuentan, antes de entregársele una concesión. 
8. Crear en la ley un nuevo apartado relacionado al depósito de Costas y depósitos de 
Garantías, mismos que estaban reglamentados en la Ley General
139
 y Ley Especial
140
. Con 
los cuales se aseguraría que ésta persona tenga la capacidad técnica y financiera para 
cumplir con todas las obligaciones que nacen al otorgarle la concesión;  paradójicamente 
este requisito desaparece con la ley del 2001. 
9. Proponer la reglamentación necesaria que defina las normas técnicas y administrativas para 
el adecuado aprovechamiento de los recursos minerales. 
10. Administrar en forma eficiente, ágil y transparente el proceso de recepción y tramite de 
solicitudes para el otorgamiento de concesiones, licencias, permisos y autorizaciones de los 
recursos minerales, con la participación de las demás instituciones relacionadas. 
11. Establecer que cuando el área solicitada se encuentre en terrenos de propiedad particular y 
que por las características geológicas de la zona, se determine que en dicho lote solo 
existen yacimientos de minerales no metálicos; el dueño del fundo superficial tenga 
derecho preferente sobre cualquier solicitante, siempre que introduzca su solicitud 
debidamente fundamentada a más tardar treinta días después de la publicación de la 
solicitud original; debiendo iniciar operaciones dentro de los plazos establecidos en la 
presente ley.  
12.  Proponer claramente mediante Acuerdos Ministeriales los procedimientos para el control 
del cumplimiento de obligaciones derivadas de los derechos otorgados y fiscalizar su 
monitoreo y control. 
13. Realizar el monitoreo, vigilancia y control del sector y velar por que los usuarios de los 
recursos minerales del estado cumplan con sus obligaciones y las leyes respectivas. 
                                                 
139 Ley General Sobre Explotación de Nuestras Riquezas Naturales, Ley N° 316 aprobada el 12 de marzo de 
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14. Elaborar políticas dirigidas a todo el sector minero incluyendo pequeña minería y minería 
artesanal 
15. Se deberá elaborar Ley, Reglamento o Norma de la pequeña minería y minería artesanal. 
16.  La Ley N° 387 excluye la actividad artesanal no metálica, ya que la pequeña minería y 
minería artesanal, establecida en el capitulo V de la Ley, se encuentra dirigida al mineral 
metálico especialmente el oro, ya que el concepto es diferente y la capacidad de extracción 
y/o procesamiento es inferior a los minerales no metálicos artesanales. En el Artículo 40 la 
Ley define la minería artesanal y en el Artículo 57 de su Reglamento amplía el concepto de 
―técnicas exclusivamente manuales‖, refiriéndose a ―el uso de la pana o batea, la caja o 
canaleta, el molinete y draga rústica‖ que corresponden exclusivamente a la actividad de 
los ―guiriseros‖. 
17. Una ampliación al artículo 5 y 9 de la Ley N° 387, estableciendo además del término de 
concesión, permisos y licencias especiales, para que hubiera una mejor aclaración sobre las 
distintas modalidades a las que puedan  recurrir los mineros de acuerdo a su actividad. 
18.     Aprobar Normativas Técnicas relacionadas al área no metálica. 
19.     En el caso del capítulo V relacionado a los pagos a los que están afectos los 
concesionarios, establecer que quienes posean más de una concesión, los pagos a los que 
están obligados por ley  deberán ser por grupo económico, no por lote. 
20. Establecer que para cualquier trámite o solicitud ante la instancia competente debían estar 
al día con todos los lotes que les han sido otorgados en concesión. 
21.  Los titulares de concesiones mineras deben de pagar sus derechos mineros en efectivo y en 
la moneda de curso legal y no retribuir los pagos por medios de devolución de dinero; el 
objetivo de creación de este artículo es que en algunos casos en la actualidad los 
concesionarios mineros metálicos solicitan  devoluciones de impuestos ante el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, y a su vez este trámite no es expedito y se deja de percibir 
el dinero a lo inmediato adicionando también que no se hacen las diferentes transferencias 
de ley. 
22.  En la ley se crea el Registro Central de Concesiones, el cual está referido principalmente al 
término concesión propiamente dicha, y en el artículo 65 del Reglamento incorpora la 
figura del permiso y licencia para la pequeña minería y minería artesanal, conceptos 
aplicables a la minería metálica. Por tanto es recomendable que se elaboré una 








reglamentación especial para la minería no metálica y que se estipule que los permisos o 
licencias especiales de mineros no metálicos deberán incorporarse en el mismo libro de 
Registro de Permisos Especiales de la DGRN para la minería artesanal propia de los no 
metálicos. Este mecanismo de control permitirá simplificar los trámites y evitará duplicidad 
en la inscripción de derechos mineros, garantizando además la transparencia en la 
administración de los recursos mineros. 
23.  Igualmente, el registro de los titulares de permisos y licencias especiales, facilitará el 
control de pagos a que están afectos los concesionarios y al seguimiento de las obligaciones 
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